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Los colombianos a través de diferentes medios de comunicación escuchan noticias 
relacionadas con escándalos de corrupción, cuyos protagonistas son servidores públicos 
inmersos en situaciones bochornosas, que además de delicadas, repercuten en lo económico 
y moral; situación que se venía registrando en los particulares que contratan con el Estado, 
pero que hoy en día hasta los propios funcionarios administradores de justicia, se hallan 
involucrados en este tipo de prácticas, quedando en evidencia, que no se trata de un fenómeno 
aislado u ocasional, sino que se ha enraizado en la cultura, atentando contra los preceptos 
morales. Su participación y responsabilidad es enorme, lográndose evidenciar el enlace en 
asuntos relacionados con el financiamiento de campañas políticas y empresas nacionales y 
multinacionales, que intervienen abiertamente en prácticas electorales, con el ánimo de 
recibir contraprestaciones y dádivas; pensar, en políticas erigidas idealmente sobre la 
prevalencia del interés general y de la protección a la moralidad administrativa; sumas 
exorbitantes, que en el imaginario colectivo son ya una realidad estructurada y bien sólida, 
que se construye como un enemigo que carcome el imperio de la Ley, que asfixia el 
crecimiento económico y atenta contra los sectores vulnerables de la sociedad. Es la 
corrupción, el flagelo que se ha alojado en las instituciones, para tomar a servidores públicos 
y particulares con sus tentáculos, logrando “caminar” rampante por el territorio nacional e 
impregnando al Estado. No solo por incrustarse en el seno de las instituciones, sino porque 
día a día crece el mal e incide de manera negativa en los servicios básicos para los ciudadanos, 
reclamando políticas públicas encaminadas a prevenir, reducir, investigar y judicializar las 
conductas punibles que se han identificado como principales generadoras de corrupción. 
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Colombians, through different media, listen to news related to corruption scandals, 
whose protagonists are public servants immersed in embarrassing situations, which in 
addition to being sensitive, have an impact on the economic and moral; This situation has 
been registered in the individuals who contract with the State, but today even the 
administrators of justice are involved in this type of practice, making it clear that this is not 
an isolated or occasional phenomenon , but it has taken root in the culture, attacking the moral 
precepts. Their participation and responsibility is enormous, being able to demonstrate the 
link in matters related to the financing of political campaigns and national and multinational 
companies that intervene openly in electoral practices, with the intention of receiving 
compensation and gifts; think, in policies erected ideally on the prevalence of the general 
interest and the protection of administrative morality; exorbitant sums, which in the collective 
imagination are already a structured and well solid reality, which is built as an enemy that 
eats away at the rule of the Law, which suffocates economic growth and attacks the 
vulnerable sectors of society. It is the corruption, the scourge that has been lodged in the 
institutions, to take public servants and individuals with their tentacles, managing to "walk" 
rampant through the national territory and permeating the State. Not only to be embedded 
within the institutions, but because every day the evil grows and negatively affects basic 
services for citizens, demanding public policies aimed at preventing, reducing, investigating 
and prosecuting punishable behaviors that have been identified as the main generators of 
corruption. 
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En Colombia como en varios países del mundo están presentes hechos de corrupción 
en donde los sujetos activos de estas prácticas están en mayor número al interior de las 
entidades estatales, dejando en la sociedad indignación, más, si se trata de actos al interior de 
entidades públicas donde se presume prevalece la trasparencia.    
La percepción de corrupción en Colombia según  los últimos informes presentados, 
en particular por Trasparencia Internacional, dan cuenta de un fenómeno, de alto impacto 
negativo, esto significa que el país como se dice coloquialmente se “rajó”, en esta materia, 
es así como el cuestionamiento se aumenta hacia las entidades del Estado y a un sinnúmero 
de personas que vinculadas a la administración pública o al sector privado, directa o 
indirectamente influyen para que esta percepción  se mantenga, sin avizorar cambios 
favorables, ya que ha hecho “metástasis”, permitiéndose una caracterización dificultosa, al 
punto que ni las estrategias académicas y de política pública adoptadas para contrarrestarlo, 
han tenido los efectos esperados.  
Dentro de esta investigación y teniendo en cuenta el material bibliográfico revisado, 
se ha detectado que existen elementos esenciales que identifican el problema, entre ellos, 
saber que la corrupción no es exclusiva del sector estatal, por el contrario, son los particulares 
los que en gran  número se vinculan a cadenas criminales para aprovecharse del poder que 
ostentan funcionarios y coyunturalmente, desviar actuaciones y favorecerse o beneficiar a 
terceros, buscando siempre ganancias privadas, que no siempre están representadas en 
dinero.     
Si bien es cierto la responsabilidad del Estado es mayúscula en este asunto, también 
es cierto que siendo Colombia un Estado social de derecho ha mostrado debilidades y la 
ausencia estatal ha sido elemento para que el mal se propague y se incruste en muchas 
instituciones tanto del sector público como en el privado, además, el poder que ostentan 
diversos grupos en las regiones se impone para que prevalezcan los intereses privados de los 
sectores dominantes. 
Si bien es cierto existe una percepción acerca de este flagelo, los datos que 
organismos internacionales proyectan son importantes, pero no deben ser los únicos bajo los 
cuales el Estado y la sociedad colombiana se circunscriba para rasgarse las vestiduras y tomar 
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medidas que no conduzcan a nada en concreto, por el contrario, si existe el mal hay que 
buscar soluciones y esas se concretarán en la medida que se identifiquen la raíces del 
problema, al tiempo con propuestas que permitan establecer prioridades para adelantar 
intervenciones, de esta manera comprender que los casos de corrupción son diferentes, al 
igual que los implicados, de ahí que el esfuerzo para combatir este mal debe ser en conjunto  
para que de esta unión Estado – Sociedad Civil se Fortalezca, aunque se observa que se ha 
enfrentado a este fenómeno, claro está con resultados poco o nada eficaces. 
Al respecto, se ha impulsado un compendio normativo como el Estatuto 
anticorrupción, el mismo que consagró medidas de tipo penal, administrativo, disciplinario, 
creando incluso una comisión para la moralización; se impulsó iniciativas en la lucha contra 
la corrupción, llegando a promover un referendo que dejó una impronta gigantesca por la 
acogida y la participación ciudadana, aunque no se alcanzó la meta en cuanto a número de 
votos se refiere, la participación de los organismos de control en esta lucha y de la comunidad 
a través de las veedurías ciudadanas.       
En esta lucha es importante destacar la participación del derecho encontrando en el 
punitivo un gran aliado, imponiendo penas y aumentando aquellos comportamientos que son 
considerados como no aguantables, en especial, en el ejercicio de la función pública; no 
obstante, en el país se considera de manera errónea que el derecho penal es el arma que va a 
acabar con este mal y que los que administran justicia poseen la varita mágica para erradicar 
con sus fallos este flagelo, algo imposible si en el país se conoce además que previo a la 
actuación de la parte punitiva se hace necesario programas de prevención contra la corrupción 
y éstos, están ausentes y si los hay no surten los efectos necesarios, razón por la cual, la 
aplicación de una pena no puede ser la solución a un  problema que ha perdurado por siglos, 
no, esa no es la tarea del derecho penal en particular, se requiere fortalecer los instrumentos 
de prevención, identificando los componentes de peligro en la generación de conductas no 
adecuadas y propiciar una cultura inclinada hacia la consecución de la preponderancia de lo 
ético, lo cual se presume debe ser prioridad.  
Contemplando el panorama oscuro que se cierne en las instituciones públicas como 
privadas, tentadas por la corrupción, es comprensible y evidente que existen factores de 
índole social, político, económico y cultural, entre otros, que se constituyen como el óbice 
que impide actuar en debida forma para frenar este mal, de ahí que en el análisis  de los 
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motivos por los cuales los mecanismos de prevención, investigación y sanción no son 
efectivos al momento de castigar actos de corrupción, se pude inferir que si bien es cierto el 
Estado es el directo responsable de proteger a la sociedad de flagelos como éste, es la 
sociedad también la que debe apoyar en esta tarea que no es nada fácil. 
Se establece que la corrupción ha sido, es, y seguirá siendo una de las mayores 
amenazas contra la existencia del Estado, incluso   superando a otras actividades ilícitas como 
el terrorismo, el narcotráfico, tráfico de armas y a otras amenazas que se han venido 
desarrollando a lo largo y ancho de la geografía nacional, en el capítulo uno, titulado la 
Corrupción: Fenómeno Cultural, se asume que este flagelo se consolida como un fenómeno 
estructural y sistemático, de orden internacional, que afecta al Estado, el cual, en procura del 
orden social, está llamado a propiciar espacios y mecanismos, que le ayuden a enfrentarla de 
manera eficaz, mediante estrategias orientadas a acabar con estos focos de criminalidad que 
se han apoderado de las instituciones, este fenómeno, si bien es cierto no es connatural al 
hombre, si se ha desarrollado paulatinamente, a través de la historia. 
 En el segundo capítulo se refiere a la corrupción en Colombia, más si se tiene en 
cuenta que en  los últimos años el país se ha visto envuelto en escándalos mayúsculos, 
derivados de este flagelo, enfatizando en las consecuencias de prácticas corruptas que han 
tocado ámbitos del Estado, evidenciando casos descaminados que permearon las 
instituciones, de ahí que se plantea la necesidad de impulsar políticas integrales, que permitan 
hacerle frente a este fenómeno, así mismo, que las normas penales aplicables a los 
responsables de estos hechos sean ejemplarizantes y que conductas desplegadas, que van en 
detrimento de la población y de la Administración en general, no se repitan.  
En el capítulo tres, titulado Administración pública y actos de corrupción  se enfatiza 
en la presencia de este fenómeno en la contratación estatal lo cual directamente afecta el 
cumplimiento de los propósitos del Estado, con acciones como el pago coimas en el que 
interviene el sector privado al pretender acceder, incursionar  y ejecutar contratos, 
denotándose notables irregularidades que perfectamente encuadran, como lo es, tipos 
penales,  faltas disciplinarias, responsabilidades fiscales y violaciones a la norma contractual, 
por parte de los funcionarios y particulares que intervienen.  
Se ha escogido como método la investigación, – interpretativa, que lleva a 
comprender la realidad social y jurídica del fenómeno corrupción dentro del Sistema de 
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Contratación con el Estado y los mecanismos de prevención, investigación y sanción 
dispuestos para afrontar el problema. Con un análisis fenomenológico, establecer una 
descripción deductiva de los efectos de la corrupción y sus implicaciones para la sociedad 
colombiana, llegándose a plantear la pregunta de investigación: ¿Los mecanismos de 
prevención, investigación y sanción contra la corrupción pierden efectividad por la debilidad 
de las instituciones y las exiguas penas aplicadas?, pregunta que busca ser resuelta mediante 
un proceso de análisis que lleve a determinar los motivos por los cuales los mecanismos de 
prevención, investigación y sanción no son efectivos al momento de castigar actos de 
corrupción en Colombia. Es la corrupción una manifestación de una contracultura que se está 
enquistando en todas y cada una de las actividades del quehacer diario, es así como, este 
flagelo inicia con cosas que parecen simples como aprovecharse de lo público en beneficio 
propio, ejemplos de ello, hacer favores a funcionarios de mayor rango; o lo que se ha vuelto 
tan común en Colombia como usar los bienes del Estado para satisfacer beneficios de índole 
personal. 
Socialmente, la problemática que enfrenta la Administración Pública, advertida 
globalmente y denominada “corrupción”, ha hecho necesaria una revisión del orden jurídico 
que ha regido la contratación con el Estado, para determinar si éste responde eficaz y 
eficientemente a los intereses planteados desde el desarrollo económico, social y político del 
país, de manera que a través de ello se mitigue las consecuencias y el impacto derivado de 
un fenómeno que en el panorama y contexto nacional, ha crecido de manera exuberante, 
dejando a su paso innumerables episodios, que en los últimos años han brillado, local e 
internacionalmente, por la magnitud del daño ocasionado a los diferentes sectores sociales. 
Fenómeno que en el contexto nacional ha querido combatirse mediante la promulgación del 
Estatuto Anti Corrupción, como herramienta que pretende disminuir todas aquellas prácticas 










La Corrupción: Fenómeno Cultural 
Es la corrupción un fenómeno estructural y sistemático, de orden universal, que 
afecta al Estado, el cual, en procura del orden social, está llamado a propiciar espacios y 
mecanismos, que le ayuden a enfrentarla de manera eficaz y consolidar estrategias orientadas 
a acabar con estos focos de criminalidad que se han apoderado de las instituciones; de ahí 
que, se hace necesario reflexionar, para enfrentar a la par, la descomposición social, que 
penetró los órdenes institucionales y sociales. No basta combatirla, con el trabajo 
mancomunado de las ramas del poder público, de los organismos de control y un trabajo 
arduo por parte de la Fiscalía y los entes de control, para alcanzar el objetivo de reducir este 
flagelo. Se requiere articular el control social con la labor desarrollada por las entidades del 
Estado en todo el país, previniendo o actuando a través de acciones ejemplares por parte de 
los que administran justicia, sin olvidar que se debe continuar con la creación y aplicación 
de políticas públicas anticorrupción. 
El fenómeno de la corrupción ha sido y es una de las principales amenazas contra el 
Estado social de Derecho toda vez que ha resquebrajado los cimientos sobre los cuales se 
estructura la democracia, además porque su injerencia ha creado graves transformaciones del 
sistema político democrático, de la economía y de los preceptos constitucionales que 
enmarcan las labores propias de la administración pública. Sin duda, este flagelo al interior 
de un Estado social de derecho afecta la estructura de cualquier entidad haciendo que 
prevalezca el deseo o interés mezquino sobre los bienes comunes, para forjar el uso indebido 
del Estado en beneficio y satisfacción de intereses particulares. 
1.1. Concepto 
La corrupción es un flagelo que ha estado presente a lo largo de los años en mayor 
o menor intensidad en todos los países y que ha afectado en grandes proporciones la 
estabilidad de los sistemas políticos y de sus instituciones, causando enormes daños en las 
economías y la moral de las sociedades, de ahí que se ha tratado de hacer frentes comunes 
para atacar y acabar con este fenómeno a través de la formulación de estrategias integrales 
enfocadas para su erradicación. Etimológicamente, traer a colación la definición suministrada 
por (Martínez & Ramírez, 2006, pág. 3) 
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La palabra “corrupción” etimológicamente viene del latín curruptus, que significa 
descomposición, podredumbre o desintegración, igualmente, se identifica como el proceso 
degenerativo de las normas y de los valores que se establecen en la sociedad. La corrupción 
es definida como: “la apropiación privada (indebida) de un bien público. (Martínez & 
Ramírez, 2006, pág. 3)  
 Colombia no es la excepción y este mal se ha apoderado de muchas empresas tanto 
públicas como privadas, que han azotado al Estado colombiano afectándolo sobremanera. 
Sin ser delito, este flagelo se ha constituido en una amenaza que ocupa disímiles, complicadas 
y sofisticadas formas que hacen difícil su control, una intimidación que forja graves 
repercusiones sociales y públicas, empeora la desigualdad existente, oponiéndose a la 
ejecución de los fines esenciales del Estado. 
La Corte Constitucional en (Sentencia C - 084 de 2013), con ponencia de la 
Magistrada María Victoria Calle cita la ley 970 del 2005 que incorporó en el ordenamiento 
jurídico colombiano la Convención de Naciones Unidas contra la corrupción la cual 
estableció condiciones de transparencia, legalidad y celeridad en el ejercicio de las funciones 
públicas y la interacción del Estado y los particulares como condiciones para prevenir actos 
corruptos. Al respecto sostuvo lo siguiente: 
Así, la justificación misma del Estado Social de Derecho pasa, entre otros aspectos, por la 
sujeción de la actuación de sus autoridades a los principios de legalidad, objetividad y 
debida utilización de los recursos públicos. Por lo tanto, las actuaciones venales, la 
concesión de ventajas indebidas dentro de los procedimientos estatales, el ocultamiento de 
información a los ciudadanos y la restricción de los legítimos espacios de participación 
ciudadana en la administración, entre otras conductas, son incompatibles con las previsiones 
constitucionales que propugnan por la protección del interés general como base misma del 
Estado. Así, ante la grave afectación que los actos de corrupción irrogan a bienes jurídicos 
intrínsecamente valiosos en tanto están estrechamente relacionados con principios y valores 
constitucionales, toda actuación que tenga por objeto la prevención del fenómeno es, no 
sólo acorde a la Carta, sino también una vía adecuada y necesaria para la realización de las 






No puede perderse de vista, adicionalmente, los elementos innovadores que contiene la 
Convención, relacionados con la extensión de la prevención de los actos de corrupción al 
ámbito privado y el reforzamiento de la participación ciudadana en esta labor. Acerca del 
primer aspecto, es evidente que el instrumento internacional reconoce, a juicio de la Corte 
de forma acertada, que el tratamiento de la corrupción resulta incompleto si no incorpora 
medidas adecuadas y suficientes que garanticen las buenas prácticas de las empresas que 
interactúan permanentemente en la actividad estatal. La experiencia demuestra que distintos 
escenarios de la función pública, como es el caso de la contratación, resultan con frecuencia 
relacionados con actos de corrupción ocasionados, la mayoría de las veces, por la ausencia 
de controles efectivos a la actuación de los particulares que concurren en tales procesos. En 
consecuencia, las previsiones de la Convención que introducen la posibilidad que los 
Estados Parte incorporen en sus legislaciones mecanismos de control contable, códigos de 
buenas prácticas comerciales y transparencia en el manejo de la información están en plena 
armonía con los principios que gobierna el ejercicio de la función administrativa. 
Desde esta perspectiva, y siguiendo las orientaciones del Alto Tribunal en la 
(Sentencia C - 084 de 2013), es necesario traer a colación una aproximación semántica a 
realidades conceptuales directamente relacionadas con el fenómeno de la corrupción, todas 
ellas requeridas dentro del proceso de comprensión de los factores tanto objetivos como 
subjetivos, propios de la descripción fenomenológica del problema.  
La Administración Pública; definida en el diccionario de la Administración pública 
colombiana de Carlos Pachón como: 
El conjunto de actividades destinadas al cumplimiento de los fines y las funciones del 
Estado. Interviene en la planeación, la organización, la ejecución, el control y la gestión de 
los bienes que permiten el funcionamiento del sector público. Materializa decisiones 
adoptadas por el gobierno y en general por las ramas y los organismos oficiales. 
Por función administrativa se entiende la función primordial del estado en la búsqueda de 
la satisfacción de las necesidades de los ciudadanos, a través del bienestar y el progreso 
colectivo. Los entes encargados de esta función son los funcionarios que ejercen el poder. 
 A su vez, (Guerrero, 1997, pág. 11), trae a consideración un concepto de 




La Administración Pública, como campo del conocimiento, estudia sistemáticamente los 
procesos y lo actividad gubernamental oficial, conjugada con los trazos determinados por 
la sociedad en su desarrollo histórico, tendiente a proponer modelos y teorías para 
racionalizar, administrar, proteger y distribuir adecuadamente el bien y los asuntos públicos. 
Entendiendo como público, todo bien o servicio de amplia cobertura, de interés general y 
necesario para el desarrollo integral de la sociedad en su conjunto. 
 
 La administración pública participa en todo el sistema económico, regulándolo, 
ordenándolo, controlándolo y participando en él, en muchos sentidos. Esta actividad, busca 
con su accionar mecanismos y estrategias, que le permitan al Estado alcanzar sus fines y en 
consecuencia está llamada a orientar efectiva y eficazmente todo lo relacionado con la 
contratación estatal, conocida igualmente, como contratación pública.  
La Contratación Pública: representa una de las actividades más importantes para el 
funcionamiento del Estado y es la herramienta por la cual se proveen bienes y servicios a la sociedad 
garantizando de esta maneara el funcionamiento de sus entidades. La Organización Mundial del 
Comercio, según  (Roczek, 2016, pág. 29), ha dicho: 
Las compras que los organismos estatales o gubernamentales realizan para desempeñar sus 
funciones, ya que estos bienes y servicios son adquiridos con recursos públicos y utilizados 
para cumplir con fines públicos, requiere un sistema normativo propio. Según el Código de 
la Ronda de Tokio sobre compras del sector público (1979) uno de los principales objetivos 
de la mayoría de los regímenes de contratación es optimizar el uso de los recursos, la OMC 
considera que un régimen de contratación transparente y no discriminatorio es el mejor 
instrumento para alcanzar ese objetivo, en la medida que permite aprovechar al máximo la 




El proceso de contratación pública, a su vez, debe ceñirse a dos principios básicos, 
la eficiencia y transparencia, factores fundamentales, que, al ser definidos y puestos en 
marcha, deben cerrar el paso al fenómeno de la corrupción. Es así como la Ley 80 de 1993 




Artículo 3o. De los fines de la contratación estatal. Los servidores públicos tendrán en 
consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades 
buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los 
servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que 
colaboran con ellas en la consecución de dichos fines. Los particulares, por su parte, tendrán 
en cuenta al celebrar y ejecutar contratos con las entidades estatales que, además de la 
obtención de utilidades cuya protección garantiza el Estado, colaboran con ellas en el logro 
de sus fines y cumplen una función social que, como tal, implica obligaciones. 
 Principios que para la Corte Constitucional en (Sentencia C - 826 de 2013) con 
ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, deben ser considerados a partir de:  
La eficacia está soportada en varios conceptos que se hallan dentro de la Constitución 
Política, especialmente en el artículo 2º, al prever como uno de los fines esenciales del 
Estado el de garantizar la efectividad de los principios, deberes y derechos consagrados en 
la Constitución; en el 209 como principio de obligatorio acatamiento por quienes ejercen la 
función administrativa; en el 365 como uno de los objetivos en la prestación de los servicios 
públicos; en los artículos 256 numeral 4o., 268 numeral 2º, 277 numeral 5º y 343, relativos 
al control de gestión y resultados. En este sentido, la Sala ha señalado que la eficacia 
constituye una cualidad de la acción administrativa en la que se expresa la vigencia del 
estado social en el ámbito jurídico-administrativo. Así mismo añade que, en definitiva, la 
eficacia es la traducción de los deberes constitucionales positivos en que se concreta el valor 
superior de la igualdad derivado directamente de la nota o atributo de socialidad del Estado. 
Por su parte, en lo que atañe al principio de eficiencia la jurisprudencia de este Tribunal ha 
señalado que se trata de la máxima racionalidad de la relación costos-beneficios, de manera 
que la administración pública tiene el deber de maximizar el rendimiento o los resultados, 
con costos menores, por cuanto los recursos financieros de Hacienda, que tienden a 
limitados, deben ser bien planificados por el Estado para que tengan como fin satisfacer las 
necesidades prioritarias de la comunidad sin el despilfarro del gasto público. Lo anterior 
significa, que la eficiencia presupone que el Estado, por el interés general, está obligado a 
tener una planeación adecuada del gasto, y maximizar la relación costos – beneficios. Así, 
esta Corte ha hecho referencia clara a la implementación del principio de eficacia, 
afirmando que este principio de la administración impone deberes y obligaciones a las 
autoridades para garantizar la adopción de medidas de prevención y atención de los 
ciudadanos del país, para garantizar su dignidad y el goce efectivo de sus derechos, 
especialmente de aquellos que se encuentran en situaciones de vulnerabilidad y debilidad 
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manifiesta, de la población carcelaria, de las víctimas de desastres naturales o del conflicto 
interno, población en estado de indigencia, de manera que en muchas ocasiones se ha 
ordenado a la administración pública la adopción de medidas necesarias que sean realmente 
eficaces para superar las crisis institucionales y humanitarias generadas por dichas 
situaciones, sin que para ello se presente como óbice argumentos de tipo presupuestal. 
De igual manera, el Principio de Transparencia, que tiene como objetivo garantizar 
la participación de quien cumple con los requisitos que las entidades estatales establecen para 
la adquisición de bienes y servicios; La Ley 80 en el artículo 24 establece que el proceso de 
selección de los contratistas será el de concurso público o licitación. Este debe ser el canal a 
través del cual la entidad estatal desarrolle el proceso de selección de sus colaboradores 
contractuales. Principio que en palabras de (Campillo, 2004), se traduce en: 
El principio de la transparencia en la Contratación, lo entendemos en tanto los 
procedimientos de selección del contratista deben estar definidos a priori, en forma precisa 
cierta y concreta, de modo que la administración no pueda obviar las reglas predefinidas en 
la norma jurídica que determina el marco de acción de la administración. 
 Principio que para la Corte Constitucional en (Sentencia C- 128 de 2003), con 
ponencia del Magistrado, Álvaro Tafur Galvis , responde a: 
Cabe recordar que el principio de transparencia, a que alude el artículo 24 de la Ley 80 de 
1983, garantiza la imparcialidad de la administración y por consiguiente la escogencia 
objetiva de contratistas. La aplicación de dicho principio implica que dicha escogencia se 
efectúe siempre a través de licitación o concurso, salvo las excepciones previstas en la 
misma norma, y que en los procesos contractuales los interesados tengan oportunidad de 
conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o adopten, para 
lo cual se deben establecer etapas que permitan el conocimiento de dichas actuaciones y 
otorguen la posibilidad de expresar observaciones. En el mismo sentido, las actuaciones de 
las autoridades deben ser públicas y los expedientes que las contengan igualmente deben 
estar abiertos al público, permitiendo, en el caso de licitación, el ejercicio del derecho de 
que trata el artículo 273 de la Constitución Política. 
 Principio que según (Martínez & González, 2014, pág. 16) “preside el 
procedimiento de selección o escogencia objetiva del contratista, instituido para garantizar el 
pleno desarrollo de los principios, entre otros de: Imparcialidad, contradicción, publicidad y 
moralidad”, que lleva a que “la actividad contractual debe efectuarse de manera imparcial y 
objetiva, en igualdad de oportunidades y bajo el imperativo de la moralidad pública”.  
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 Al establecerse un sistema de Administración Pública, donde el proceso de 
contratación responde adecuadamente a principios rectores de eficiencia y transparencia, es 
indiscutible, que ésta debe ser sometida a controles y evaluación permanente, de manera que 
con ello se alcancen los objetivos propuestos por el Estado, en beneficio de todos los 
asociados. Hablar entonces de Control Fiscal y Control Social, aspectos desde los cuales se 
deben proveer las estrategias para la erradicación del fenómeno de la corrupción. 
 Así pues, el Control Fiscal, contemplado por la Carta Política en el artículo 267, 
debe ser entendido como, “una función pública que ejerce la Contraloría General de la 
República, vigilando la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades 
que manejen bienes o fondos de la Nación”. En (Sentencia C -967 de 2012), con ponencia 
del magistrado Jorge Iván Palacio, la Corte Constitucional, sostiene que:   
El control fiscal es una función pública, que ejercerá la Contraloría General de la República, 
la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación. 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, 
sistemas y principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos 
especiales, la vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por 
concurso público de méritos, y contratadas previo concepto del Consejo Estado. 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de 
gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la equidad y la valoración de los costos 
ambientales. En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer 
control posterior sobre cuentas en cualquier entidad territorial”. 
El control fiscal es el mecanismo a través del cual el Estado vela por la adecuada gestión de 
las finanzas del Estado en sus diferentes niveles, con independencia de que el manejo de los 
recursos corresponda a las autoridades públicas o a los particulares. En los términos de la 
jurisprudencia, la vigilancia de la gestión fiscal tiene como propósito “la protección del 
patrimonio público, la transparencia y moralidad en todas las operaciones relacionadas con 
el manejo y utilización de los bienes y recursos públicos, y la eficiencia y eficacia de la 
administración en el cumplimiento de los fines del Estado. 
Igualmente, el Control Social es el derecho y deber que tiene todo ciudadano, que 
recae sobre el individuo como en su pluralidad, iniciando con la prevención, proponer 
alternativas, realizar seguimiento a una práctica, tener iniciativas a sancionar, avizorar   y 
mantener en custodia la gestión pública, atendiendo enfáticamente los resultados como 
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también la prestación de los servicios públicos desempeñados por el Estado y los particulares, 
garantizando la gestión al servicio de la comunidad. El control social se puede entender 
también como una forma de autorregulación social. El (Ministerio del Interior y de Justicia, 
2006, pág. 24), en el documento control social a la gestión pública sostiene que:  
El control social propone la participación inmediata de la sociedad en el control del Estado, 
como una forma de participación directa que complementa la democracia representativa. El 
control social va más allá de la fiscalización de los actos y resultados de la administración 
porque está presente en las diversas posibilidades de la participación social, desde la 
formulación hasta la aplicación de las políticas públicas. 
Por mandato constitucional, los colombianos tienen el derecho de controlar y evaluar la 
gestión pública, es decir, de juzgar y de valorar si lo realizado por la administración 
corresponde a lo programado y responde a las necesidades y derechos de las personas. Al 
controlar la gestión se valora lo que hace la alcaldía, el puesto de salud, el hospital, el 




1.2. Devenir Histórico 
Todo proceso experimentado, necesariamente se enfrenta a una génesis, a un 
desarrollo y al padecimiento de unas consecuencias; la corrupción, por ende, como fenómeno 
humano, debe ser analizada desde su devenir histórico, el cual permite observar prácticas 
corruptas desde las más simples, hasta las actuales, con características propias, en las cuales 
se puede subrayar su estructuralidad y modus operandi, que envuelve soterrada y 
acuciosamente las diferentes instituciones del Estado, logrando con ello objetivos 
individuales, que sitúan a riesgo el bienestar de la sociedad. 
Es un fenómeno que se origina en el momento mismo en que el hombre se agrupa y 
para satisfacer sus necesidades, apela a su inteligencia y sistematicidad; recordar, entonces, 
el paso del nomadismo al sedentarismo, acontecimiento que da lugar al surgimiento de aldeas 
y ciudades, permitiéndose con ello las organizaciones sociales, políticas y económicas, que, 
a su vez, generan escalas de valores y comportamientos frente a las actividades comerciales 
que se logran establecer. Es aquí, donde el hombre además de satisfacer sus necesidades 
básicas, tal y como lo señala (Zavala, 2013, pág. 16), igualmente, “satisface legítimas 
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aspiraciones como el éxito y la bonanza económica”, que a la postre, derivará en la 
“competencia por recursos económicos, poder y posición social”, situación que abre paso a 
la reglamentación que los grupos humanos a través de los gobiernos, crean, para favorecer y 
evitar con ello guerras, dominaciones y discordias entre los individuos y los colectivos 
humanos.  
El debate, que hoy se genera por la comunidad internacional acerca de la génesis de 
la corrupción, permite comprender que, a través de la historia, el fenómeno, arraigado en 
unas épocas más que en otras, tiene justificación, quizá por la ambición de alcanzar el poder 
a cualquier precio, mas no por transmisión cromosomática; esto deja sin piso las propuestas 
que plantean que la responsabilidad de los actos de corrupción cometidos se heredan. Sin 
embargo, de acuerdo con la posición de (Zavala, 2013, pág. 17), hay que decir que la 
corrupción “no es consustancial al hombre, pues se comete con conocimiento y voluntad”.  
Habiendo tenido la capacidad de elegir, nos decidimos por no cumplir con una exigencia 
ética fundamental para el logro del bien común: la honestidad, lo que da paso a un fuerte 
individualismo, en el que lo más importante son las conveniencias económicas y políticas; 
es decir, el predominio de nuestra satisfacción personal, sin importar cómo, sobre los 
derechos de la colectividad. 
Desde esta perspectiva, cabe la posibilidad de comprender que ha sido el reparto del 
poder y la riqueza, influenciado equivocadamente, pues la injusticia que se deriva de los actos 
de corrupción, permite apreciar que el bienestar general, fue desplazado por intereses 
mezquinos individuales, antepuestos al crecimiento y prosperidad de los colectivos, los 
cuales, hay que decirlo, por intermedio de las prácticas de corrupción, tienen que vivir y 
experimentar los males que socavan su dignidad personal, enfrentándolos a diario a la 
vulneración de sus derechos y sumergiéndolos a la pobreza, hambre, desempleo y 
desatención estatal. 
El fenómeno, si bien es cierto no es connatural al hombre, si se ha desarrollado 
paulatinamente, a través de la historia; según relatos, se señala a las civilizaciones antiguas, 
como pioneras de estos actos y es el soborno, su primera manifestación, tal y como es traído 






Se remonta al antiguo Egipto y se lo conoce como el Tebasgate. El investigador egipcio 
Ahmad Saleh descifró la inscripción de un papiro en el que se cuenta la historia de un 
funcionario de Tebas llamado Peser que, en tiempos del faraón Ramsés IX, dirigía una trama 
en connivencia con una banda de saqueadores de tumbas. Según explica Saleh, el caso se 
cerró con un proceso en el que ni Peser ni otros cargos públicos implicados fueron 
condenados. 
En este sentido, Egipto y Grecia, han dejado un legado digno de apreciar, pues con 
ello se permitió el surgimiento de las primeras normas que buscaban combatir el fenómeno, 
pero que de igual modo y no obstante el rigor del trato que se ofrecía a quienes incurrieran 
en ellos, no logró ser contrarrestado, ni mucho menos acabado. Traer a mención el Decreto 
de Horemheb, de Egipto 1300 a.C.  
Se castigará con implacable rigor a los funcionarios que, abusando de su poder, roben 
cosechas o ganado a los campesinos bajo el pretexto de cobrar impuestos. El castigo será 
de cien bastonazos. Si el involucrado fuera un juez, la pena será de muerte. (Fernández, 
2015, pág. 2) 
Ahora bien, dejando de lado a Grecia y Egipto, hay que reconocer, que Roma, fue 
mucho más allá con las prácticas de corrupción, pues no solo eran permitidas, además se 
sugería establecerlas sin hacerlas demasiado evidentes, tal y como lo narra Paul Veyne, para 
quien: 
Lo malo no era que se realizasen estas prácticas, sino que fueran demasiado evidentes. 
Según el especialista, el clientelismo, el favoritismo y el tráfico de influencias eran prácticas 
comunes en la metrópoli, mientras que el gobierno de las provincias del Imperio estaba 
considerado como una práctica económica en la que los altos cargos podían enriquecerse 
con facilidad. (Fernández, 2015, pág. 3) 
Cómo olvidar, que ni siquiera la Iglesia Católica en la Edad Media, se salvó de los 
efectos de la corrupción y que fue precisamente, Martín Lutero, quien al advertir el fenómeno 
al interior de los grandes jerarcas, propone una reforma, originándose con ello la ruptura con 
el Vaticano, pues queda manifiesto cómo se comerciaba las indulgencias a cambio de dinero 
(Fernández, 2015, pág. 4). “Ni siquiera la madre patria, España, pudo deshacerse de las 
nefastas consecuencias que la corrupción le dejó”, y como lo señala (Fernández, 2015, pág. 




Al duque de Lerma uno de los mayores corruptos de nuestra historia. Este noble se 
enriqueció al convencer en 1601 al rey Felipe III para que trasladase la corte de Madrid a 
Valladolid. Fue una perfecta operación de especulación inmobiliaria ya que meses antes, el 
duque había adquirido terrenos que luego vendió a precio de oro a la corona. Y cuando las 
corruptelas de este personaje fueron demasiado evidentes, se libró del cadalso gracias a sus 
influencias en el Vaticano, logrando que el Papa le nombrase cardenal. Las leyes españolas 
impedían condenar a quien ostentase dicho cargo, lo que hizo que el pueblo acuñase una 
canción que decía: “Para no morir ahorcado, el mayor ladrón de España se viste de 
colorado”. 
Al parecer con el descubrimiento y conquista, toda esa corrupción que 
experimentaba la sociedad europea, se traslada igualmente, a América del Sur; gracias a las 
distancias que separaban a la Corona de sus nuevas colonias, los encomenderos se dedicaron 
a atesorar riquezas y a ocultar sus obras ante los reyes, pues ni siquiera los documentos de la 
Santa Sede o escritos de los defensores de indias, llegaban a sus manos, como posibilidad de 
conocimiento de la acción de sus enviados. Toda una acción empañada con el velo de la 
corrupción, muchas veces con el consentimiento de la misma corona, la cual se alegraba del 
enriquecimiento de muchos de sus altos mandos; la gestión pública, igualmente tocada por 
las prebendas y dádivas, no sólo permitió que el clientelismo se enraizara en los pueblos 
latinoamericanos, también fue cómplice y a veces silencioso, de sucesión del poder, sin 
criterios de gobernabilidad, y, peor aún compra del mismo. De esta manera, (Kauze, 1995, 
pág. 3), menciona en su relato: 
 El Presidente, dueño de un dominio político absoluto, podía otorgar mercedes, prebendas, 
concesiones con la liberalidad de un rey, pero en lo personal tenía que ser, y parecer, 
honrado. Para que la Cámara, la Corte y la prensa no tuvieran que llamar a cuentas, las 
cuentas quedarían a cargo del ministro de Hacienda, quien ejercería un manejo financiero 
responsable y autocontenido en el cual cabían ciertos favores y preferencias, pero no la 
corrupción. Por lo demás, cosa que con frecuencia se olvida, en tiempos porfirianos los 
niveles medios del aparato judicial funcionaban con eficacia y honestidad. 
 No obstante, es de admirar, que la corrupción, para la época, señala (Kauze, 1995, 
pág. 6), “parecería juego de niños”, sus efectos aunque significaron para el entonces, el 
enriquecimiento de unos pocos y el empobrecimiento de la población, no fueron del todo tan 
sentidos, como lo son en la actualidad; las expresiones y los mecanismos utilizados para la 
comisión de los actos, trataron de ser lo más discreto posible y en virtud de ello, los 
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implicados, al no sentir vulnerados sus derechos, prefirieron callar y apreciar silenciosamente 
el despilfarro y mala utilización de los recursos propios del Estado. 
 Con este breve, pero significativo relato histórico, que envuelve la realidad de la 
corrupción para los pueblos continentales, es necesario, establecer una reseña propia del 
fenómeno sufrido por Colombia, que además de experimentar los embates de un problema 
incrustado en la sociedad y en sus instituciones, comparte escenario con la violencia, 
permitiéndole al pueblo, en general, la desestabilización y el sufrimiento, generado por la 
desigualdad social y la pobreza que se registra y puede observar a través de la falta de 
oportunidades laborales, precariedad en los servicios de educación, salud y acceso a 
infraestructura.  
1.2.1  La corrupción: fenómeno alojado en la realidad colombiana 
Diversas son las conductas del ser humano positivas o negativas, esa es la naturaleza 
misma de la especie humana que lo conduce a realizar actos contrarios a la ley y en el afán 
de satisfacer intereses personales cae en la maraña de la delincuencia. En palabras de 
(Foucault, 2002, pág. 234) “La delincuencia, desviación patológica de la especie humana, 
puede analizarse como síndromes mórbidos o como grandes formas teratológicas”. Y en 
palabras de uno de los protagonistas del escándalo de corrupción más sonado en el país en 
las últimas décadas, Miguel Nule Velilla, “la corrupción en Colombia, como en cualquier 
país del mundo, es inherente a la naturaleza humana”, así lo dijo (Redacción El Tiempo, 
2011),  frase que explica lo que para él fue un éxito y para la ciudad un detrimento por los 
sobornos y dádivas entregadas a la clase política y a la financiación de obras que perseguían, 
no sólo su financiación, sino allanar el camino para otras contrataciones llenas de manchas, 
que van en contra de los intereses de la comunidad.  
Esas conductas punibles que trasgreden la ley y causan daño es ya una tipología 
sistemática para el crimen y fenómenos como la corrupción que no es más que una práctica 
en donde se abusa del poder, de las funciones que debe desempeñar en el camino para obtener 
provecho económico o de otra índole para sí o para un tercero, siempre en detrimento de otra 
persona está en el mosaico de hechos que avergüenzan a un país. No en vano, (Gutiérrez, 
2015, pág. 2), ha dicho, “Cuantos no buscamos en la fama o el poder el protagonismo que no 
tuvimos en casa”. 
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La percepción sobre la corrupción en Colombia se ha aumentado ostensiblemente 
en los últimos años y poco o nada parece importar a los corruptos el estar inmersos en estas 
conductas inapropiadas. La pérdida de valores de los seres humanos y el respeto hacia las 
instituciones hacen parte de una cultura impregnada por este fenómeno que conduce en 
contravía de la sana convivencia y el desarrollo económico del país. (Zuleta, 2015, pág. 6), 
al respecto afirma que:  
La corrupción es considerada tanto un fenómeno social como un resultado económico; un 
fenómeno social, por cuanto la misma solamente es manifiesta en la interacción del ser 
humano con sus semejantes. Se trata de un resultado económico en tanto motivado por la 
expectativa de beneficios de dos o más particulares de los cuales al menos uno es un 
funcionario público. 
De acuerdo con lo expresado por Zuleta, la sociedad se encuentra saturada de los 
niveles que la corrupción ha alcanzado; ya la sensación en todos los  sectores de la  sociedad 
muestran una situación preocupante, en donde el margen para combatir este mal se estrecha, 
debido a su agudización, por eso se requiere la recomposición del camino de todas aquellas 
reformas que van en pos de esta lucha, aunque es importante que para que se cumpla este 
objetivo es indispensable la recuperación de los valores éticos y morales que necesita la 
sociedad, la misma que debe comportarse acorde con los deberes y derechos establecidos en 
la Constitución y la Ley, todo encaminado a la construcción del tejido social.  
Es función del Estado prestar de manera eficiente servicio a la comunidad, satisfacer 
necesidades básicas y buscar la superación y la justicia social de los asociados, es obvio que 
la responsabilidad para ese ente se aumenta y paralelamente la necesidad de los recursos 
materiales que son indispensables para el cumplimiento de sus fines. Según (Savater, 
2012)“Todos los que quieren dimitir de su responsabilidad creen en lo irresistible, aquello 
que avasalla sin remedio, sea ….soborno, amenaza, forma de ser…lo que salte”, pensamiento 
que sin más, confluye con las palabras de Miguel Nule, para evidenciar y justificar 
maquiavélicamente sus indebidas actuaciones y  a la vez tratando de desviar la atención de 
la sociedad, pues saben de antemano que el castigo o repudio social puede ser peor, que aquel 
castigo proferido por un juez. 
De cara a la responsabilidad del Estado para con sus asociados, cabe anotarse que 
la corrupción es un flagelo que azota y arrasa, que es un fenómeno multidisciplinario y difícil 
de aprehender, debido a que adopta disímiles formas y funciones dependiendo del contexto 
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en el que se desarrolla, que se concibe en distintas esferas, no solo aquellas en la que se recibe 
“beneficios o dadivas” sino que apunta a ser concebida como el fruto del desnivel de la moral 
del ser humano, gracias al menoscabo de los principios y valores éticos que son la razón 
práctica del proceder del hombre que amparado en el derecho traza el camino y las 
condiciones que orientan las aspiraciones de los individuos, para encausar sus deseos, 
anhelos y posibilidades de sobresalir, sin pensar en el detrimento del otro; es pues sencillo 
meditar que si existe prevalencia del uno sobre el otro, se ha de dar en términos legales. Es 
por eso que la Ética debe cumplir su papel al establecer las barreras de aquellas pretensiones 
desproporcionadas que lo único que traen es desigualdad y conflicto.  
En respuesta a los fines planteados por el Estado, son muchos los que deponen sus 
cualidades personales y profesionales, para el logro de los objetivos y de igual forma, hay 
quienes, apartándose de sus principios, deciden formar parte de la administración pública, 
movidos por status, economía, poder, con el ánimo de defraudar al Estado y por ende a sus 
conciudadanos; razón por la cual  (Ortega, 2016, pág. 13), al referirse a esta responsabilidad, 
la concibe como “un tipo de  linaje especial y se traduce en las sanciones penales que se 
aplican a los servidores públicos por comisión de delitos, específicamente delitos contra la 
administración pública”.  
Desde esta perspectiva, la historia ha señalado que este fenómeno tiene sus orígenes 
en las civilizaciones antiguas, que ponen de manifiesto actos que polarizan y enfrentan a la 
sociedad y sus instituciones, sin que por ello desaparezca del panorama la división que se 
genera entre ellos mismos; prácticas que permiten observar e inferir que estas actividades 
antiquísimas, parecieran ser inherentes a la condición y naturaleza humana, ya que se 
manejan lógicas perversas, en las cuales a cada favor le corresponde una dádiva y aquellas 
aspiraciones imposibles de alcanzar conllevan a una competencia por lograr poder, dinero y 
posición social, que el mismo hombre, a través de la historia, ha reglamentado. Esta realidad 
muestra que la corrupción no es consubstancial al ser humano, ya que todos los actos se hacen 
de manera consciente y voluntaria, quedando manifiesto que lo que prevalece es el desacato 
de las normas y principios éticos. 
A pesar de esto, el problema crece día a día, independientemente de este escenario 
hace falta eficacia por parte de la administración del Estado para prevenir o en su defecto 
sancionar a los infractores y así el desarrollo de las actividades del Estado se adelanten en 
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pro del interés general como derecho fundamental de los colombianos. En este sentido, 
(Obregón, 2017, pág. 4), sostiene que.    
Las raíces de la corrupción el país cree siempre tenerlas claras: politiquería y clientelismo, 
que apenas lo explica en parte; la financiación de campañas por contratistas; un Estado 
paquidérmico que estimula la coima y una justicia para los de ruana; la “ética” mafiosa del 
narcotráfico que ha puesto como espejo el enriquecimiento ligero sin importar los medios; 
la degradación de los valores y el poco énfasis en estas materias en la mayoría de las carreras 
y de manera creciente el soborno trasnacional. 
Sin duda la corrupción va en aumento y la ineficiencia en la cual se desarrolla la 
actividad de las instituciones abre el camino expedito para que se enraíce en esta, es así como 
se endurece la  discrecionalidad de los funcionarios, el que monopolicen los servicios que 
prestan, el afán de obtener dinero con  las actividades ilegales y lo más grave, desarrollando 
actuaciones ilegales sin temor a ser descubiertos por la falta de control y si llegase a ocurrir 
lo contrario, que descubran estos hechos, la preocupación es ínfima debido a que la Ley penal 
es débil y esto se evidencia con unos bajos castigos para las actividades corruptas y con una 
mínima sanción social sobre los sujetos corruptos. que para (Isaza, 2012, pág. 221). Otro 
problema de la corrupción es que por crecimiento demográfico previsto por Malthus hace ya 
un tiempo, genera millones de ciudadanos, suscriptores y receptores de los servicios del 
Estado, que pese a los adelantos de la electrónica hacen muy difícil controlar la legalidad y 
eficiencia de los servicios que presta el Estado; se enfatiza en este asunto la importancia de 
la participación de la sociedad civil  en su papel no solo de control social, sino de ser la que 
impulse a través de poner en conocimiento la noticia criminal para que el aparato judicial  
actúe.    
Es corrupto un acto que viola reglas de comportamiento, que perjudica los recursos públicos 
y el interés general y que produce una ganancia privada, la cual puede ser de diversos tipos: 
monetaria, de posición, política, de información privilegiada, entre otras. 
 De otra parte con la corrupción no sólo se atenta contra las bases de la sociedad 
misma, permea la legitimidad de las instituciones públicas, al poner en la incertidumbre y 
vulnera en gran medida el derecho a la igualdad, inclusive también la justicia, es responsable, 
a gran escala, de muchos de los males que aquejan a numerosos países del orbe, precisamente, 
la pobreza, el hambre, la falta de empleo, la falta de progreso, presentándose  los bajos niveles 
de educación y de salud, tal y como lo señala (Zavala, 2013, pág. 20) 
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Desde el año 1991 cuando se promulgó la Constitución Política de Colombia el tema 
del flagelo de la corrupción ha estado presente en la agenda de todos los gobiernos debido a 
la preocupación que genera y se ha insistido en encontrar alternativas para reducirla, sobre 
todo en el sector público, asunto que no solo es preocupación del gobierno y la sociedad 
colombiana sino también de muchos países que están siendo azotados por este mal. En 
América Latina, no obstante las propuestas que buscan combatir este flagelo, es notoria la 
impunidad frente a casos de corrupción, al punto que para (Zavala, 2013, pág. 20), “se ha 
vuelto endémica y que literalmente significa dejar sin castigo”, pues tal y como sucede en 
otras regiones, por la impunidad se pone en entredicho la labor garantista que posee el Estado  
sobre la equidad y seguridad, haciendo fingida la aplicación de la justicia. 
Sin embargo, estas labores no han sido suficientes y se requiere con urgencia la 
aplicación eficiente de la normatividad existente para castigar a los corruptos y hacer realidad 
las políticas públicas explícitas para este fin y así ejercer control efectivo de la corrupción. 
Con la Fiscalía General de la Nación, y con las reformas introducidas en los Códigos penal 
y de procedimiento penal, es de esperar que la administración de justicia se vea fortalecida 
para que se haga pronta y cumplida justicia, sin que se presente morosidad en las actuaciones 
procesales, lo cual trae consigo no solo la impunidad en varios asuntos sino algo más delicado 
que es la prescripción de la acción penal. Aspectos sustentados en (Luna, 2014, pág. 94), 
quien subraya: 
En materia penal y disciplinaria, los mecanismos jurídicos contra la corrupción están 
enfocados en crear nuevos tipos penales y sanciones disciplinarias en la medida que vayan 
surgiendo nuevas prácticas de corrupción. Esto se evidencia en las distintas reformas que 
ha tenido el Código Penal en el capítulo de delitos contra la administración pública y 
aquellos relacionados con la corrupción 
1.2.2.    Radiografía actual de la corrupción en Colombia 
Esta situación delicada presentada en Colombia no es de esta época, ha trasegado 
por centurias en todo el país causando graves daños ya que el mal se extiende a muchas 
actividades  que se desarrollan tanto en el sector público como en el privado y de manera 
específica en el tráfico económico y comercial, de ahí que este flagelo sea un problema de 
Estado que haya despertado gran preocupación por parte del legislador que ha impulsado 
proyectos para hacer frente a este asunto, razón por la cual fue promovida y posteriormente 
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consolidada la Ley que trajo consigo el Estatuto Anticorrupción - Ley 1474 de 2011-, como 
bien lo reconoce la Corte Constitucional en (Sentencia C - 434 de 2013) 
La corrupción constituye en la mayoría de sus eventos un fenómeno criminal, el cual puede 
estar descrito no solamente como un delito contra la Administración Pública, sino también 
como un crimen que afecta el patrimonio del Estado e incluso el patrimonio público, en 
aquellas situaciones en las cuales se afecte a una empresa por un acto de desviación de 
recursos o soborno. 
Desde esta perspectiva es claro que existen muchas formas de corrupción 
constituidas para ejercer dominio sobre determinadas entidades públicas y con el “aval “de 
determinados funcionarios que de manera soterrada y a través de maniobras fraudulentas 
llegan a dominar dichas instituciones y beneficiarse de los recursos que se manejan, la misma 
Corte en la precitada sentencia sostiene que la definición de este flagelo “refleja una 
concepción dinámica del fenómeno de la corrupción, en la que se tiene en cuenta la gran 
capacidad de mutación de las formas en que se concreta, así como de la complejidad que 
adoptan dichas formas”.    
Este flagelo ha traspasado fronteras y ahora se concibe la corrupción como un mal 
“endémico” incrustado en varios países del mundo que ha tomado la forma de un fenómeno 
transnacional que ocasiona secuelas en la estructura económica de las naciones, razón por la 
cual la cooperación entre países se ha constituido en el instrumento para prevenir y combatir 
la corrupción porque es sin lugar a duda una amenaza contra los Estados que hay que 
erradicar. En (Sentencia C- 630 de 2012), con ponencia del Magistrado Mauricio González 
Cuervo afirma que:  
La corrupción es uno de los fenómenos más lesivos para los Estados modernos, pues a través 
del mismo se vulneran los pilares fundamentales de la democracia y se desvían millonarios 
recursos en perjuicio de las personas menos favorecidas. Por esta razón, Colombia ha 
ratificado tratados y convenios internacionales en desarrollo de los cuales se han aprobado 
leyes y decretos tendientes a perseguir este flagelo. 
Esa lesividad no es solo para las entidades sino para el Estado en general ya que la 
credibilidad se pierde y la legitimidad se ve seriamente afectada, la apatía a las decisiones de 
la administración central y local serán evidentes, de ahí que se requiere de un trabajo 
mancomunado con la sociedad civil y las autoridades para hacer frente común en la 
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prevención y lucha contra estos hechos delictivos. Respecto a la participación de la sociedad 
en esta lucha, la (Presidencia de la República, 2014, pág. 6), sostiene que:    
La participación de la sociedad civil en la lucha contra la corrupción está prevista en el 
marco de la Convención Interamericana entre las medidas preventivas, para lo cual se 
establece la necesidad de crear, mantener y fortalecer “Mecanismos para estimular la 
participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los 
esfuerzos destinados a prevenir la corrupción. 
Con ese trabajo armónico entre las autoridades y la sociedad civil se puede labrar el 
camino expedito para reducir y atacar con eficacia este fenómeno ya que la prevalencia de 
los principios constitucionales deben estar a la orden del día y que sean estos el punto de 
partida para la elaboración de un modelo sostenible e instrumento útil para el Estado con el 
cual pueda colmar las expectativas y hacer realidad las estrategias que se han implementado 
para la lucha contra la corrupción y encontrar las fórmulas necesarias a través de la ley para 
castigar la labor que desempeñan las personas naturales de manera ilegal  y que dichas 
sanciones sean ejemplarizantes ya que se está frente a ciudadanos en los cuales se ha 
depositado toda la confianza para que se desempeñen en sus cargos fiel a los mandatos 
constitucionales y legales, porque es de estas personas de las que se espera fidelidad al 
sistema ya que el simple hecho de tener la calidad de servidores públicos los convierte en 
modelos de conducta en referentes éticos y no en individuos que vulneran la ley para 
satisfacer intereses personales en detrimento del interés general, afectando con sus prácticas 
a toda una sociedad. En este sentido, la (Procuraduría General de la Nación, 2015, pág. 3) ha 
señalado, “las prácticas corruptas son realizadas por actores públicos o privados con poder e 
incidencia en la toma de decisiones y la administración de los bienes públicos”. 
En la contratación estatal están arraigados los mayores actos de corrupción y desde 
épocas remotas se han dado a conocer indicios de estas prácticas ilegales y a medida que 
pasan los años se han ido adaptando a cada época. En los contratos con la administración 
pública es necesario resaltar que estos contratos son de importancia relevante ya que en estos 
actos jurídicos están involucrados intereses fundamentales para toda una comunidad y el 
manejo al igual que el control se deben adelantar de manera eficiente y con los parámetros 
constitucionales y legales que para el efecto existen. 
Cabe aclarar que la Administración celebra contratos administrativos y contratos 
privados; la diferencia entre estos radica en el régimen jurídico que los avala y la manera 
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como satisfacen el interés público. (Latorre, 2012, pág. 1), trae a consideración un concepto 
de contrato administrativo y dice: 
Es aquel celebrado entre un órgano de la administración del Estado y un particular u otro 
órgano público, cuyo objetivo es satisfacer de manera directa e inmediata un fin de interés 
público, a través de la aplicación de un régimen normativo de derecho administrativo. 
 De lo anterior se deduce cómo la norma expresa con claridad que los fines que 
buscan las entidades estatales son diferentes a los que buscan los particulares por eso se 
establece que el inciso primero de la norma citada refiere a los fines de las entidades estatales 
y el segundo a los de los particulares.  
Frente al tema de contratación estatal, morada de la corrupción, Colombia tiene un 
compendio normativo que regula y normaliza esta actividad, más no es suficiente para 
controlar las deficiencias en este asunto, de ahí que se requiere laborar mancomunadamente 
con la participación de los entes de control, de la sociedad civil y la implementación de 
políticas públicas eficientes para la prevención o sanción de los que incurren en prácticas 
corruptas, además de la aplicación de mecanismos otorgados por la Constitución Política y  
la Ley. “La Corrupción”, trae consigo perjuicios incalculables y es perjudicial a toda una 
sociedad, de acuerdo con (Zuleta, 2015, pág. 6), sostiene que:  
La corrupción es considerada tanto un fenómeno social como un resultado económico; un 
fenómeno social, por cuanto la misma solamente es manifiesta en la interacción del ser 
humano con sus semejantes. Se trata de un resultado económico en tanto motivado por la 
expectativa de beneficios de dos o más particulares de los cuales al menos uno es un 
funcionario público. 
 El Estado y toda la comunidad pierde con la corrupción, progreso y desarrollo del 
país, la población vulnerable también se perjudica y la amenaza de este flagelo crea zozobra 
porque el mal crece como una plaga difícil de controlar; al respecto (Rodríguez, 2011, pág. 
14), sostiene que:  
La corrupción impide materializar los principios de igualdad, libertad y dignidad en los que 
se asienta este modelo de Estado, este flagelo obstaculiza el compromiso del Estado de 
ofrecer mejores condiciones de vida para los asociados, perturba el acceso a la educación, 
a la salud y al trabajo en condiciones dignas. La corrupción perturba el aspecto democrático 
que le es propio a este modelo, en tanto impide la libertad de elección y obstaculiza la 
adopción libre de decisiones del pueblo, en la toma de las determinaciones que lo afectan. 
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De lo anterior se deduce que este flagelo viene forjando inseguridad y desequilibrio de la 
fórmula que le es inherente a un Estado Social de Derecho porque no permite que el Estado cumpla 
en debida forma los fines que la Constitución le ordena, según criterio de la Corte Constitucional en 
(Sentencia C - 944 de 2012) 
El Estado social de derecho se construye a partir del reconocimiento del ser humano como 
sujeto autónomo, dotado de razón, cuya realización integral debe promover el Estado, 
garantizándole condiciones dignas para el desarrollo de sus potencialidades, condiciones 
que se anulan y diluyen en contextos en los que prevalezca el interés mezquino de quienes 
anteponen los suyos particulares a los de la sociedad, incluso desdeñándolos y 
sacrificándolos, mucho más si para ello hacen uso indebido del aparato administrativo que 
conduce el Estado, de los recursos que lo nutren, y del ejercicio de las funciones propias de 
la administración pública, conductas que por lo general se identifican en los tipos penales 
que describen prácticas corruptas. 
La corrupción ha puesto en jaque al Estado y es un problema de gran magnitud que 
merece forjar una política pública y hacer efectivas las normas del código penal para 
sancionar ejemplarmente a todos aquellos que incurran en conductas punibles vinculadas con 
la contratación estatal y hechos derivados de prácticas corruptas. Aspectos que para (Gómez 
& Mora, 2011, pág. 4) han de ser contemplados a partir de: 
El derecho sancionatorio en la contratación estatal en Colombia está enmarcada por  
factores y fenómenos que dan una caracterización especial, generando un complejo 
panorama en la forma como se viene aplicando por parte de los operadores judiciales, sobre 
todo en estos momentos coyunturales donde la opinión pública ha visto impactada como 
servidores públicos y contratistas se confabulan para sacar provecho ilícito de la mayoría 
de los contratos estatales , generando un clima de rechazo e indignación , en donde el papel 
de la justicia será el de actuar bajo el imperativo ético de restablecer la moral pública. 
El impacto que deja a su paso la corrupción es arrasador y la injerencia en diferentes 
esferas de la sociedad y el Estado es avasallador, de ahí que es inminente luchar contra la  
corrupción aferrándose a una combinación de tácticas y estrategias en diversos 
niveles y ámbitos de intervención, solo así daría frutos las propuestas que serán el “antídoto” 
a la corrupción, con  el fortalecimiento de los instrumentos jurídico-penales que permitan  ser 
eficaces en la lucha contra este fenómeno; además en esta labor en contra de este mal 
consolidar como se ha manifestado una política criminal del Estado que se hace imperiosa 
para poder otorgar facultades especiales a la fiscalía  y los jueces de la República para 
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neutralizar a los corruptos de manera efectiva y que la Ley se haga efectiva en las labores de 
judicializar y sancionar a todos aquellos servidores públicos y particulares que sean autores 
o participes de delitos contra la administración pública. 
En las últimas décadas Colombia ha vivido muchas guerras: contra narcos, 
guerrillas, paramilitares; populistas y mercenarios. Hoy el país vive la más importante de sus 
batallas. Esta vez contra los corruptos, que han promovido los antivalores que han convertido 
la política en mercado de dinero, votos, contratos; la justicia en un trueque de favores; la 
iniciativa privada en una feria de coimas; la democracia en una nave que cruza tormentas 
azuzadas por el populismo; y la educación y la salud en botín de los más avivatos. (Carrillo 
F. F., 2017, pág. 15) 
1.3.  Reflexiones teóricas sobre la corrupción y su injerencia en lo social, político, 
económico. 
La corrupción por ser un problema de enormes magnitudes, es a la vez un obstáculo 
para el desarrollo y en la lucha por combatirla no es suficiente el fortalecimiento de políticas 
de transparencia por parte del Estado y su relación con la comunidad, si bien es cierto, 
aseguran de alguna manera que tanto gobernantes, los servidores y la ciudadanía en general, 
sea responsable por sus acciones, esto se debe enfocar a la prevención, la cual tampoco es 
suficiente, pues el complemento a esta odisea es contar con personas idóneas y probas, que 
ayuden en esa labor titánica de luchar contra la corrupción, no solo la de menor escala, sino 
a aquella que se registra a niveles superiores, tanto en lo público, como en lo privado. 
La pretensión es bajar los niveles de corrupción, cuestión que implica un rediseño 
de las políticas públicas, destinadas a fortalecer los controles en aquellas actividades 
consideradas como críticas, la contratación pública una de las más afectadas, en donde a la 
luz de los resultados las sanciones han sido exiguas, generando indignación e incredulidad 
en el papel del Estado y la labor que desarrolla la administración de justicia, sin olvidar que 
en esta lucha debe existir una correlación entre el Estado, el sector privado y la ciudadanía, 
siendo esta última la que a través del control y la sanción social, puede ser un complemento 
para la sanción penal y de paso obligar al Estado para que responda con esta exigencia 
ciudadana.  
Los mecanismos y controles jurídicos utilizados como instrumentos contra estas 
prácticas requieren ser reforzados ya que a la luz de los resultados en esta lucha se evidencia 
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que existe un rezago considerable y el conocimiento obtenido enseña de cierto modo que ha 
habido una disminución en los resultados positivos en la lucha contra la corrupción. 
Claramente, expone (Quintero, 1992, pág. 37) “Como es sabido, una buena proporción de las 
investigaciones que se adelantan concluye con la prescripción de la acción penal, sin que se 
hubiera vinculado a persona alguna como sindicado o como procesado”. Estas expresiones, 
adquieren mayor significación si se las mira desde la óptica, del pensamiento de (Nietzsche, 
2011, pág. 195) 
Existe una subordinación a las normas jurídicas y es claro que hay que respetarlas, más si 
se está dentro de un Estado democrático donde el constituyente primario posee esa potestad 
que le da la autoridad de asumir en su cabeza la atribución que tiene para dictar normas de 
carácter constitucional para que se organice jurídicamente un Estado. Siendo así no se 
concibe que sean los mismos individuos los que están en contra de las leyes perjudicándose 
así mismo para satisfacer intereses personales o de un determinado grupo de personas. “El 
hombre es difícil de descubrir, y más aún para el mismo”  
No obstante, lo anterior desde épocas antiquísimas varios clásicos concibieron al ser 
humano como un ser bueno, pero al tener que convivir en una sociedad la naturaleza 
intrínseca cambia. De esta manera, (Domingo, 2002), al traer a colación el pensamiento de 
J.J. Rousseau ha señalado: “El hombre es bueno por naturaleza, pero se hace malo por culpa 
de las instituciones sociales”. 
Como se ha sostenido en esta investigación, el fenómeno de la corrupción es un 
problema de Estado de ahí la urgencia de ejercer controles fuertes para hacerle frente, así 
mismo se evidencia que este mal tiene que ver con un asunto social, hecho que hace 
imperioso la creación de un entorno ético y que mejor manera de consolidar esta propuesta a 
través de la edificación de pujantes campañas de concientización desde la misma infancia, 
como la propone (Villegas, 2016, pág. 2): 
No se trata de negar la intolerable realidad sobre la existencia de prácticas corruptas en el 
interior de nuestra Administración Pública, pero también sostenemos que la lucha contra 
ella es viable, razón por la cual se dirigen esfuerzos sostenidos para combatirla mediante la 
prevención, la realización de reformas estructurales en entidades públicas buscando su 
transformación para modernizarlas, la consagración de políticas reales de estímulos y de 
incentivos para los honestos y el castigo a los corruptos. 
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Muchos son los hechos dados a conocer y en los que se saca a relucir sobornos, 
sobrecostos, falta de transparencia, falta de licitación, licitaciones acomodadas y otras 
operaciones relacionadas con la corrupción en temas de contratación, especialmente, en el 
sector público como el privado, situando sobre el tapete serios cuestionamientos a la 
administración del Estado y analizando hasta qué punto Colombia cuenta con un entorno 
retador en la lucha contra este flagelo, señalamientos que se han puesto de presente por 
organizaciones como (Asobancaria, 2017, pág. 1), quien la describe: 
La corrupción no es solamente un flagelo que afecta el sector público, es trasversal a la 
economía y tiene efectos altamente nefastos en el sector privado. Luce apremiante para 
Colombia avanzar en materia de fortaleza institucional, una de las dimensiones que más le 
ha restado capacidad competitiva y eficiencia al país en la última década. Este hecho, 
persistentemente reiterado por las evaluaciones internacionales durante los últimos años, 
impacta sin duda la consecución de mayores niveles de crecimiento y desarrollo económico.  
Sin desconocer, claro está, que las entidades financieras, consciente o 
inconscientemente, se han constituido en auxiliadores de los corruptos; prueba de esto los 
diferentes descalabros financieros que han llevado al cierre de incontables entidades y a su 
paso al detrimento patrimonial de muchos de sus ahorradores; de otra parte, la apertura y 
manejo de cuentas, en las que se busca un beneficio particular, mediante los promedios en 
los depósitos. Acciones que requieren mitigación de riesgos financieros, para evitar que 
directa o indirectamente se sigan financiando actividades cuestionadas y en muchos casos 
ilícitas.  
Toda práctica corrupta no se da de manera esporádica, por el contrario, se dan bajo 
un esquema organizado y requieren de determinadas relaciones entre personas y 
asociaciones, es tan organizado este entramado criminal que lo hacen de manera clandestina, 
utilizando cantidad de recursos no solo financieros sino también dependencia a jerarquías 
preestablecidas. 
A partir de J.J. Rousseau en su obra El Contrato Social se alcanza a identificar 
similitud de  realidades con la época actual y desde una óptica teórica - política se encuentra 
una ilustración acerca del origen y propósito del Estado y de los Derechos Humanos; resulta 
además interesante, analizar esta teoría en donde se señala la vivencia de los hombres en 
sociedad espacio en el cual los seres humanos interactúan y acuerdan establecer un contrato 
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social implícito que les otorga derechos, desde esta perspectiva los derechos y deberes de los 
seres humanos constituyen las cláusulas del contrato social.  
De otra parte, Thomas Hobbes filósofo y teórico político inglés evoca unos seres 
humanos dominados por sus pasiones que se encuentran coexistiendo en circunstancias 
precarias y sometidas a pobreza, atrapados por la violencia y en una anarquía total, es así 
como bajo estas circunstancias ni lo justo mucho menos lo injusto existe y los derechos son 
de todos. Al referirse a la obra de Hobbes, (Cortés, 2010, pág. 18), describe que: 
El hombre no es apto para la sociedad; es un ser absolutamente egoísta que en sus relaciones 
con los otros tan solo busca conseguir los medios más adecuados para la realización de sus 
fines. Segundo, no ama naturalmente a los otros hombres; el hombre no busca por naturaleza 
compañeros ni amistad; al juntarse con otros quiere su reconocimiento, su admiración, 
obtener los medios necesarios para su comodidad, provecho personal o satisfacción. 
Tercero, al presuponer el egoísmo y la maldad en la naturaleza humana pretende, a partir 
de una consideración más realista del hombre, establecer un fundamento seguro para 
justificar la existencia de un poder coactivo en el Estado que sirva al fin de asegurar la paz. 
La idea de Hobbes es que la filosofía política, sólo en la medida en que parta de una 
consideración realista de la naturaleza humana, es decir, del egoísmo y la maldad, dará el 
conocimiento correcto a partir del cual pueda fundamentarse y construirse el Estado, 
 Surge así la frase “bellun ómnium contra omnes”, para referir a la existencia de una 
guerra civil de todos contra todos. Thomas Hobbes lo trae con una frase “homo homini lupus” 
que se conoce como el “hombre es un lobo para el hombre”, tesis que según (Cortés, 2010, 
pág. 21), debe ser entendida desde la siguiente mirada: 
El hombre no tiene por disposición natural inclinación alguna hacia la cooperación social 
ni hacia la solidaridad, ni existe algo que permita suponer que le interesa el bien común. El 
hombre en el estado de naturaleza es un ser orientado por sus pasiones, afectos, sentimientos 
e intereses individuales. En el estado de naturaleza el hombre quiere mediante sus acciones 
asegurar los medios para su supervivencia, y busca con su poder y fuerza corporal e 
intelectual dominar o persuadir a cuantos pueda para conseguir sus propósitos. Allí reina la 
inseguridad, en la medida en que son la fuerza y el poder de dominación los elementos que 
aseguran los medios para la conservación de los individuos. Entre éstos domina la 
desconfianza absoluta porque cada uno es una posible víctima del poder y de la fuerza del 
otro. De aquí surge el temor, y de éste el cálculo racional de atacar al otro y dominarlo para 
así evitar ser sometido por el otro. 
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En el estado de naturaleza los hombres son iguales porque tienen el mismo poder, es decir, 
el poder de someter al otro y, si se opone, de asesinarlo, “porque en lo que toca a la fuerza 
corporal, aún el más débil tiene fuerza suficiente para matar al más fuerte”. Esta situación 
de igualdad, en la cual todos son potenciales asesinos, pone a los hombres en una situación 
de igual inseguridad, y por tanto, de un miedo recíproco frente a la posibilidad de una muerte 
violenta. 
 El poder debe ser delegado en el Estado, ese es el pensamiento de Hobbes y esto se 
alcanza con un pacto social; de esta manera se pueden evitar esos crueles enfrentamientos 
sociales y a partir del momento en que cada hombre entregue su cuota de soberanía a un 
soberano éste puede ser capaz de poner orden y seguridad.   
 De otra parte, (Vásquez & Montoya, 2011, pág. 243), refieren al tema relacionado 
con los elementos básicos que componen la teoría del Estado social trayendo a consideración 
a Forsthoff como el teórico del estado social, y la reflexión hecha por el precitado autor sin 
duda ha sido importante para entender los cambios en los regímenes políticos a lo largo del 
siglo XX, en este concepto hace alusión al tema de la corrupción y dice: 
La corrupción en el modelo del Estado social se encuentra asociada al énfasis en la escasez 
por efecto de la desviación de recursos, la cual puede originarse tanto en el Estado, como 
en la sociedad o en el mercado. Un Estado social en crisis propicia las condiciones para que 
la carencia real o simbólica de condiciones materiales se convierta en un problema de 
legitimidad, y que por ello se exijan explicaciones acerca del origen, la planeación y la 
destinación efectiva de los recursos. Si la corrupción se encuentra asociada o incluso 
definida como escasez que resulta de la desviación de recursos, las explicaciones acerca del 
surgimiento de la corrupción pueden oscilar entre el fracaso del capitalismo, si quien efectúa 
el juicio es un comunista, y la poca decisión para aplicar medidas de capitalismo más 
fuertes, como por ejemplo acontece con las fórmulas neoliberales, a juicio de capitalistas 
radicales. 
Al ser Colombia un Estado Social de Derecho, las leyes y las instituciones deben 
prevalecer y por tanto las garantías inherentes a los ciudadanos deben ser una realidad, ya 
que los individuos poseen derechos que han de ser respetados sin distinción alguna y 
validarlos en cualquier circunstancia; esta inviolabilidad está contemplada en los tratados 
internacionales como la Declaración Universal que enfatiza que los seres humanos poseen 
dignidad, la cual hay que respetarla. Se proclama la igualdad, sin embargo, impera la 
inequidad por la desigualdad, socio-económica y la distribución desigual de los recursos, 
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labor en la que interviene de manera deficiente el Estado, ya que la realidad muestra que 
existe un gran número de personas discriminadas y marginadas, lo que hace utópico una 
igualdad real y efectiva, máxime cuando muchos de los gobernantes le han dado rienda suelta 
a las prácticas de corrupción. 
Uno de los problemas de mayor incidencia en la contratación estatal, obedece al 
pago de sobornos para la consecución de contratos, que según (Estevez, 2005, pág. 7), al traer 
en su escrito el pensamiento de Rose – Ackerman, argumenta que: 
Los sobornos realizados a funcionarios por parte de los potenciales contratistas hacen que 
los contratos, tanto del gobierno como de las empresas estatales privatizadas, no sean 
asignados al contratista más eficiente sino al dispuesto a un soborno más alto. Las causas 
de la consiguiente ineficiencia en el ejercicio de la labor del contratista son muchas: el 
contratista más eficiente puede sentir escrúpulos de participar de prácticas fraudulentas y 
por ello abstenerse de participar en la licitación; aquel que asume el pago de un soborno 
esperará obtener subsidios, beneficios monopólicos y regulaciones cada vez menos 
estrictas; los proyectos pueden volverse más complejos y difíciles de realizar ya que así es 
más fácil disimular los sobornos; para compensar el pago del soborno el adjudicatario puede 
bajar la calidad de su servicio o la calidad de los materiales a utilizar para realizar la obra; 
los procesos pueden demorarse  adrede para obtener aún mayores pagos de coimas. 
La corrupción no solamente involucra a los políticos, a las entidades públicas, a los 
empresarios, sino que es necesario reflexionar que un acto corrupto nace desde la misma 
formación que se brinda en el hogar y es acá donde cada individuo debe hacer su propia auto 
reflexión, encaminada a conocer la normatividad y a cumplirla en debida forma, toda vez que 
como seres racionales la obligación es un imperativo para desarrollar mecanismos informales 
en esta lucha, otra de las formas de prevención. 
Pasan los años y el fenómeno de la corrupción persiste y existe en el sector público 
y privado para enquistarse en el tejido social del país, apoderándose de los recursos vitales 
necesarios para la inversión social principalmente en los sectores más vulnerables de la 
población, es por eso que son bienvenidas las iniciativas y medidas serias y contundentes que 
se vayan a adoptar con el fin de combatirla de forma eficaz.  
Es necesario castigar a los corruptos con penas ejemplares y quizá no brindarles los 
beneficios penales por acogerse a sentencia anticipada, o por colaboración con la Fiscalía. Se 
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está frente a una situación que hay que combatir de manera seria y con penas privativas de la 
libertad duras.  
Es necesario fortalecer las medidas y penas para sancionar a estos delincuentes y 
que mejor que los administradores de justicia tengan herramientas útiles y eficaces para el 
tratamiento de los involucrados en asuntos de corrupción y que la imagen de la justicia y 
sobre todo la credibilidad vuelvan a renacer entre los colombianos que a diario conocen casos 
de corrupción graves, sin embargo, la constante en casos como el de Odebrecht, caso de los 
Nule, por mencionar algunos asuntos, muestra de corrupción a gran escala, en donde 
participan personas de todos los estratos, incluso del alto gobierno, ejecutivos del sector 
público y privado que con su proceder afectan a toda una sociedad. Hacer mención, entonces, 
de (Foucault, 2002, pág. 214), quien afirma:  
Al infligir la Ley, unas penas más graves las unas que las otras, no puede permitir que el 
individuo condenado a unas penas ligeras se encuentre encerrado en el mismo local que el 
criminal condenado a penas más graves, si la pena infligida por la Ley tiene por fin principal 
la reparación del crimen, persigue así mismo la enmienda del culpable. Y esta trasformación 
hay que pedírsela a los efectos internos del encarcelamiento.  
Capítulo 2 
La Corrupción en Colombia 
En los últimos años el país se ha visto envuelto en escándalos mayúsculos, derivados 
del flagelo de la corrupción, cuyos tentáculos han tocado todos los ámbitos del Estado; hay 
casos aberrantes que al tocar las puertas de las instituciones, piden a gritos la creación de 
políticas integrales, que permitan hacerle frente a este fenómeno, así mismo, que las normas 
penales aplicables a los responsables de estos hechos sean ejemplarizantes y que conductas 
desplegadas, que van en detrimento de la población y de la Administración en general, no se 
repitan.  
Observar casos tales como, la alimentación infantil, regalías, cartel de la 
contratación, coimas de Odebrecht, problemas en la Guajira, son hechos, vergonzosos que 
deben ser castigados con severidad. Si bien es cierto, la corrupción no es problema única y 
exclusivamente de esta época, resulta necesario para el presente estudio, centrar la mirada en 
los escándalos del momento, que traen consigo rezagos de estas prácticas ilegales, que han 
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sido la constante en diferentes administraciones. En la última década se ha visto el 
acrecentamiento reflejado en hechos bochornosos,  que desdibujan la imagen del país, ya que 
a nivel local e internacional, Colombia se mira como un escenario de actos de corrupción, 
extendida a las ramas del poder y a muchas instituciones del sector público y privado; por 
eso hay que ver a este fenómeno no como un hecho aislado, ya que la estructura del poder 
del Estado está comprometida, situación que se evidencia por el gran número de 
investigaciones por actos de corrupción. 
No obstante, en los diferentes rincones de la geografía nacional se experimenta la 
acción de estos hechos, es necesario establecer como delimitación temporal los sucesos que 
trascendieron en el último lustro. 
2.1.  Contexto 
La disputa contra la corrupción y los postulados propuestos para emprender una 
magna lucha en un escenario tan discrepante como el colombiano varían de manera abismal  
con propuestas de toda índole, no obstante, algunas herramientas políticas, trascienden por 
lo planteado, las mismas que se encaminan a aumentar los niveles de control social sobre la 
función pública y sobre toda relación entre los particulares y el Estado, escenarios donde la 
corrupción campea.  
Colombia ha afrontado situaciones críticas que han trascendido en todas las esferas, 
golpeando certeramente desde diferentes frentes criminales a una sociedad inerme; la 
violencia generalizada, el narcotráfico, la delincuencia organizada, han puesto al país en un 
estado de zozobra, de miedo, por la misma orfandad en la que yace; situaciones que han 
permitido registrar en la historia periodos caóticos, convirtiendo al pueblo colombiano en 
testigo presencial de momentos de gran incertidumbre, donde se observa el desmoronamiento 
de las instituciones, trance que en lugar de terminar, continua trazando el devenir de un 
panorama hostil, marcado por circunstancias quizá más violentas, en algunos aspectos 
estratégicos más que en otros, debido entre otras, a esa ambición de poder, no solo económico 
sino también político, que va en menoscabo de una democracia aun no consolidada y de una 
sociedad que clama por cambios estructurales que redunden en beneficios no particulares 
sino del común. Desde esta perspectiva, cabe mencionar las palabras de (Maya, 2017, pág. 
17), quien afirma:  
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Junto con la violencia y el conflicto armado, la corrupción es el peor flagelo que afecta el 
progreso y las condiciones de vida de los colombianos, sobre todo de los más pobres y de 
los que menos oportunidades tienen porque, en un país como Colombia, la corrupción se 
edifica sobre los recursos necesarios para erradicar la pobreza y lograr el desarrollo global. 
Si el conflicto armado, nos dividió y planteó el dilema entre la Colombia rural y la Colombia 
urbana, la corrupción nos puede retrasar las instancias que hoy se tratan de implementar 
para establecer una paz estable y duradera. 
Aparece, entonces, con más fuerza un enemigo que ataca desde diferentes frentes y 
está asociado directa o indirectamente con varios de los punibles descritos; el fenómeno de 
la corrupción que tanto en el sector público como el privado se ha incrustado y afecta a cada 
uno en su estructura, debilitando de esta manera el andamiaje que se ha construido para cubrir 
las necesidades y requerimientos, no solo de la administración sino también de la ciudadanía 
en general; sin embargo, desde este panorama se observa que este mal causa daño afectando 
a medida que avanza y permea cosas más estructurales, tales como la democracia, las 
instituciones del Estado y la manera cómo mina su legitimidad, impactando la economía, 
pues frena el desarrollo y contribuye a crear más desigualdades.  
Dentro de las formas clásicas estaba la contratación pública, la financiación de los 
partidos, pero hoy se ha metido con la salud de los más vulnerables, con la nutrición infantil, 
con la educación de los niños, es como si los sectores sociales no tuvieran doliente y el daño 
es evidente.  
Se han relacionado varios factores que inciden en la corrupción, pero no son los 
únicos, ya que estudios sobre este fenómeno revelan que existen otros elementos, señalados 
por (Castilla, 2018, pág. 2),  en este contexto, al respecto Castilla (2018) afirma que:   
El estudio sobre la Corrupción en Colombia, desarrollado por Dejusticia y Fedesarrollo 
encontró que existen cuatro factores dentro del contexto sociopolítico y cultural del país 
que provocan la reproducción de la corrupción. Estos fenómenos son: la debilidad 
interinstitucional del Estado; el clientelismo; el narcotráfico como promotor de una 
economía ilegal y la cultura del incumplimiento de las reglas. 
Sin duda, el fenómeno ha impactado tanto que antropólogos, sociólogos, juristas, 
psicólogos lo describen como un mal endémico, un cáncer, que ha hecho metástasis no solo 
en las instituciones, sino también en las personas. En tal sentido, el antropólogo Fabián 
Sanabria, citado por (Castilla, 2018, pág. 1), afirma que “Colombia y su sociedad están 
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enfermas de corrupción. Un cáncer que destruye cada célula de la sociedad y que no se curará 
con un paquete normativo. Es un tema estructural, debe atacarse desde la base”     
Es cierto, es un mal que genera gran impacto, es ya un problema de Estado, que ha 
permeado las instituciones y varios sectores. (Castilla, 2018, pág. 5), presenta un análisis que 
evidencia el impacto social de la corrupción y algunos de los sectores que ha permeado, 
dejando en claro que las causas no son homogéneas y que las consecuencias son nefastas. 
(Ver ilustración 1). Ahora bien, todo este desarrollo, que obedece a un proceso de 
incrustación y enraizamiento del problema, motivan la reflexión sobre, los mecanismos y las 
herramientas jurídicas que en Colombia se aplican para combatir el fenómeno, pues al 
advertirse un crecimiento desmesurado de éste, sus efectos son cada día mayores, arrastrando 
conciencias ciudadanas, que al advertir formas de acceso al poder económico y político, 
terminan cometiendo actos en contra de las disposiciones normativas y por ende 
interrumpiendo la tranquilidad y armonía de la sociedad colombiana. 
 
Ilustración 1 Impacto Social de la Corrupción 





2.2.  Mecanismos de lucha contra la corrupción en Colombia 
 Como ya se ha mencionado, un fenómeno que data desde los orígenes de la 
humanidad, provocando desestabilización en las instituciones del Estado y llevando a los 
individuos a experimentar ansias y deseos de poder, al no ser considerado adecuadamente, 
se le ha permitido avances significativos, que hoy generan malestar individual y social, pues 
con él se vulneran los derechos inherentes a las personas.  
 Una lucha que se ha librado incansablemente, sin que por ello se logren los 
resultados que se esperan; gobiernos que se enfrentan a realidades crudas y hostiles, pues los 
tentáculos de la corrupción, abarcan con el correr del tiempo, espacios inimaginables y 
difíciles de alcanzar; normas que se crean para combatir frontalmente sus efectos y 
contrarrestar la acción de los corruptos.  
 En busca de un orden social es necesario pensar la manera cómo el fenómeno se ha 
estructurado y la dimensión que ha logrado alcanzar; a la par, resulta preciso, establecer los 
mecanismos y acciones que se vienen desarrollando, de manera que hoy, cuando la sociedad 
ha podido apreciar el traspaso de los límites y las fronteras con el problema, genere respuestas 
efectivas y eficaces, que permitan combatir y erradicar el flagelo.   
2.2.1.  Control Social  
El hombre es un ser social, y esa premisa es indiscutible, aunque es una verdad 
irrefutable, el ser humano desde esta perspectiva necesita convivir con otras personas, 
asociarse y agruparse con otros seres de su especie; no obstante, dicha convivencia no 
siempre se despliega en términos pacíficos, acogiendo normas sociales reinantes, debido a 
que habitualmente concurrirán conductas desviadas.  
Para neutralizar ese tipo de comportamientos surge el llamado control social en 
donde se compilan prácticas, valores y sanciones encaminados a conservar el orden de una 
sociedad, en donde se utilizan medios persuasivos, coactivos, entre otros.  Al respecto, señala 





Entre los medios de control social, se identifican las normas sociales, las instituciones, la 
religión, las leyes, las jerarquías, los medios de represión, el adoctrinamiento, los 
comportamientos generalmente aceptados, los usos y costumbres (sistema informal, que 
puede incluir prejuicios) y las leyes (sistema formal, que incluye sanciones), los cuales 
configuran el vínculo entre el individuo y la sociedad, y son aprendidos durante su proceso 
de socialización.  
Desde hace mucho años la lucha contra la corrupción ha sido un tema de discusión 
en todos los niveles, constituyéndose, incluso, en un componente significativo en la 
promoción del  desarrollo de los países; sin embargo, en Colombia, las propuestas  frente a 
este asunto, han estado encaminadas a promover intereses políticos, de ahí que sean tratados 
en campañas electorales, aunque la realidad muestra que en los gobiernos posteriores a las 
elecciones, si bien es cierto el problema hace parte de la agenda del gobierno, dichas 
iniciativas no prosperan, quedando sin efectividad en el trazo y cumplimiento de los objetivos 
propuestos, aunque es complicado medir la efectividad de los programas anticorrupción, se 
evidencia la ineficacia de estas políticas.   
Se han impulsado iniciativas gubernamentales en esta lucha, pero las estrategias 
empleadas no han sido efectivas; por eso resulta importante identificar cuáles son las que 
funcionan en esta materia, permitiéndole al Estado conocer las más apropiadas para invertir 
recursos, determinar los costos y analizar los resultados que se obtengan; sin embargo esta 
lucha pareciera inagotable y los esfuerzos infructuosos, ya que no hay en concreto evidencia 
en cuanto a las medidas adoptadas que reflejen disminución de la corrupción, mucho menos 
que hayan funcionado.   
Es evidente y ha sido planteado en el desarrollo de esta investigación que este 
flagelo no es un hecho que vincule exclusivamente al sector público sino en el que son 
corresponsables varios actores de los niveles público y privado, además es ineludible tener 
en cuenta que ha sido asumido como un mal, que en muchas ocasiones lo consideran como 
necesario so pretexto de subsistir, en especial en aquellos sectores víctimas de exclusión o 
que afrontan serias dificultades en todos los órdenes, una propuesta maquiavélica que la 
justifican como la forma de retribuirse por medios propios las insuficiencias o penurias 
forjadas por la exclusión histórica que han tenido que padecer.            
Prácticas corruptas han permeado sectores privados y públicos o institucionales, han 
irrumpido principios éticos de las personas, familias, comunidades, estableciendo formas de 
47 
 
ser y comportarse frente a otras personas y a lo público, llegando incluso, a actuar de manera 
ilegal creyendo que se está actuando bien, razón por la cual es inconcebible pensar que la 
responsabilidad únicamente recae sobre el Estado y sus instituciones, si bien es cierto esta 
responsabilidad es mayor, es  igualmente importante, tener en cuenta que ciudadanos del 
común y particulares vinculados con entidades estatales tienen intereses y justifican sus 
procederes miserables, aun en contra de los intereses de la  misma comunidad. En virtud de 
ello es recurrente tener en cuenta las palabras de López Puerta (2015), referidas por (Villamil, 
2017, pág. 44)  
El control social, ayuda a la prevención del delito o la conducta desviada y también, al 
castigo de las conductas desviadas ya realizadas, ya que, por medio de los rumores, el 
ostracismo o la vergüenza, el individuo que ha cometido dicha conducta, puede sentirse 
castigado por la sociedad, aunque ésta no emplee métodos coercitivos tradicionales. 
De ahí que el control que debe y puede ser ejecutado por la misma sociedad, es una 
tarea inminente y qué mejor, que sea la comunidad la que adelante propuestas para cambiar 
el panorama oscuro que cobija a una sociedad que clama por justicia contra los corruptos; 
dichas propuestas han de ser planteadas con cambios iniciados en el propio actuar, es decir, 
en lo personal y familiar, cambios para recuperar valores y principios éticos, que brinden la 
autoridad moral para emprender reformas concretas y encontrar el camino para sancionar de 
manera severa a los corruptos.    
La comunidad tiene las herramientas para ejercer control social y su intervención es 
fundamental para la legitimación del poder, que conlleva a una mayor aceptabilidad y 
credibilidad del ejercicio público. Aspectos que según (Parra, 2013, pág. 4), se traducen en: 
La implementación del ejercicio de control social tiene su fundamentación en la idea de 
modernizar el Estado para hacerlo más eficiente y democrático, fortaleciendo las relaciones 
entre lo público y la ciudadanía, y el mejoramiento continuo de la ejecución de las políticas 
públicas. 
Ejercer un control social significa poner en práctica todas aquellas actitudes y 
valores propuestos a conservar el orden establecido en las sociedades, el control social es un 





El control social es a la vez un derecho y un deber que concierne a la ciudadanía, individual 
o colectivamente, que le permite vigilar y fiscalizar la gestión pública para: 1) acompañar 
el cumplimiento de los fines del Estado, 2) promover y realizar los derechos ciudadanos y 
3) consolidar la democracia y la gobernabilidad. Les brinda a los ciudadanos mecanismos 
para que participen en la toma de decisiones que afectan a las comunidades, 
empoderándolos en los temas de Estado.  
En este ejercicio es innegable la participación seria y contundente de la ciudadanía 
pues la labor se encamina a vigilar la gestión pública, custodiando que las inversiones de los 
recursos lleguen a su destino de manera correcta, solo así, se garantizará una gestión 
adecuada en el servicio encaminado a satisfacer las necesidades de la comunidad.  
El control social es una modalidad de participación ciudadana y una forma de 
autorregulación social que tiene la función de prevenir los riesgos de la gestión pública, a 
través del seguimiento y evaluación de las políticas públicas y de la gestión desarrollada 
por las autoridades públicas y por los particulares que ejercen funciones públicas. 
(Ministerio del Interior, 2018, pág. 10) 
Es importante que los habitantes del territorio colombiano conozcan los derechos y 
deberes plasmados en la Constitución Política para que de manera adecuada hagan uso 
apropiado de los mismos dentro de una sociedad democrática, participativa y pluralista, de 
ahí que el control social como forma de participación ciudadana ha de permitir, sin 
restricciones a los individuos y a las organizaciones de la sociedad, influir, orientar, en el 
manejo de recursos y los programas públicos del Estado. Razón por la cual el (Ministerio del 
Interior, 2018, pág. 7), lo ha definido como “la piedra angular de la participación ciudadana”.  
El control social como modalidad de participación ciudadana y forma de 
autorregulación social que tiene la función de prevenir los riesgos de la gestión pública, está 
regulada dentro de un marco normativo y es precisamente la (Ley 1757 de 2015), por la cual 
se dictaron disposiciones en materia de promoción y protección de los derechos a la 
participación democrática, señalando en el artículo 61 el objeto del control social: 
El control social tiene por objeto el seguimiento y evaluación de las políticas públicas y a 
la gestión desarrollada por las autoridades públicas y por los particulares que ejerzan 
funciones públicas. La ciudadanía, de manera individual o por intermedio de organizaciones 
constituidas para tal fin, podrá desarrollar el control social a las políticas públicas y a la 
equitativa, eficaz, eficiente y transparente prestación de los servicios públicos de acuerdo 
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con lo establecido en la regulación aplicable y correcta utilización de los recursos y bienes 
públicos.  
Control que está ligado a la gestión institucional, la misma que se ha realizado con 
la participación de la ciudadanía; en la (Ley 1757 de 2015) artículo 63, están definidos los 
objetivos del control social, ente ellos:   
1. Fortalecer la cultura de lo público en el ciudadano.   
2. Contribuir a mejorar la gestión pública desde el punto de vista de su eficiencia, su                
eficacia y su transparencia.  
3. Prevenir los riesgos y los hechos de corrupción en la gestión pública, en particular 
los relacionados con el manejo de los recursos públicos.  
4. Fortalecer la participación ciudadana para que ésta contribuya a que las autoridades 
hagan un manejo transparente y eficiente de los asuntos públicos.  
5. Apoyar y complementar la labor de los organismos de control en la realización de sus 
funciones legales y constitucionales.  
El control social, las veedurías ciudadanas y los que participan en esta misión como 
veedores deben cumplir con honestidad y lealtad las funciones que van a desempeñar, de ahí 
que estos ciudadanos si desempeñan a cabalidad con sus labores se constituirán como aliados, 
no solo de la administración local, territorial o nacional, sino también de la ciudadanía en 
general, para desde allí, combatir la corrupción y las metas propuestas que conduzcan hacia 
los fines comunes de la Nación. 
La precitada Ley señala que “salvo los aspectos que sean reservados, todos los 
niveles de la administración pública pueden ser objeto de vigilancia ciudadana. En particular, 
todo contrato que celebren las instituciones del Estado estará sujeto a la vigilancia por parte 
de las personas, entidades y organizaciones que quieran hacerlo, de conformidad con la 
normatividad vigente en la materia” 
Referente a quienes pueden adelantar control social a la gestión pública, es la 
Constitución Política la que imprime que éste control está asignado a todos los ciudadanos 
en forma singular y plural mediante  organizaciones sociales; en la misma Carta se señala, 
artículos 1, 2, 3 y 40, que Colombia se anuncia como un Estado Social de Derecho, en el cual 
se fomenta la participación ciudadana en la vida política y su derecho a ejercer esta labor, lo 
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cual permite que los ciudadanos interesados en efectuar seguimientos a la ejecución de las 
políticas públicas este protegidos por la norma de normas. Es un compromiso ciudadano para 
alcanzar el sendero que conduzca hacia la trasparencia.    
2.2.2.  Un camino hacia la transparencia 
El diccionario de la Real Academia de la lengua española define la Transparencia 
como:  
1. f. Cualidad de transparente y la palabra Transparente, la define como: “1. adj. Dicho de 
un cuerpo: que permite ver los objetos con nitidez a través de él. 3. adj. Que se deja adivinar 
o vislumbrar sin declararse o manifestarse” (Real Academia Española, 2014) 
De lo anterior se puede inferir que al hablar de trasparencia se refiere a aquella 
cualidad material de un objeto, es decir hacer de lo invisible, algo visible, o permitir pasar la 
luz en una mayor o menor proporción.    
El primer paso que hay que dar para advertir las malas prácticas es la trasparencia, 
eso significa que hay que implementar controles efectivos, reconociendo la existencia del 
problema y planteando que se requiere gestionar todos los esfuerzos para erradicar las 
situaciones que revelen visos de corrupción. “La necesidad de implementar controles que 
garanticen la probidad ha dejado de ser opcional para convertirse en una exigencia” asiente 
(Ceballos, 2018) 
En el país, se siente el trasegar de la corrupción por diferentes escenarios donde se 
despliegan actividades cotidianas que directa o indirectamente relacionan a los colombianos 
con las instituciones públicas o privadas y que protagonizan escándalos conexos con este 
flagelo, de ahí que la existencia de una estigmatización tenga el sello de la corrupción; sin 
embargo, el país y su gente no debe ni puede perder la luz de esperanza para superar esta 
calamidad, razón suficiente por la cual no se puede decaer en esa lucha y continuar buscando 
la medición que permita señalar el índice de trasparencia, en especial en entidades del Estado; 
se debe continuar con el control social y beneficiar la trasparencia, como coadyuvantes en la 
minimización en los riesgos de corrupción, esto es, fomentar planes de prevención contra la 
corrupción. 
Prevenir la presencia de actividades corruptas es sin duda una medida que bien vale 
la pena consolidar si se espera obtener resultados óptimos en esta  disputa y dichos  y planes 
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y programas en esta dirección serán bienvenidos, con reformas estructurales que hagan de la 
lucha contra la corrupción un argumento colateral hacia todos los niveles de gobierno, en pos 
de que la ciudadanía y aquellos que conozcan de actividades relacionadas con este mal, 
denuncien motivando el proceder de las autoridades de conformidad. 
Se necesita trabajar en equipo para alcanzar resultados positivos, gobierno y 
ciudadanía actuando con trasparencia; el primero impulsando mecanismos accesibles al 
común para que la participación ciudadana exija informes de las gestiones que adelantan, por 
ejemplo aquellos a los cuales se eligieron por elección popular, con ello, gestionar contextos 
en donde se evidencie la prevalencia de conductas corruptas, actos de corrupción para que 
no queden impunes y que las instituciones públicas den respuestas a las necesidades de los 
ciudadanos.  
Tanto los particulares que prestan servicios a la comunidad como los funcionarios 
públicos han de actuar con eficiencia y trasparencia en todo ese compendio de actividades y 
acciones tendientes a responder a las necesidades concretas de esa persona o de toda una 
comunidad. Es importante tener en cuenta que todos los ciudadanos de alguna forma tienen 
el deber de ser servidores públicos, tengan o no vínculo con el Estado, aunque aquellos que, 
si lo tienen, deben corresponder a esa labor con responsabilidad superior a la de los demás 
colombianos. 
El flagelo de la corrupción ha de combatirse actuando en equipo y el papel de la 
sociedad es fundamental actuando de conformidad con las previsiones de la Constitución, las 
leyes y las normas que serán más respetadas por los ciudadanos si sienten que son aplicadas 
con integridad, solidaridad y justicia. Sostiene al respecto la (Procuraduría General de la 
Nación, 2018, pág. 6)  
La identidad de una nación se construye sobre la suma de las actuaciones de sus servidores 
públicos y ciudadanos. El imaginario que puede formarse sobre una sociedad debe 
corresponder a las actuaciones verídicas de sus ciudadanos y servidores. Por tanto, un país 
con altos niveles de corrupción nunca podrá invocar virtudes que no posee. 
Actuando con trasparencia Colombia logrará constituirse en una mejor sociedad, 
siempre y cuando todos los miembros de la comunidad, sin excepción, consigan concebir que 
el ideal es servir a los demás. Sin embargo, la transparencia y el control social, no serán 
puestos en marcha, si no se acompañan por los organismos de control del Estado, los cuales 
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tienen la misión de velar por la consecución de los fines y el desempeño de las instituciones, 
como prenda de garantía del orden social y del bienestar que se requiere. 
2.2.3. Organismos de control e investigación del Estado 
 Existen mecanismos, creados por el Estado, cuya función se encamina a ejercer el 
control de las instituciones, favoreciendo la consecución de los fines y el orden social; es 
claramente observable que su misión, destina esfuerzos y recursos, orientándose a la 
prevención de la corrupción; sin embargo, a ellos corresponde aplicar las medidas 
administrativas y de sanción, según la correspondencia con las faltas cometidas.  
2.2.3.1  Contraloría General de la República 
La Constitución Política de Colombia concede la función de control fiscal a la 
Contraloría General de la República y es esta entidad la única delegada para vigilar y 
controlar la tarea fiscal de las empresas públicas, ejerciendo control posterior y selectivo, 
labor ardua por lo complicado del asunto, más si ese accionar esta direccionado a proteger 
los recursos públicos; sobre su labor aunque ha mejorado su accionar, lo cual se evidencia en 
el aumento de los procesos de responsabilidad fiscal adelantados, no es suficiente, porque los 
problemas relacionados con corrupción crecen y para frenar este mal que aqueja a las 
entidades públicas en Colombia, que han impactado negativamente en la credibilidad, 
imagen y legitimidad del Estado, la labor debe ser más ardua y el trabajo en equipo con otras 
entidades de control y de la mano con la sociedad civil. 
Con la promulgación de la Carta del 91 se busca fortalecer los organismos de 
control, entre ellos, La Contraloría General, encargada del control fiscal, “La Contraloría 
General de la República tiene a su cargo la vigilancia 
 de la gestión fiscal y el control de resultado de la administración” (Art 119.C.P)  
Con esta entidad se ha logrado reducir la corrupción, no en las proporciones 
deseadas, en las entidades públicas, además de fortificar la gestión fiscal y la dirección de los 
bienes del Estado; sin embargo, a pesar de esta lucha, es tan grande el poder del flagelo de la 
corrupción que se ha enquistado en contralorías departamentales y municipales, al punto que 
hoy se está promoviendo acabarlas en las entidades territoriales. Si bien es cierto que el 
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control fiscal es un dispositivo que ayuda a la vigilancia de los bienes públicos, en Colombia 
la gestión fiscal no es ajena a este flagelo, según lo advierte (Maya, Responsabilidad Pública 
y la lucha Anticorrupción, 2017, pág. 19), al señalar que:  
La manera como están concebidas las funciones de la Contraloría General, en visión 
reiterada de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, implica la presencia de dos 
momentos, como son: el del ejercicio de la vigilancia fiscal o práctica del ejercicio auditor, 
en cuyo seno se genera la formulación de las correspondientes observaciones, conclusiones, 
recomendaciones; y en un segundo momento, que se produce solo si de la labor de vigilancia 
inicialmente practicada surgen elementos de juicio que acrediten la existencia de un daño 
al patrimonio económico del Estado, corresponde al del proceso de responsabilidad fiscal, 
orientado a obtener el resarcimiento del mismo. 
La actividad de esta entidad, en cuanto al rol de ejercer control fiscal, debe ser la 
fortaleza y garantía de una adecuada, eficiente administración y segura aplicación de los 
recursos, bienes e intereses que componen el patrimonio público. 
Esta entidad está encuadrada normativamente en la Constitución Política de 
Colombia de 1991, la Ley 42 de 1993 y el Decreto 267 de 2000; su función, por delegación 
es la vigilancia de la gestión fiscal y el control del resultado de la administración pública. La 
tarea principal es ejercer el control fiscal, labor pública, la cual vigila la gestión de la 
administración de los particulares o entidades que manejen bienes del Estado, en todos sus 
órdenes y niveles. Mandato Constitucional, que se proscribe en la Carta Política en el artículo 
267, de la siguiente manera: “El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría 
General de la República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o 
entidades que manejen fondos o bienes de la Nación”.  
No obstante, los trabajos adelantadas, no solo por la Contraloría, sino por otros 
organismos que luchan contra la corrupción, pareciera no evidenciarse resultados y que las 
medidas para disminuir la corrupción hayan funcionado en casi ningún caso, esta es la visión 
del problema y puede ser que sea así, que no hayan funcionado las estrategias, sin embargo, 
hay que tener en cuenta que esta flagelo crece día a día y la batalla debe ser constante, no por 
periodos en los cuales sale a la luz pública una reforma del Estado para combatir el mal, sino 
atacarlo decididamente con eficacia y efectividad..  
Se han adelantado investigaciones al respecto, y a pesar de ello, los resultados 
apuntan a sostener que, si bien es cierto en Colombia se han adoptado medidas como la 
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promulgación de leyes como el estatuto anticorrupción, fórmulas del Banco Mundial y de la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), para aumentar la 
transparencia, entre otras, no hay conclusiones irrefutables que sostengan que este tipo de 
esfuerzos han cumplido con sus objetivos.  
Al respecto, la (Universidad Externado de Colombia, 2018) en su informe titulado 
“el 58% de empresarios creen que sin sobornos se pierden negocios”, sostiene que un 
indicador que muestra la realidad del país, en términos negativos, en cuanto a esta ocupación, 
no marcha bien y alude entonces:  
Han transcurrido 20 años desde que Transparencia Internacional mide la percepción de 
corrupción y Colombia no ha cambiado significativamente. En 1995 tenía una calificación 
de 34 sobre 100 (100 es la percepción de no corrupción), y en el 2016 obtuvo 37. El puesto 
que Colombia ocupa en el ranquin es el 90 entre 176 países, y el país está entre los 10 más 
corruptos de América Latina. 
Indicadores que muestran la existencia de un desangre derivado de la corrupción, lo 
que conlleva a que Colombia pierda mucho dinero y que programas destinados a mejorar la 
calidad de vida de muchos compatriotas se vea truncado por falta de recursos. La (Contraloría 
Delegada para el Sector Gestión Pública e Instituciones Financieras, 2006) sostiene que:   
La corrupción está catalogada como uno de los mayores problemas de la sociedad por el 
poder que tiene de socavar la democracia y de deslegitimar el papel del Estado frente a los 
ciudadanos, se constituye en una amenaza para la democracia y el desarrollo económico de 
la sociedad. Su acción deja sin validez el precepto fundamental de la igualdad ante la ley y 
genera reacciones como la subversión, la desigualdad, la inequidad, la desconfianza, la 
deseconomía, la inestabilidad social y política, la reducción de oportunidades, etc. 
La dimensión que ha alcanzado este flagelo es de tal proporción al punto de 
considerarla como un mal generalizado por la repetición y el gran número de participantes 
tanto en el sector público como en el privado, de ahí que erradicar este mal ha sido es y será 
una misión casi imposible y en la lucha contra él, los esfuerzos, tanto público como privados 
deben ser mancomunados con la participación decidida de la ciudadanía.  
Batallar contra la corrupción debe ser una labor diseñada, encaminada a luchar de 
manera ordenada y sostenida en una correcta pericia de comunicación antes, durante y 
después de que se conozca un hecho untado por este flagelo, de ahí que no solo las 
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autoridades sino también los organismos de control del Estado y la sociedad en general deben 
aunar esfuerzos, destinados a enfrentar y contrarrestar sus efectos.  
Desde la Contraloría General de la Nación, como órgano de control fiscal del 
Estado, se debe cumplir una labor en procura del buen uso de los recursos públicos del 
Estado, contribuyendo a su modernización con labores de mejoramiento en diferentes 
entidades públicas.     
El ente de control debe liderar la implantación de un programa para reconocer la 
integridad en la gestión de lo público y la lucha contra la corrupción, la misma que ha de ser 
frontal en todas sus modalidades, fortaleciendo institucionalmente este ente desde sus 
entrañas, para que la tarea de cuidar y respetar los recursos públicos sea eficiente, que se 
garantice a los colombianos la cautela requerida sobre estos capitales estatales, mediante un 
verdadero control fiscal que comporte la revisión de los resultados de la misión de la 
administración pública en relación a la ejecución de los planes, programas, proyectos y  gasto  
público. Y conseguir con ello, según (Córdoba, 2018) que “Los recursos públicos deben ser 
un factor de progreso y desarrollo y no de manipulación y corrupción”  
Los recursos públicos deben ser utilizados de manera efectiva, eficiente y eficaz, de 
lo contrario, los perjudicados son los colombianos porque se estaría despilfarrando los 
capitales que pagan, por ejemplo, por impuestos, los mismos que han de reinvertirse en bienes 
y servicios en beneficio de la comunidad, es por eso por lo que la Contraloría General como 
protectora del control a la gestión pública debe proceder de forma eficiente, respaldando la 
trasparencia en las entidades sujetas a control fiscal.  
2.2.3.2. Procuraduría General de la Nación 
Como ente de control la Procuraduría General de la Nación, ha cumplido papel 
protagónico en la lucha contra la corrupción, quien ha procedido en diferentes tareas con el 
fin de proteger el patrimonio público, el respeto porque se cumpla el ordenamiento jurídico 
y garantizar los derechos de las personas. 
La labor en la lucha contra este flagelo se circunscribe a identificar, prevenir, 
intervenir y sancionar a los corruptos que yacen en la administración pública, con acciones 
decisivas en algunos casos, frente a hechos impregnados con este mal y en donde los recursos 
públicos se han visto comprometidos y afectando los derechos de la comunidad, en especial 
de los más vulnerables, que han sido alejados de las condiciones requeridas para una vida 
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digna como lo es la salud, la vivienda, los servicios públicos básicos entre otros, que por el 
actuar de algunos funcionarios, que han desviado dichos recursos, se ven menguados de estos 
mínimos vitales.  Así lo ha manifestado la (Procuraduría General de la Nación, 2017, pág. 
19):  
En la actualidad los grupos criminales desbordan las fronteras internacionales y los grupos 
económicos legales pero carentes de sentido ético, así como los ilegales, infiltran las 
diversas instancias de la sociedad y socaban sus cimientos en detrimento de derechos vitales 
como la salud y la educación, mediante sofisticados entramados de corrupción que se 
apoderan incluso de los territorios y potencian el circulo vicioso del enriquecimiento ilegal. 
La lucha contra la corrupción exige órganos de control no solo con capacidad 
sancionatoria, sino con plena independencia, que garanticen imparcialidad para actuar en 
contra de los abusos de funcionarios estatales, que actúan fuera del marco legal sin una ética 
pública que esté en armonía con los derechos de los ciudadanos y los controles sociales; así 
lo planteó (Carrillo, 2018) en Nueva York en la Convención de las Naciones Unidas contra 
la corrupción:       
Para lograr que se erradique la corrupción es fundamental contar con órganos de control 
independientes con capacidades sancionatorias. La corrupción se ha convertido en el mayor 
factor de deterioro de los derechos fundamentales de los ciudadanos en nuestras regiones. 
Ha afectado los derechos económicos y sociales. 
Pero en esta labor de erradicación no solo se requiere la participación de los órganos 
de control o la sanción por parte de organismos encargados de este fin, se hace necesario que 
los ciudadanos cumplan un papel preponderante y sean ciudadanos de bien, más aun, aquellos 
que llegasen a ocupar cargos públicos, de ahí que la integridad de ese ser humano ha de  
relacionarse con el actuar y el estar en asentimiento con los valores, las normas y las reglas 
válidas en el contexto en el que se maniobra, acción que sólo es posible con la participación 
de personas integras.  
Todos los residentes en Colombia deben tener actitud y decisión para denunciar y 
protestar contra aquellas prácticas corruptas y por supuesto contra los malos manejos de los 
recursos; no se puede ser indiferente ante este flagelo; por su parte las entidades 
gubernamentales proceder en debida forma ante las denuncias y hechos de corrupción, según 
los señalamientos de  (Maya, 2017) 
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El país, a su juicio, necesita algo muy importante “que es la actitud y la decisión” de los 
colombianos para “hacer un levantamiento contra los malos manejos de los recursos 
públicos (...), estremecer las columnas, para que todo se derrumbe y se pueda levantar algo 
nuevo” …. “lo más importante” es la decisión de los colombianos para no ser indiferentes 
ante el mal manejo de los recursos públicos. Todo el tiempo insistió en la necesidad de que 
los colombianos actúen. 
El fenómeno de la corrupción conlleva un proceder abusivo de todas aquellas 
personas que prestan un servicio, y si lo hacen desde la administración como funcionarios, la 
cordura y la honestidad debe estar inerme a toda prueba ya que un individuo no puede hacer 
de su cargo la plataforma para sus negocios personales, para acrecentar su capital de manera 
ilegal o escalar una posición social. La (Procuraduría General de la Nación, 2017, pág. 5), 
bien ha manifestado al respecto: 
Existe la percepción generalizada de que en Colombia hay injusticia (siempre pagan justos 
por pecadores); se buscan el atajo y el camino fácil para lograr objetivos (el éxito es cuestión 
de suerte y de contactos), y se pierde el sentido de lo público cuando se ve la posibilidad de 
ocupar un cargo estatal para el beneficio propio. Hay también baja credibilidad en la eficacia 
de las autoridades y del entorno legal para garantizar derechos y hacer justicia, y se 
encuentran ciertos grados de tolerancia de la sociedad a los comportamientos contrarios a 
las normas. Es más: se percibe que la lógica que guía el cumplimiento de la ley es la de que 
“lo malo no es violar la ley, sino que lo cojan a uno con las manos en la masa. 
La Procuraduría como ente de control tiene como función primordial sancionar 
disciplinariamente a los funcionarios públicos que en ejercicio de sus funciones cometen 
diferentes faltas, incurren en prohibiciones, en la violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades y en conflicto de intereses. Trae como pedido especial llevar a cabo la 
vigilancia para las conductas oficiales para aquellos que se desempeñan en pro de la 
comunidad, incluso los que son elegidos por el pueblo. Ejerciendo la actividad disciplinaria 
de manera preferente, inicia las investigaciones correspondientes e impone las sanciones 
disciplinarias a que haya lugar por estas conductas de acuerdo con la ley, aspectos 




2.2.3.3. Fiscalía General de la Nación  
Cumpliendo con el mandato constitucional señalado por la Carta Política, la Fiscalía 
General de la Nación, viene desarrollando una serie de estrategias, las mismas que ha 
implementado en la lucha contra la corrupción, de ahí que para la labor que despliega, esta 
entidad debe fortalecer desde el ámbito de la investigación y acusación una labor decisiva en 
la revitalización de la ley contra el crimen, con el fin de disuadir a aquellos sujetos que se 
guarnecen con la corrupción; de la misma manera persuadir a la ciudadanía para que 
reflexionen acerca de la necesidad de denunciar todo acto de corrupción y a los inmersos en 
estas actividades ilícitas. Es importante que desde instituciones que se encargan de combatir 
el crimen lo hagan de manera eficiente, que las personas encargadas de impartir la justicia lo 
hagan acogiéndose a la Constitución y la Ley, actuando de manera ecuánime y autónoma, 
como lo refieren (Jiménez & Mojica, 2010, pág. 14) 
Sin una justicia imparcial e independiente no es posible proteger las libertades y derechos 
de los ciudadanos, se reducen las posibilidades de desarrollo del país, se deteriora la calidad 
del gobierno al destruirse la confianza ciudadana en el Estado de Derecho, y se genera un 
contexto en el que la impunidad encuentra terreno fértil por cuanto no se detectan, persiguen 
y sancionan los actos corruptos.  
 
La probidad de los funcionarios encargados de administrar justicia debe ser a prueba 
de tentaciones que los desvíe del camino de la rectitud y es precisamente como desde la 
Fiscalía se debe actuar para que en las entidades públicas, como privadas se labore conforme 
a la Ley, que se continúe fortaleciendo la justicia y desde el sitio donde se investiga se lo 
haga con trasparencia y sin anteponer ningún tipo de interés, que el único interés que debe 
asistir es el de servicio a la comunidad para combatir el delito, de ahí que para concretar esta 
misión y con el fin de fortalecer las labores que le competen, se organizó la Unidad 
Anticorrupción de la Fiscalía, para combatir el delito y los presuntos delincuentes, a través 
de la creación y ejecución de un plan adecuado para investigar, prevenir y sancionar los 
delitos y los sujetos activos de conductas corruptas, en espacial de aquellos actos que se 




Ante la arremetida de este flagelo que ha socavado los principios de la 
institucionalidad, menoscabando a muchos grupos de la sociedad, en especial de aquellos 
que están siendo vulnerables y que requieren o necesitan de los bienes públicos que se están 
perdiendo por culpa de corruptos, (Martínez N. H., 2016) ha afirmado   
La lucha contra la corrupción necesita que los responsables de este oprobioso delito sean 
objeto de pena privativa de la libertad en establecimiento penitenciario, por un término 
condigno al daño causado. Cuando ello ocurra sin privilegios ni contemplaciones, 
volveremos a ver que los bolsillos de los servidores públicos son de cristal. La Fiscalía tiene 
que redoblar esfuerzos en la lucha contra la corrupción. 
De otra parte, la Fiscalía General de la Nación (2016) en un informe titulado “En 
Estado de la lucha anticorrupción – Bolsillos de Cristal, presenta las estadísticas relacionadas 
con los casos más sonados de corrupción en el país, es así como registra de manera sencilla 
y con un lenguaje apropiado para que todos aquellos que tengan acceso a este despliegue de 
datos conozcan la trascendencia y el impacto generado por este fenómeno.  
En tal sentido, así se presentan algunos de los casos más sonados de los últimos 
años, Para iniciar el reporte, se enumera el caso de la multinacional ODEBRECHT, 
trayéndose a colación algunos de los episodios en los que ha tenido injerencia, asumiendo 
control sobre varias de las instancias públicas y privadas del país. 
En una ágil indagación, la Fiscalía General de la Nación acreditó la existencia de pagos en 
Colombia por 94.200 millones de pesos entre 2009 y 2014, para la adjudicación de contratos 
de obra. Se abrieron 17 líneas de investigación: 1. Investigación matriz. 2. Contrato Ruta 
del Sol II. 3. Navelena 4. Banco Agrario. 5. Denuncia contra Cecilia Álvarez y Gina Parody. 
6. Contratación en Bogotá (Tunjuelo – Canoas). 7. Compulsas contra aforados. 8. 
Investigación contra fiscales. 9. Contrato proyecto Hidroituango. 10. Campaña Presidencial 
Juan Manuel Santos. 11. Campaña Presidencial Oscar Iván Zuluaga. 12. Otto Bula Bula. 
13. Gabriel García Morales. 14. Enrique José Ghisays Manzur. 15. Denuncia. 16. Contrato 
de estabilidad jurídica. 17. Contrato Ruta del Sol III. (Fiscalía General de la Nación, 2016). 
Continúa el reporte mencionando el caso REFICAR, la refinería de Cartagena, caso 
dc renombre, por el desfalco al fisco nacional. Peculado por más de $610.000 millones.  Se 
establecieron serias irregularidades ocurridas en los 12 años de desarrollo del plan de 
modernización de la Refinería de Cartagena que tienen connotación penal y que van más allá 
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de simples problemas de planeación operativa o financiera. (Fiscalía General de la Nación, 
2016). 
Otro de los temas para considerar el caso PAE, el programa de alimentación (PAE) 
es una herramienta para subsidiar la alimentación de los niños más pobres de las escuelas y 
los colegios públicos de Colombia, en que se han detectado graves problemas de corrupción 
con sus recursos. En el primer reporte de PAE realizado hasta febrero de 2017, fueron 
identificados 10 casos Guajira, Atlántico, Cesar, Chocó, Bogotá, Sucre, Amazonas, 
Magdalena, Huila, Valle del Cauca, Bolívar, e los cuales, entre contratistas y funcionarios, 
se habrían apropiado de $10.146.690.755. (Fiscalía General de la Nación, 2016). 
Un total de 53 personas fueron imputadas por delitos como concierto para delinquir, 
peculado por apropiación, contrato sin cumplimento de requisitos legales, interés indebido 
en la celebración de contratos y diferentes falsedades documentales.  Al respecto, los jueces 
impusieron 15 medidas de aseguramiento en centro carcelario y 26 domiciliarias, y en 12 
casos los implicados fueron dejados en libertad. (Fiscalía General de la Nación, 2016). 
Cómo dejar pasar por alto los denominados RECOBROS FOSYGA donde se 
investiga una presunta red de funcionarios del Ministerio de Protección Social y del Fondo 
de Solidaridad y Garantías – FOSYGA que realizaba cobros mediante empresas fachada. El 
detrimento fue por $17.000´000.000.  El proceso está en juicio oral por los delitos de 
concierto para delinquir agravado, prevaricato por acción, cohecho propio y enriquecimiento 
ilícito de particulares. Los investigados están en libertad. (Fiscalía General de la Nación, 
2016) 
Para terminar con este breve, pero significativo análisis, no se puede olvidar el 
nombrado caso de SALUDCOOP: un fiscal de la unidad especializada contra la corrupción 
revoco la decisión inhibitoria proferida en noviembre de 2006, a favor de Carlos Gustavo 
Palacino Antia, exrepresentante de la EPS SALUDCOOP. En ese sentido, cobró vigencia la 
investigación por anomalías en el manejo de los recursos parafiscales recibidos por la entidad 
de salud durante 2002 y 2003. (Fiscalía General de la Nacio,2016) 
 
2.2.3.4.  Política Pública en la lucha contra la corrupción 
Si bien es cierto en Colombia se han desplegado diversos mecanismos para combatir 
la corrupción, esta labor se está convirtiendo en una ofensiva complicada en la que el corrupto 
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posee una considerable ventaja para ejecutar sus actividades ilícitas y las entidades que deben 
hacer seguimiento con los mecanismos de control, no desempeñan satisfactoriamente su 
labor, razón por la cual cuando se presenta una interventoría por los organismos de control  
con el recurso humano capacitado para aclarar la responsabilidad fiscal, ya es tarde porque 
el daño se ha consumado. Aspectos, que si bien es cierto, merecen la consideración de 
(Ortega, 2018), para quien: “Pocas cosas corroen más la legitimad de un gobierno que la 
corrupción. Una Contraloría de alto nivel, técnica y meritocrática puede ser de gran ayuda”. 
Con los acontecimientos que se presentan en el país, en donde el protagonismo de 
la corrupción es evidente, pareciera que las estrategias encaminadas a combatirla estuviesen 
mal enfocadas y que los esfuerzos desarrollados, se desvanecieran, convirtiéndose como se 
dice en el argot popular como “paños de agua tibia”. En tal sentido, (Chocontà, 2015, pág. 
30), ha señalado: 
… parece que están desenfocados o mal encaminados los esfuerzos que se han generado para 
luchar contra la corrupción, está tomando las características de una enfermedad como la gripe 
que inicia simple y por el descuido empieza a desarrollarse una enfermedad más fuerte que 
puede dejar a nuestro paciente en condiciones deplorables de las que posiblemente no se 
recupere completamente nunca. 
Dentro de los fines del Estado, contemplados en la Constitución Política de 
Colombia, en el artículo 2, formalmente se enuncia:  
Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de 
todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial 
y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la 
República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su 
vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
Se infiere que es deber del Estado precisar, incidir y modificar, de manera coherente 
y segura, la medida operante en un espacio social particular con el fin de asegurar la 
prosperidad de la Nación, certificar el bienestar de los ciudadanos, respetar los derechos, 
deberes y principios de los ciudadanos, custodiando la seguridad de todos sin excepción 
alguna, proporcionándoles servicios básicos para tener una vida digna. 
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Para que los fines del Estado se hagan efectivos se requiere de instrumentos 
concretos en torno a la toma de decisiones de uno o varios objetivos colectivos; esto se logra 
a través de una política pública, la cual según él ( DAFP, Departamento Administrativo de la 
Función Publica, 2017), debe ser vista como:  
Un instrumento que permite orientar comportamientos de actores para modificar situaciones 
que son lo suficientemente relevantes para entrar a la agenda del gobierno. Por lo tanto, es 
indispensable que el problema pase de la esfera privada a la pública y genere el suficiente 
interés para que entre en la agenda gubernamental.  
Con este instrumento los entes encargados de combatir la corrupción como la 
Fiscalía, la Contraloría, la Procuraduría, no van a estar solos, de esta manera se dejaría en 
claro que estas entidades no son las únicas llamadas a combatir con este flagelo, si bien es 
cierto juegan papel preponderante en esta batalla, el interés en combatirlo son nacionales; de 
ahí que debe ser un propósito nacional y así debe contemplarse, como una política pública 
encaminada a consolidar la arremetida contra la corrupción y el Estado, las ramas del poder 
público, los órganos de control, la empresa pública y privada junto con la sociedad civil 
conformando un equipo sólido, lograrán enfrentar un mal que se ha vuelto problema de 
Estado, considerado como un mal endémico. Tal y como lo ha advertido (Maya, 2018): “La 
corrupción en Colombia… no puede mirarse desde el punto de vista de que es un hecho 
coyuntural, sino que es un fenómeno que está en la estructura no solo del Estado sino de la 
sociedad en toda su inmensidad” 
Con la corrupción la legitimidad del Estado, de sus instituciones, de la misma 
sociedad, de la moral, la justicia, de la economía de la Nación,  están en riesgo permanente; 
de ahí que en un Estado social de Derecho, para preservarlo, se hace necesario combatir este 
flagelo en todas sus modalidades y desde la administración del Estado se deben orientar 
políticas que ataquen todo descarrío en la gestión pública y consolidar estrategias que 
contrarresten el deterioro de las instituciones, de la moral de la sociedad y la crisis en la 
economía de la Nación. Entonces, se hace necesario el establecimiento de criterios para la 
consolidación de una política efectiva y eficaz en contra del flagelo de la corrupción, de esta 
manera, la (Secretaría de Transparencia, 2016) afirma que:     
La construcción de política pública anticorrupción debe ir sustentada con una evidencia 
probada, y debe ir acompañada de técnicas que permitan registrar sus efectos y construir 
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estimaciones que nos digan hasta qué punto la reducción de la corrupción es atribuible a las 
intervenciones del Estado. 
La cruzada contra este flagelo no ha sido ni será fácil, por eso se requiere trazar un 
norte, poseer una carta de navegación que dibuje el camino para llegar a tierra firme, 
cumpliendo con prioridades y pautas de acción, con un líder que guie el sendero arduo y 
eluda los obstáculos que serán muchos y complicados. En consonancia, (Maya, 2018), ha 
dicho: 
El Estado tiene una dirección fijada por la Presidencia de la República y tiene unos órganos 
que están estructurando el Estado, como son el parlamentario, el judicial, ejecutivo, órganos 
de control; una política pública que decida que esto debe ser así. Si no, esto no tiene 
contención, y esto cada vez va a crecer más porque el deseo, el propósito del dinero fácil no 
solamente surge en la cultura del narcotráfico, sino de todas las culturas; la gente quiere 
antes de los 30 años ser millonaria.  
Una política pública ha de ser contundente, transparente, integra que brinde 
elementos contra la corrupción y el Estado Colombiano con sus instituciones y la sociedad 
civil deben forjarla, estructurarla, ponerla en práctica para el beneficio de toda una Nación. 
(Enciso, 2018) plantea que: “Necesitamos una nueva política pública de transparencia, integridad 
y lucha contra la corrupción. El Estado debe liderar, con el concurso de la sociedad civil, la academia 
y el sector privado, el diseño e implementación”   
Mecanismos y entes de control, que necesariamente deben sujetarse a un orden 
jurídico establecido, tanto local, como internacional. Normas que, en el devenir histórico 
colombiano, se han desarrollado de acuerdo con la dinámica y transformación del fenómeno, 
buscando con ello enfrentar aquellas situaciones provenientes de la comisión de actos de 
corrupción, que además de permitir la crisis política y económica, hoy muestra sus alcances, 
devastadores, en materia de atropellos y vulneración de los derechos ciudadanos.  
2.3.  Marco Legal contra la corrupción 
La legislación existente en el país para combatir la corrupción es amplia, a ese 
compendio se suman los diferentes sistemas de control social, político y técnico que hacen 
parte de este conjunto que se ha dado a la tarea de organizar, planear y promover toda clase 
de estrategias encaminadas a esta titánica labor de enfrentar a un mal poderoso que día a día 
crece dejando sus destellos perversos por donde pasa.  
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La lucha contra la corrupción ha sido parte de las campañas de políticos que aspiran 
a ocupar cargos de elección popular, de ahí que a nivel nacional los candidatos que han 
llegado a ocupar la Casa de Nariño han promovido programas, muchos de ellos innovadores 
pero que no han surtido los efectos esperados. Aspectos que llaman la atención y para la 
(Secretaría de Transparencia, 2016, pág. 4), corresponden a: 
Sin duda, combatir la corrupción deber ser un objetivo primordial para cualquier gobierno, 
pues ella impide que los recursos públicos sean utilizados de manera eficaz y se puedan 
proveer los servicios básicos que cualquier Estado debe garantizar a sus ciudadanos, lo que 
a su vez puede degenerar en la vulneración de derechos humanos, en graves tensiones 
sociales y peor aún, en violencia.   
A ello se suman iniciativas de grupos que se organizan para promover propuestas, 
que entre otras, se convierten en referentes para continuar valorando y fortaleciendo la lucha 
contra este flagelo, ejemplo, la Consulta Anticorrupción llevada a cabo en el año 2018 en 
donde se impulsó este mecanismo de participación ciudadana, el cual se compendió por largo 
tiempo tras la gestión promovida desde el Partido Verde. 
En muchos países del mundo se han impulsado no solo reformas sino también 
normas para batallar contra este mal, Colombia no es la excepción; no obstante, cabe una 
reflexión acerca de los resultados en esta lucha toda vez que en otros países como Estados 
Unidos los resultados son alentadores, en el país no funcionan, creando aflicción por ver que 
la impunidad prevalece ante flagrantes hechos de corrupción, generando estas prácticas una 
especie de cultura que se arraiga en muchos ciudadanos que se aferran a encontrar dinero 
fácil con prácticas salpicadas por este fenómeno. 
2.3.1.  Normas Internas  
La crisis sufrida hoy por el pueblo colombiano, producto del fenómeno de la 
corrupción, ha generado un estancamiento en su proceso de desarrollo social, político, 
jurídico, económico e institucional. Es de considerar que el flagelo, universalmente 
apreciado, se presenta gracias al menoscabo de los principios éticos y morales, que la misma 
sociedad ha infundado, como herramientas coadyuvantes, en el proceso de humanización del 
ser humano, instrumentos que han permitido el adelanto de las normas jurídicas, que soportan 
el actuar cotidiano de los individuos que buscan su perfeccionamiento personal y profesional. 
El abandono de estos principios ha posibilitado que el hombre con sus comportamientos 
65 
 
vulnere su ser y el de sus congéneres, a quienes enfrenta desde la rivalidad y el conflicto, en 
defensa de sus intereses personales o individuales. 
Si se plantea el desprecio por los principios orientadores del comportamiento social, 
debe pensarse que aparejado a ello se presenta desacato de las normas positivas, que se 
estructuran para permitir el normal desarrollo social y la convivencia pacífica de los 
ciudadanos. Ha de apreciarse cómo la corrupción, al permear los diferentes estamentos 
sociales, tanto en lo público, como privado, ha interrumpido la dinámica de la sociedad, 
enfrentándola permanente a conflictos, producto de la desigualdad e inequidad que ella 
plantea. Desde esta perspectiva, la sociedad colombiana experimenta afanosamente una 
encrucijada en la que además de los instrumentos jurídicos, se deben esgrimir estrategias de 
prevención que ayuden a rescatar y devolver el sentido a la administración pública y de 
justicia, siempre en busca de la eficiencia y efectividad en la consecución de los fines del 
estado social de derecho, como sistema imperante. 
Tratándose de un tema tan álgido, dada la trascendencia y el impacto generado en 
la sociedad colombiana, por cuanto se trata de la vigilancia y control de la gestión pública y 
de los recursos públicos, la Constitución Política, la legislación vigente, incluso los 
pronunciamientos de las Altas Cortes en esta materia, han dado los instrumentos para 
combatir no solo este flagelo de la corrupción, sino también otra serie de delitos que han 
sumido al país, sus instituciones y a la sociedad en una profunda crisis.        
Colombia ha generado en los últimos años instrumentos jurídicos  en esta lucha, 
fundando un importante compendio normativo, acompañado de mecanismos  y reformas para 
robustecer las políticas públicas muchas de ellas acogiendo normativas internacionales y por 
supuesto respaldando procesos de adhesión a estructuras como la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), foro en donde los gobiernos de más de 
treinta y cinco (35) países del mundo, entre ellos Colombia, le apuestan a trabajar  de forma 
conjunta en la mejora de políticas públicas, combatir la corrupción, forjar economías 
democráticas y retar los desafíos económicos y sociales de la globalización y al mismo 
tiempo aprovechar sus oportunidades. 
La lucha contra este flagelo ha significado para varios países del mundo una cruzada 
incesante obligándolos a implementar estrategias que los lleve a encontrar soluciones 
efectivas, normas internas, normas internacionales y consolidar un bloque de países para 
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enfrentar a este enemigo poderoso. Colombia en diferentes gobiernos, ha puesto en marcha 
diversas maniobras jurídico - políticas para enfrentar la que es quizá, la mayor problemática 
de las sociedades democráticas en la actualidad. Desde el año de 1991 con la reforma 
constitucional, la preocupación por combatir el flagelo de la corrupción se constituyó en un 
tema de debate en diferentes estamentos del Estado y las corrientes políticas han acordado 
enfrentar decididamente el fenómeno de la corrupción. 
La Constitución Política consagra a Colombia como un Estado social de derecho en 
donde debe prevalecer el interés general y el cumplimiento de los fines esenciales como el 
de servir a la comunidad y promover la prosperidad general, garantizando los principios, 
deberes y derechos consagrados en la carta del 91. Esta norma de normas es el eje y principio 
jurídico de cualquier lineamiento, se organizó desde los postulados colectivos de la 
declaración de los Derechos Humanos, donde el tratamiento del ser humano debe ser acorde 
al de un sujeto digno de reconocimiento y protección tal como está contemplado en el artículo 
1 de la declaración: “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad 
y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente 
los unos con los otros” 
En la misma línea, la Constitución Política señala en el artículo 13: 
Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato 
de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 
opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea 
real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.  
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 
El fenómeno de la corrupción ha sido y es una de las principales amenazas contra el 
Estado social de Derecho toda vez que ha resquebrajado los cimientos sobre los cuales se 
estructura la democracia, además porque su injerencia ha creado graves transformaciones del 
sistema político democrático, de la economía y de los preceptos constitucionales que 
enmarcan las labores propias de la administración pública. Sin duda, este flagelo al interior 
de un Estado social de derecho afecta la estructura de cualquier entidad haciendo que 
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prevalezca el deseo o interés mezquino sobre los bienes comunes, para forjar el uso indebido 
del Estado en beneficio y satisfacción de intereses particulares. 
Muchas son las normas que se han creado por parte del legislativo para combatir la 
corrupción sin resultados óptimos ya que este flagelo se incrementa día a día, es por eso que 
se debe actuar de inmediato por parte del Estado colombiano en la aplicación de manera 
efectiva de la normatividad penal para cumplir con un carácter restablecedor frente a otras 
normas jurídicas no sancionatorias que no han logrado contener las expectativas y en un 
Estado democrático como el colombiano, es imperativo visibilizar el poder sancionatorio en 
especial de la Ley penal lo que conllevaría a concretar una estrategia clave para vencer las 
prácticas corruptas a través de la vigilancia democrática y participativa de la mano con las 
acciones gubernamentales.  
Que este vínculo no se quede en meras expectativas ya que lo que se necesita sin 
lugar a dudas es que el compendio normativo cumpla con el carácter reordenador y llene las 
perspectivas del modelo social imperante, de lo contrario que sea el derecho penal  el que 
responda a las expectativas, no obstante es importante tener en cuenta que esta rama del 
derecho no es  la tabla de salvación ya que de todos es sabido que se debe apelar al derecho 
penal como la última ratio, en pro de satisfacer dichas expectativas. 
La lucha contra la corrupción debe ser constante y los esfuerzos para su reducción 
deben continuar permanentemente desde diferentes frentes; las acciones deben centrarse en 
sectores definidos, delineando estrategias concretas, que conduzcan al diseño de una política 
pública eficaz para combatir el mal, eso sí, con el soporte de medidas educativas, fiscales, 
administrativas, disciplinarias y penales. 
En medio de los escándalos producto de este fenómeno, la sociedad en general ha 
tenido que familiarizarse con términos propios del derecho ya que refieren a delitos 
cometidos por aquellos que incurren en estas conductas punibles y palabras como peculado, 
prevaricato, concusión, cohecho, entre otros, han llegado a hacer parte de un léxico que si 
bien es cierto enriquece los conocimientos en cuanto a conceptos se refiere, dicho 
vocabulario es a la vez sinónimo de vergüenza para una sociedad que ha sido contaminada 
por el mal proceder de muchos funcionarios, ex funcionarios y ex contratistas, de los cuales 
ya hay muchos purgando condenas en centros carcelarios y penitenciarios, otros están siendo 
investigaos o a la espera de la decisión que tome un juez de la república. 
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En cuanto al marco legal referir en primera instancia la (Ley 1474 de 2011), “Por la 
cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y 
sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública”  
Esta Ley instaura el tema relacionado con las inhabilidades para poder contratar con 
el Estado, de la misma forma robustece la acción de repetición, que es un instrumento judicial 
que la Carta Política del 91 y la ley le conceden a la administración pública para lograr de 
sus funcionarios o exfuncionarios la devolución del monto de la indemnización que ha debido 
reconocer a los particulares como resultado de una condena; al respecto la (Ley 678 de 2001) 
en el artículo 2 señala que: 
ACCIÓN DE REPETICIÓN. La acción de repetición es una acción civil de carácter 
patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como 
consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento 
indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra forma 
de terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el particular que 
investido de una función pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, 
la reparación patrimonial.  
La precitada Ley enfatiza de manera enérgica la necesidad de ejercer un control 
interno más autónomo y efectivo en las entidades que hacen parte de la Rama Ejecutiva, 
planeando la necesidad de un sistema de control más eficaz en esta dura batalla. Observando 
el contenido de la norma, se puede inferir que lo que se pretende es “frenar” este flagelo, una 
meta muy, pero muy difícil de lograr y los resultados saltan a la vista, más de siete (7) años 
de promulgada la norma y la corrupción crece y lo peor que se “fortalece”, incluso 
enquistándose en instituciones importantes del Estado Colombiano.  
Contratos estatales que continúan manteniendo el sello de la corrupción, de donde 
se deduce que pese a la existencia de un gran marco normativo, el problema de la corrupción 
que se hace presente en acotos de contratación por ejemplo, tiene que ver con aspectos de 
índole moral y ético ya que el actuar equivocado de funcionarios públicos y de particulares 
que participan en esto hechos, no actúan en debida forma, por el contrario, anteponen sus 
intereses mezquinos olvidándose del papel que deben cumplir, el concepto de honestidad 
desaparece en estos escenarios y esta cualidad que debe estar aferrada a estas personas, brilla 
por su ausencia haciendo que estos seres humanos se sujeten a la consecución de bienes sin 
importar ni el cómo ni el cuándo, apoyándose en una perspectiva maquiavélica para justificar 
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sus indebidos procederes, actuando en hechos donde se prioriza sobre el interés particular 
mas no sobre el general, donde lo único que les interesa es conseguir ganancias. Al referirse 
a la Ley 1474 de 2011 (Nieves, 2014, pág. 10) afirma que:  
 
El objetivo puntual, de la ley 1474 de 2011, se centra en dar respuesta a los vacíos en el 
tema de corrupción, esencialmente en lo concerniente con la contratación estatal, 
orientándose a fortalecer la prevención, la investigación y sanción de actos de corrupción y 
la efectividad del control de la gestión pública. Es así como se establecen medidas 
administrativas, penales, disciplinarias en la lucha contra la corrupción. 
Es cierto que los actos de corrupción se han visto en mayor medida en contratación 
estatal ya que las sumas de dinero que se mueven por este concepto son exorbitantes, sin 
dejar de lado que este flagelo ha tocado otras esferas de la vida institucional y que tanto 
particulares como servidores públicos donde haya intereses fuera de la ley ha de actuar y 
proceder a como dé lugar para lograr sus objetivos, tal y como lo sustenta (Nieves, 2014, pág. 
9), para quien: 
La corrupción se presenta comúnmente en la contratación estatal pues es allí de acuerdo a 
las partidas que se destinan del presupuesto para desarrollar diferentes actividades en donde 
personas con gran perfil corrupto aprovechan para poder acceder a estos tipos de contratos. 
En donde se ven implicados tanto funcionarios o servidores públicos que son los encargados 
de realizar este trámite como la persona natural o jurídica que desea acceder a esta 
negociación sin importarle el bien común o colectivo sino en donde prevalece el bien 
propio; pues con esto lo que se desea es ganar dinero de una manera fácil si tener que 
sacrificar nada. 
Ley 134 de 1994, por la cual se establecen normas relacionadas con los mecanismos 
de participación ciudadana. El artículo 1 rotula el objetivo de esta ley señalando que:  
La presente Ley estatutaria de los mecanismos de participación del pueblo regula la 
iniciativa popular legislativa y normativa; el referendo; la consulta popular, del orden 
nacional, departamental, distrital, municipal y local; la revocatoria del mandato; el 
plebiscito y el cabildo abierto. Establece las normas fundamentales por las que se regirá la 
participación democrática de las organizaciones civiles.  
Importante resaltar de esta Ley que en uno de los artículos se estipula lo relacionado 
con las veedurías ciudadanas que tendrán que actuar en todo el territorio nacional, 
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desarrollando una función significativa, vigilando y controlando la gestión pública y los 
recursos de la Nación.    
Ley 136 de 1994 se busca modernizar la organización y el funcionamiento de los 
municipios y en el artículo 167 señala que los organismos de control fiscal vincularán a la 
comunidad en la realización de su gestión fiscal en las entidades sujetos de control con el 
propósito de garantizar que la función del Estado esté orientada al bien común y sus recursos 
están dirigidos al beneficio social. Esta ley fue reformada por la Ley 1551 de 2012, por la 
cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios. 
Ley 190 de 1995: “por la cual se dictan normas tendentes a preservar la moralidad 
en la Administración Pública y se fijan disposiciones con el objeto de erradicar la corrupción 
administrativa”. En el artículo 1 de esta norma se deja claro las condiciones de los candidatos 
que aspiran a ocupar un cargo público o contratar con el Estado y plantea que “deberá 
presentar ante la unidad de personal de la correspondiente entidad, o ante la dependencia que 
haga sus veces, el formato único de hoja de vida debidamente diligenciado en el cual 
consignará la información completa que en ella se solicita” 
La Ley 610 de 2000 instituyó el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de 
competencia de las contralorías. En el artículo 8 se establece que: 
El proceso de responsabilidad fiscal podrá iniciarse de oficio, como consecuencia del 
ejercicio de los sistemas de control fiscal por parte de las propias contralorías, de la solicitud 
que en tal sentido formulen las entidades vigiladas o de las denuncias o quejas presentadas 
por cualquier persona u organización ciudadana, en especial por las veedurías ciudadanas 
de que trata la Ley 563 de 2000. 
Importante tener en cuenta que a través de esta Ley se pone de manifiesto el papel 
preponderante de la comunidad, toda vez que si ésta detecta visos de corrupción, como por 
ejemplo malversación de recursos públicos o manejos inadecuados de los bienes de la Nación 
podrán solicitar al ente de  control fiscal correspondiente, que se dé apertura a un proceso de 
responsabilidad fiscal que inicie y pueda terminar con auto de responsabilidad fiscal y trazar 
el camino para que se pueda no solo recuperar el patrimonio público, sino también indiciar a 
los responsables de estos actos ilícitos. 
Ley 850 de 2003 por la cual se reglamentan las veedurías ciudadanas, y son 
precisamente un mecanismo para poder ejercer control social, dándole facultades a los 
ciudadanos, en el caso materia de este asunto, para que puedan vigilar la gestión pública de 
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las diferentes autoridades y de organizaciones de carácter privado o públicas y de otras 
organizaciones; precisamente en el artículo 1 de esta norma, se define que es una veeduría 
ciudadana: 
 
Se entiende por Veeduría Ciudadana el mecanismo democrático de representación que le 
permite a los ciudadanos o a las diferentes organizaciones comunitarias, ejercer vigilancia 
sobre el proceso de la gestión pública, frente a las autoridades: Administrativas, políticas, 
judiciales, electorales y legislativas, así como la convocatoria de las entidades públicas o 
privadas encargadas de la ejecución de un programa, proyecto, contrato o de la prestación 
de un servicio público. Dicha vigilancia, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 270 de la Constitución Política y el artículo 100 de la Ley 134 de 1994, se ejercerá 
en aquellos ámbitos, aspectos y niveles en los que en forma total o parcial se empleen los 
recursos públicos con sujeción a lo dispuesto en la presente ley. 
Es claro entonces que una veeduría ciudadana es uno de los mecanismos de 
participación, con que cuenta una comunidad para que pueda agruparse y poder adelantar 
seguimiento al cumplimiento de obligaciones, compromisos, competencias y funciones de 
entidades públicas. Lo importante del asunto es que las veedurías ciudadanas otorgan 
potestades a personas naturales, personas jurídicas, previos cumplimientos de los requisitos 
legales para que puedan desplegar vigilancia sobre ámbitos y niveles que utilicen recursos 
públicos. Realidad que, para Colombia, según (Patiño & Salinas, 2015, pág. 1) “se erigen 
como herramientas de participación ciudadana que trascienden más allá de la participación 
electoral y ejerce un papel muy activo a la hora de revisar la gestión Pública”.  
Cabe anotar que estas veedurías fueron creadas en virtud de la Ley 134 de 1994, la 
misma que regulaba los mecanismos de participación ciudadana y fue en el legislativo a 
finales de la década de los años noventa donde se iniciaron los trámites con el fin de 
reglamentarlas ya que pasaron a constituirse como una de las formas de participación 
ciudadana para el ejercicio del control social a la gestión pública; esta labor trasegó durante 
años en el Congreso y fue con la expedición de la Ley 850 de 2003, donde se consolidan 
estas veedurías ciudadanas. Cuestiones que para la (Alcaldía de Medellín, 2015), representan: 
Con esta Ley se regulan las veedurías, considerándolas como mecanismo democrático de 
representación de los ciudadanos o de las organizaciones sociales para ejercer la vigilancia 
sobre la gestión pública, que asigna responsabilidades a las Entidades del Estado con la 
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conformación de la Red Institucional de Apoyo a las veedurías; estas son: Procuraduría 
General de la Nación, Contraloría General de la República, Defensoría del Pueblo, 
Ministerio del Interior, Departamento Administrativo de la Función Pública, Escuela 
Superior de Administración Pública - ESAP- y organismos de Planeación de los diferentes 
niveles. 
En la Directiva Presidencial 12 de 2002, se establecieron los lineamientos, 
criterios, medidas y acciones de corto y mediano plazo, que deberán cumplir las entidades 
públicas en materia de lucha contra la corrupción en la contratación estatal. Dichas medidas, 
según la (Directiva 12 de 2002) están dirigidas a “garantizar transparencia en los procesos de 
selección de contratistas; generar instancias de participación de la comunidad a través de 
veedurías ciudadanas”.  
De otra parte, mediante la Ley 1778 de 2016 se dictaron normas sobre la 
responsabilidad de las personas jurídicas por actos de corrupción transnacional y se dictan 
otras disposiciones en materia de lucha contra la corrupción; esta disposición en el capítulo 
IV modificó los artículos 1, 2, 7 y 72 del Estatuto Anticorrupción (Ley 1474 de 2011). Con 
esta Ley se modifican las inhabilidades para contratar a “aquellos que incurran en delitos 
contra la administración pública, quienes financien campañas políticas, responsabilidad de 
revisores fiscales y las funciones adicionales del Programa Presidencial de Modernización, 
Eficiencia, Transparencia y Lucha contra la Corrupción”. (Ley 1778 de 2016) 
Ley conocida como “Ley Antisoborno”, en la que se establecen normas sobre la 
responsabilidad de las personas jurídicas por actos de corrupción. Precisamente en el artículo 
2 se habla de la responsabilidad administrativa de las personas jurídicas  
Responsabilidad administrativa de las personas jurídicas. Las personas jurídicas que por 
medio de uno o varios: empleados, (ii) contratistas, (iii) administradores, o (iv) asociados, 
propios o de cualquier persona jurídica subordinada: (i) den, (ii) ofrezcan, o (iii) prometan, 
a un servidor público extranjero, directa o indirectamente: (i) sumas de dinero, (ii) cualquier 
objeto de valor pecuniario u (iii) otro beneficio o utilidad, a cambio de que el servidor 
público extranjero; (i) realice, (ii) omita, (iii) o retarde, cualquier acto relacionado con el 
ejercicio de sus funciones y en relación con un negocio o transacción internacional. (Ley 
1778 de 2016) 
Ley 1474 de 2011, por medio de la cual se dictan normas a fortalecer los 
mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad 
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del control de la gestión pública. Esta Ley conocida como Estatuto Anticorrupción, refiere 
aspecto importantes, destacando, entre otros,  la responsabilidad de las personas que 
pretendan ocupar un cargo público o celebrar un contrato con el Estado, la obligación de 
informar acerca de las inhabilidades o incompatibilidades en las que pueda incurrir; otro 
aspecto es el relacionado  con el principio de repetición frente a los servidores públicos; se 
instauró el diario único de contratación, como mecanismo para impulsar la publicidad y 
transparencia en la contratación pública. 
Entendidos en la materia, afirman que esta ley trae consigo aspectos positivos tales 
como la implementación de herramientas indispensables no solo para combatir, sino también 
para prevenir la corrupción; además se tipifican una cadena de delitos tanto para el sector 
público como el privado, se incrementan las penas en delitos como el uso de la información 
privilegiada, evasión fiscal y las prescripciones. 
Contrario a los presupuestos planteados y que le dan una favorabilidad a la 
promulgación de esta Ley, los contradictores sostienen que, por la dimensión del problema 
surgido por el flagelo de la corrupción, esta norma a pesar de ser vista como un buen 
instrumento, no soluciona los problemas derivados de la corrupción.  
La lucha contra la corrupción debe ser fortalecida desde el ámbito legal y esta norma 
ofrece los instrumentos para enfrentarlo, claro está que no es suficiente la parte normativa, 
se requiere otras estrategias para alcanzar los objetivos en esta ardua tarea, de ahí que (Torres, 
2014, pág. 32) afirme que:  
La adopción de estrategias contra este fenómeno: para enfrentar la corrupción es necesario 
instituir diversas estrategias que ataquen a un mismo tiempo las causas y los efectos del 
problema; así, se habla de mecanismos preventivos y represivos, respectivamente; en ambos 
casos, se considera que la elaboración de regulaciones cuyo fin específico sea la lucha contra 
la corrupción dentro del Estado, debe ser el comienzo para el ataque eficaz del problema, 
pues los servidores públicos. 
Con la promulgación de leyes y el amplio marco normativo existente en  el país, se 
ha puesto en marcha desde hace años una lucha frontal contra la corrupción que aun continúa 
debido a la expansión de este flagelo y a pesar de concurrir dentro del orden jurídico 
colombiano esta normatividad, podría pensarse que las leyes vigentes en esta materia no son 
suficientes en la lucha contra ese mal que saquea las finanzas de la Nación, pero no es así, ya 
que si bien es cierto, el compendio normativo es amplio, muchos colombianos consideran 
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que hay carencia de leyes fuertes y punitivas que reten y afronten con castigos más severos 
este mal; no obstante lo anterior, en Colombia el régimen jurídico es amplio y renovado 
constantemente, lo cual puede ser un factor determinante porque pone de manifiesto que se 
está volviendo costumbre legislar en una materia determinada por situaciones de momento, 
coyunturales, por escándalos, como ha sido la constante, sin pensar en la promulgación de 
leyes estructuradas y con un contenido que se proyecte no solo a prevenir sino también a 
castigar en debida forma estas actuaciones que  día  a día desangran las finanzas públicas, 
poniendo en riesgo programas estatales que redundan en beneficios  para toda una 
comunidad.  
Esta práctica de actos de corrupción se ha filtrado en las esferas de la sociedad sin 
excepción alguna, tanto en el sector público como en el privado, lo que trae consigo la 
desconfianza de la sociedad que ve como este mal campea por diversas instituciones, incluso 
en el diario vivir con comportamientos que destilan corrupción, sin que se dé una solución 
efectiva para derrotarlo. 
Desde esta perspectiva y conocedores de la existencia de un compendio normativo 
amplio, lleva a más de un colombiano a reflexionar acerca de que no se requieren más leyes 
en la lucha anticorrupción  y muestra de ello es la ley 1474 del 2011 que está enmarcada con 
un acopio de artículos orientados a fortalecer mecanismos de prevención, investigación y 
sanción de actos corruptos, así como  también una serie de medidas de tipo penal para 
fortalecer esta lucha, sin embargo, la propuesta pedagógica contemplada en la norma de 
índole moral está ausente debido a que como se ha planteado en este investigación, a muchos 
colombianos tanto servidores públicos como particulares creen que el dinero fácil y la 
consecución de éste mediante actos ilícitos es la manera más fácil de enriquecerse o 
acrecentar el capital sin importarles el detrimento patrimonial del Estado, de las personas y 
de toda una sociedad que se ve afectada. Es triste manifestarlo, pero desafortunadamente la 
corrupción pareciera ser que hace parte de la “cultura” de los colombianos y desde esa 
perspectiva, derrotar este mal será una misión casi que imposible. 
Ahora bien, si muchos colombianos, particulares y otros que ostentan el cargo de 
servidores públicos están ungidos por la corrupción, el papel del Estado en esta batalla no ha 
sido el apropiado,  ya que si bien es  cierto con el legislativo se ha impulsado todo un extracto 
de normas, éstas no han cumplido con los propósitos trazados y se observa que  no ha habido 
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fortalecimiento de los mecanismos de prevención, investigación y mucho menos de 
sanciones efectivas, ahí falla la administración desde sus entidades y las denuncias que a 
diario reportan los medios de comunicación dejan en evidencia que no es la falta de normas 
lo que se requiere para combatir la corrupción, esto requiere de algo más, de un trabajo 
mancomunado del Estado y la sociedad para construir estrategias y aplicar en debida forma 
las leyes creadas para esta lucha.     
Se infiere entonces, que uno de los errores en esta lucha es la carencia de una política 
pública nacional, de programas encaminados a hacer pedagogía en la sociedad sobre la 
enseñanza e importancia de la ética en su acepción más amplia con el fin de profundizar sobre 
la gravedad de las prácticas corruptas y las secuelas que deja a su paso, entendiendo que hay 
que concientizarse que si los recursos públicos están siendo dilapidados o apropiados por 
particulares está siendo afectado el derecho al bienestar de todos.    
Son varias las lecturas que se le dan al marco normativo en materia de lucha contra 
la corrupción, sin embargo, algo claro es que por pate del Estado Colombiano y en particular 
desde el Legislativo es que se continua con esa práctica de presentar proyectos de ley y 
llevarlos a constituirse como leyes de la Republica cuando median actos de corrupción de 
alto impacto y los escándalos están a la orden del día en los medios de comunicación, de ahí 
que lo que se sanciona y pasa a ser parte de la legislación, son leyes que no han sido 
estructuradas y tramitadas dentro de la cordura requerida, dónde medien más el interés común 
y no el de un sector de la sociedad; por el contrario, se observa la prevalencia de un sector 
político, al interior del legislativo, que actúa para obtener reconocimiento personal o de una 
bancada, permitiéndose con ello que la esencia de la norma, se muestre confusa en muchas 
de sus partes. 
La Ley anticorrupción para muchos colombianos, no le iba poner fin a la corrupción, 
por el contario si se hace memoria, se promulgó en un momento en donde el país conocía de 
actos graves de corrupción, sobre todo en materia de contratación estatal y este estatuto 
anticorrupción como es conocido procura constituirse en el instrumento para que los 
administradores de justicia y entidades como la Contraloría y Procuraduría, detecten y 
sancionen de manera eficiente los delitos en el marco del fenómeno.  
El fenómeno de la corrupción ha sido y es una de las principales amenazas contra el 
Estado social de Derecho toda vez que ha resquebrajado los cimientos sobre los cuales se 
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estructura la democracia, además porque su injerencia ha creado graves transformaciones del 
sistema político democrático, de la economía y de los preceptos constitucionales que 
enmarcan las labores propias de la administración pública. Sin duda, este flagelo al interior 
de un Estado social de derecho afecta la estructura de cualquier entidad haciendo que 
prevalezca el deseo o interés mezquino sobre los bienes comunes, para forjar el uso indebido 
del Estado en beneficio y satisfacción de intereses particulares. 
Muchas son las normas que se han creado por parte del legislativo para combatir la 
corrupción sin resultados óptimos ya que este flagelo se incrementa día a día, es por eso que 
se debe actuar de inmediato por parte del Estado colombiano en la aplicación de manera 
efectiva de la normatividad penal para cumplir con un carácter restablecedor frente a otras 
normas jurídicas no sancionatorias que no han logrado contener las expectativas y en un 
Estado democrático como el colombiano, es imperativo visibilizar el poder sancionatorio en 
especial de la Ley penal lo que conllevaría a concretar una estrategia clave para vencer las 
prácticas corruptas a través de la vigilancia democrática y participativa de la mano con las 
acciones gubernamentales.  
Que este vínculo no se quede en meras expectativas ya que lo que se necesita sin lugar 
a dudas es que el compendio normativo cumpla con el carácter reordenador y llene las 
perspectivas del modelo social imperante, de lo contrario que sea el derecho penal  el que 
responda a las expectativas, no obstante es importante tener en cuenta que esta rama del 
derecho no es  la tabla de salvación ya que de todos es sabido que se debe apelar al derecho 
penal como la última ratio, en pro de satisfacer dichas expectativas. 
La lucha contra la corrupción debe ser constante y los esfuerzos para su reducción 
deben continuar permanentemente desde diferentes frentes; las acciones deben centrarse en 
sectores definidos, delineando estrategias concretas, que conduzcan al diseño de una política 
pública eficaz para combatir el mal, eso sí, con el soporte de medidas educativas, fiscales, 
administrativas, disciplinarias y penales. 
Los servidores públicos y funcionarios al servicio del Estado del orden nacional, 
departamental y municipal, son el centro de las noticias y titulares de periódicos locales e 
internacionales por las conductas inapropiadas desarrolladas como gestores públicos y por la 
comisión de delitos, por vulnerar la Constitución y la Ley haciendo de esto un tema que lleva 
al morbo, de paso un asunto complicado para un Estado que muestra debilidad, tolerante al 
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delito y con una administración de justicia débil que admite  no solo el trasegar pausado de 
un fenómeno como la corrupción sino también, la inoperancia de las políticas públicas que 
se han creado para combatir este flagelo y permitir algo más delicado y vergonzoso como lo 
es la impunidad. 
Las conductas punibles desplegadas por los delincuentes que “sirven” al Estado han 
sobrepasado los límites que impone la Ley y poco o nada interesa que se atente contra el 
patrimonio de los colombianos o se transgreda derechos fundamentales de grupos 
vulnerables ya que lo único que les interesa es el beneficio propio olvidándose por completo 
del interés general que es el que debe primar, mucho menos comprender que la labor de la 
Administración Pública se contextualiza por medio del compromiso con el interés general, 
la existencia de un `bien común, la relación con el poder político, la responsabilidad del 
manejo de los recursos de toda una sociedad, la legitimidad y la credibilidad en esta gerencia 
pública. Situación claramente registrada por(Transparencia por Colombia, 2015, pág. 249), 
quien al respecto afirma:  
Si se tratara de empezar con la Ley suprema de un país, su Constitución, Colombia ofrece 
instituciones y reglas importantes para el combate contra la corrupción: intenta garantizar 
la democracia a través de  la descentralización y la participación amplia de los ciudadanos 
en la gestión y en el control de lo público y, al tiempo que consagra diversas inhabilidades, 
incompatibilidades, prohibiciones y conflictos de interés como causales de sanción penal y 
disciplinaria de los servidores públicos, promueve la trasparencia, y la integridad en la vida 
oficial. 
Debe ser constante la lucha contra este mal  y evitar que se expanda, se debe ir en 
busca de niveles altos de transparencia e integridad en la gestión pública, así como el 
mantener las iniciativas diseñadas en el país como las trazadas a nivel internacional y de las 
cuales Colombia debe valerse no solo por los convenios existentes sino también porque serian 
herramientas jurídicas útiles y válidas para sentar las bases sobre las que se ha de erigir y 
sostener tanto a nivel local, departamental, distrital o nacional las instituciones públicas, la 
participación ciudadana y la promoción de la transparencia. Panorama un tanto oscuro, que 
para (Velásquez, 2015, pág. 16), se traduce en, “las estadísticas sobre corrupción parecen 
justificar la preocupación por este problema, que, pese a las leyes penales expedidas, no 
ofrece mejoría sustancial”. 
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Al respecto la (Veeduría Distrital, 2015, págs. 5 - 6), señala que Colombia ha 
firmado convenios internacionales para hacerle frente a la corrupción y en el documento 
técnico de soporte de política pública de trasparencia, integridad y no tolerancia con la 
corrupción en Bogotá, manifiesta que:    
A nivel internacional, el Estado Colombiano participó en los procesos de adopción de la 
Convención Interamericana contra la Corrupción -CICC- (el 10 de abril del 2000), la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción –CNUCC- (aprobada por la ley 
970 de 2005) y en 2013 firma la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores 
Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico –OCDE-, a través de los cuales se busca 
fortalecer los mecanismos para prevenir, detectar y sancionar la corrupción, así como 
potenciar la cooperación internacional para la investigación y sanción de los delitos de esta 
índole.  
A nivel nacional la Constitución Política establece que Colombia es un Estado social 
de derecho por lo tanto muestra de manera clara el marco sobre el cual se acogerá y 
desarrollará las normas relacionadas con la trasparencia integridad y la prevención del flagelo 
de la corrupción, a esto se suma el postulado constitucional que sostiene que ha de prevalecer 
el interés general sobre el particular.  Además de la norma superior existe un compendio 
normativo relacionado con el flagelo de la corrupción. Al respecto el (Grupo Iberoamericano 
de la Práctica de Compliance, 2015), sostiene que:    
Las principales normas relacionadas con el fenómeno de la corrupción se encuentran 
comprendidas en: (i) el Código Penal (Ley Núm. 599 del 2000) y el Código de 
Procedimiento Penal (Ley Núm. 906 de 2004); (ii) la normativa disciplinaria, referente a 
las obligaciones y sanciones aplicables a los servidores públicos y a los privados que 
ejecuten funciones públicas; (iii) políticas públicas adoptadas en instrumentos vinculantes; 
(iv) regulaciones y políticas recogidas por algunas normas no vinculantes, expedidas por 
diferentes autoridades locales; y (v) estatutos independientes (como aquel contemplado en 
la Ley Núm. 1474 de 2011, el “Estatuto Anticorrupción”) y algunas previsiones específicas 
que aplican a sectores particulares (tal y como lo son las prohibiciones establecidas para el 
sector salud.  
La Ley 734 de 2002, mediante la cual se expide el Código Disciplinario Único, que 
contempla entre otras, los deberes y prohibiciones de todo servidor público, entre los 
primeros, Art.  34 “aquellos contenidos en la Constitución” y entre las prohibiciones, Art. 35 
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“ocasionar daño o dar lugar a la pérdida de bienes que hayan llegado a su poder por razón de 
sus funciones” 
Desde el legislativo se tramitó el proyecto de Ley que culminó con lo que hoy es el 
Código General Disciplinario, extracto que acopia 265 artículos, entre ellos los que 
determinan aquellos sujetos disciplinables, contemplando también las causales de extinción 
de una acción, las sanciones y todos aquellos asuntos procedimentales y sustanciales que 
tiene que ver con derechos, deberes, incompatibilidades, impedimentos, inhabilidades y 
conflictos de intereses de los servidores públicos. De esta forma, pareciera que se busca 
fortalecer el ejercicio de control disciplinario, como un instrumento necesario en la 
Administración Pública orientado a garantizar que la función que se debe desempeñar y 
encaminar al favorecimiento de los derechos, libertades e intereses del Estado y de la 
comunidad en general.     
Lo anterior supone que se prepara con esta herramienta jurídica y las preexistentes 
el camino para emprender acciones encaminadas a investigar y sancionar aquellos 
comportamientos inadecuados, si se requiere e imponer sanciones a aquellos que perpetren 
actos contrarios a la ley, que atenten contra el patrimonio del Estado y de paso produciendo 
perjuicios directamente a la comunidad. 
El 28 de enero del presente año fue sancionado el nuevo Código General 
Disciplinario - CGD (Ley 1952 del 2019), norma que sienta las bases para adelantar procesos 
en contra de servidores públicos y algunos particulares que ejercen funciones públicas de 
manera permanente o transitoria, esta Ley según disposiciones previstas entraría en vigor en 
el mes de mayo del año en curso, fecha en la cual fenecería la Ley 734 de 2002 y el decreto 
ley 262 del 2000.   
Se estipula en esta Ley que los servidores públicos, los particulares que administren 
recursos públicos, los que cumplan labores de interventoría o supervisión en los 
contratos estatales y los auxiliares de la justicia estarán sujetos a esta norma; también se 
insertan importantes aspectos tales como los relacionados con la responsabilidad, definiendo 
nociones de dolo y culpa en materia disciplinaria; en cuanto a la culpa leve, la Ley sostiene 
que no será sancionable disciplinariamente, lo cual significa que la autoridad disciplinaria 
deberá tener presente que por si se llega a dar hechos productos de descuidos mínimos no 
habrá lugar a reproches.  
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En el Código Único Disciplinario están organizados aquellos comportamientos que 
el legislador considera como faltas disciplinarias, (Ámbito Jurídico, 2019)sostiene que, se 
clasificaron las faltas gravísimas, encuadrándolas en ciertos capítulos para evidenciar su 
particular especialidad así:  
Faltas relacionadas con la infracción al derecho internacional de los derechos humanos y al 
derecho internacional humanitario; faltas relacionadas con la libertad y otros derechos 
fundamentales, faltas relacionadas con la contratación pública, faltas relacionadas con el 
servicio o la función pública, faltas relacionadas con el régimen de incompatibilidades, 
inhabilidades, impedimentos y conflictos de intereses, faltas relacionadas con la hacienda 
pública, faltas relacionada con la acción de repetición, faltas relacionadas con la salud 
pública, los recursos naturales y el medio ambiente, faltas relacionadas con la intervención 
en política, faltas relacionadas con el servicio, la función y el trámite de asuntos oficiales, 
faltas relacionadas con la moralidad pública; faltas relacionadas con el régimen 
penitenciario y carcelario y faltas que coinciden con descripciones típicas de la ley penal. 
En la norma se estipula y así lo refiere (Ámbito Jurídico, 2019) respecto a las faltas 
graves y leves “que se estará en presencia de una falta disciplinaria grave o leve por el 
incumplimiento de los deberes, el abuso de los derechos, la extralimitación de las funciones 
o la incursión al régimen de prohibiciones, salvo que la conducta esté prevista como falta 
gravísima, con lo cual se busca enfatizar, de una vez por todas, que las faltas gravísimas 
son normas especiales”. 
2.3.1.1   Reflexiones de la Corte Constitucional sobre el fenómeno de la corrupción 
La Corte Constitucional en (Sentencia C - 434 de 2013), con ponencia del 
magistrado Dr. Alberto Rojas Ríos frente a la corrupción manifestó: “en el ordenamiento 
colombiano sí existen instrumentos jurídicos a partir de los cuales es posible determinar el 
significado de la expresión “hechos o circunstancias que puedan constituir actos de 
corrupción tipificados como conductas punibles” Lo que más publicitan los medios es la 
corrupción en la administración pública, pero es obvio que como en el verso de Sor Juana 
Inés de la Cruz “ Quien es más de culpar, la que peca por la paga, o el que paga por pecar “. 
Porque para que haya corrupción en el sector público se requiere de la corrupción en el sector 
privado. Además, si se tiene en cuenta la anterior observación, es claro que también hay 
corrupción en el sector privado, no solo cuando con sus coimas corrompen a los funcionarios, 
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sino cuando actúan por cuenta propia y afectan los intereses económicos de las empresas con 
que trabajan, o afectan a toda la comunidad con el encarecimiento artificial de los precios o 
cuando perjudican los intereses del Estado. 
Es de reconocer que no sólo los administradores públicos son los corruptos, que, de 
igual modo, hay muchos delitos conexos con la corrupción, que hoy se muestran como el 
escudo de una sociedad que, sin medir las consecuencias, dio paso y albergó el fenómeno, al 
punto que hoy los efectos de estas prácticas han llevado a una de las mayores crisis de la 
historia, relacionada con la corrupción a nivel público y privado. Cómo no traer a colación 
el pensamiento de Sor Juana Inés de la Cruz “Quién es más de culpar, la que peca por la paga, 
o el que paga por pecar” (De la Cruz) 
La Administración Pública ha tenido que soportar los avatares producto de la 
comisión de delitos como el peculado, el mismo en el que incurren no solo servidores 
públicos sino también particulares que contratan con el Estado en calidad de intervinientes y 
tiene que ver con la apropiación ilegal, en provecho propio o a favor de un tercero, de bienes 
del Estado. En (Sentencia C - 944 de 2012), con ponencia del magistrado Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub, señaló:   
La administración pública es lesionada cuando el servidor, debiendo ceñir su 
comportamiento a las normas constitucionales y legales que organizan y diseñan estructural 
y funcionalmente todo lo relacionado con los bienes —estatales, particulares o mixtos—, 
sintiéndose señor y dueño de las cosas que con base en la confianza se le han entregado para 
que las custodie, cuide, administre o vigile, las toma para sí y/o para otro, con lo cual rompe 
esa normatividad, desmorona esa organización y estructura regladas e incurre y genera la 
sensación o certeza de deslealtad, improbidad y ausencia de transparencia dentro de los 
coasociados. 
Grave también el delito en el que incurren servidores públicos cuando toman 
decisiones por medio de una resolución, dictamen o un concepto contrario a la ley. En este 
caso el prevaricato es un delito que en los últimos días ha generado un escándalo mayúsculo 
al interior de la administración de justicia a punto que se habla ya del cartel de la toga porque 
la corrupción ingresó a la rama judicial, penetrando hasta las altas cortes.  
Concusión y Cohecho dos delitos en los cuales los sujetos pasivos son servidores 
públicos; en el primero, el funcionario que incurre en este punible abusa de su cargo o de sus 
funciones para constreñir o inducir a alguien a dar o prometer dinero o cualquier otra utilidad 
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indebidos; en el segundo (Cohecho) se tipifica cuando el sujeto activo recibe para sí o para 
otro, dinero u otra utilidad, o acepte promesa remuneratoria, directa o indirectamente para 
retardar, u omitir un acto propio de su cargo o para ejecutar uno contrario a sus deberes 
oficiales. En este delito es importante establecer que los juristas consideran este delito como 
de dos vías, toda vez que se sanciona al que recibe las prebendas, ya sean por medio de dinero 
u otros beneficios, sino que también se penaliza al que ofrece.  
Innegable es que, tratándose de corrupción, son dos los actores que se ven 
directamente involucrados en ella, pues, así como es corrupto quien recibe, de igual manera 
el que ofrece se somete al flagelo; de ahí que es necesario hacer énfasis, que la promoción de 
la lucha contra este mal, no es siempre puro y a veces obedece a intereses particulares 
definidos.  Este fenómeno, cada día es más visible gracias a la contaminación que ha logrado 
en muchos de los ámbitos, bien sea, en lo político, jurídico, económico, etc., a lo cual se suma 
la débil autoridad del Estado y el beneplácito de quienes piensan en el beneficio particular 
accediendo a dineros y bienes de fácil consecución.   
Bien se sabe que los funcionarios que se apartan de la ley, no actúan solos, de ahí 
que, la influencia de terceros lleve a la concreción de grupos organizados con tres o más 
personas que en determinado tiempo han de actuar de manera concertada, con el fin de 
cometer actos delincuenciales; de manera pues, que la responsabilidad no es exclusiva de los 
funcionarios, sino de los intereses de particulares, que ven en estas personas el camino 
expedito para cumplir con sus cometidos, llegando por esta vía a establecer el ilícito del 
concierto para delinquir, y así, usar el poder para cambiar de rumbo la gestión pública y 
encaminarla al beneficio privado. Pensar, entonces, en un frente común que no sólo mire a 
los funcionarios como los únicos responsables, sino aquellos que directa o indirectamente 
participan del ilícito; por eso las medidas en la lucha contra este flagelo han de enfocarse a 
la prevención, investigación y sanción de los delitos asociados con este mal, desbaratando a 
este grupo de personas que de manera confabulada se unen para delinquir. Al respecto, la 
Corte Suprema de Justicia, en (Providencia AP 1528 de 2018), ha manifestado: 
Este delito requiere, como lo tiene decantado la Sala, de: (i) un acuerdo de voluntades entre 
varias personas; (ii) una organización que tenga como propósito la comisión de delitos 
indeterminados, aunque pueden ser determinables en su especie; (iii) la vocación de 
permanencia y durabilidad de la empresa acordada y; (iv) que la expectativa de realización 
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de las actividades propuestas permita suponer fundadamente que se pone en peligro la 
seguridad pública. 
 Escándalo tras escándalo ha sido la constante y no hay pausa, un día sale a la luz 
pública la noticia relacionada con un acto de corrupción, al día siguiente otro informe sobre 
hechos de esta índole, pero en entidad pública o privada diferente y la sociedad colombiana 
cautiva de indignación ya que los medios de comunicación no descansan en sacar a relucir 
estos actos delincuenciales y  no se ocupan de otra cosa que no sea comunicar a la opinión 
pública sobre delitos cometidos por servidores públicos, congresistas, contratistas, a lo largo 
y ancho del territorio nacional. tal como lo ha manifestado Juan Carlos Henao, “No hay un 
solo delito del amplio “vademécum delincuencial jurídico” de la contratación pública que no 
sea tema de conversación cotidiana en el país”(Henao, 2016) 
2.3.2.  Compromisos internacionales 
“La globalización de la economía precipita otras formas de corrupción en las cuales 
empresas transnacionales, que han sido la minoría, quieren ganarse los mercados a través 
de actos de corrupción, entre ellos el soborno” (Villegas, 1998, pág. 1) 
En un mundo globalizado se hace indispensable concertar las legislaciones, la razón, 
sencillamente porque el mundo es dinámico, está en constante cambio, en todos los órdenes, 
no se puede vivir aislado. sostiene (Eunomía, 2018, pág. 36), que:  
No cabe duda de que una de las tareas más importantes, quizá la fundamental, en un proceso 
de integración regional es la de la armonización legislativa, que siempre tiene un 
presupuesto: la aproximación o semejanza cultural, cuya carencia se constituye en una de 
las razones por las que tentativas de integración han fracasado o, sencillamente, no se han 
podido llegar a iniciar. 
El crimen también se ha organizado e internacionalizado, dura reflexión, pero esa 
es la realidad, la delincuencia posee las herramientas necesarias para planear y armonizar sus 
fechorías, esto no es exclusivo de Colombia; la criminalidad, con sus actos delincuenciales, 
viene ocasionando daños incalculables donde se encuentre, se ha “internacionalizado” con el 
fin de accionar su transitar criminal, traspasando fronteras y organizadamente, desde el 
interior, avanzar hacia el exterior.  
Sin duda, dentro de los actos criminales, la corrupción se ha difundido, de ahí que 
varios países del mundo se han unido para implementar políticas y batallar contra este 
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verdugo; (Diego, 2008), recoge para su reflexión una de las conclusiones del Tercer Foro 
Global sobre la lucha contra la corrupción y la salvaguarda de la integridad, efectuado en Seúl, Corea 
del Sur del 29 al 31 de mayo de 2003, donde la comunidad internacional manifiesta que: 
La corrupción ha evolucionado en un fenómeno transnacional y transectorial por lo que su 
combate debe ser holístico y que no sólo involucre al sector público sino también al sector 
privado, a la sociedad civil, a los investigadores, a los medios de comunicación, y a las 
organizaciones internacionales relevantes en la prevención y lucha contra la corrupción. 
Es así como en la delineación de estrategias para combatir este mal se han tenido en 
cuenta aspectos básicos que gravitan en su entorno, implementando aspectos importantes 
como la prevención, la sanción penal a hechos y gestores de actos corruptos buscando 
permanentemente recobrar, en lo posible, los bienes que fueron materia de estos ilícitos y por 
tratarse de sucesos trasnacionales, se explora consolidar la cooperación internacional y 
estructurar los ejes para constituir convenciones en la lucha contra el flagelo, cada día más 
sofisticado. La ONU en la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción (Naciones Unidas, 
2003, pág. 4) en la Asamblea General, celebrada en Nueva York el 31 de octubre afirmó que:  
La lucha contra la corrupción requiere en la actualidad de acciones coordinadas por parte 
de los Estados, a partir de una visión de este fenómeno no como un problema local que debe 
enfrentar cada país, sino como un reto global que exige el compromiso de todos los Estados 
para prevenir, detectar, investigar y sancionar a los responsables de estas acciones ilícitas. 
Las prácticas corruptas se han infiltrado en varios Estados y en sus instituciones, 
situación que ha conllevado a diferentes países a unir esfuerzos y materializar la cooperación 
y apoyo en planes y programas de prevención, lucha y sanción a actos de corrupción, 
consideración a la que ha llegado (López, 2003, pág. 114), al señalar: “Los países están 
sujetos a normas y políticas de carácter internacional que tienen el propósito de prevenir, 
frenar o controlar la corrupción. Éstas están enfocadas principalmente en el sector 
gubernamental”.  
El compromiso del Estado Colombiano no debe ser un apoyo aislado y exclusivo 
del gobierno, por el contrario, en la precitada Convención, en diferentes Estados donde la 
corrupción despunta, la inquietud apunta a concluir que este flagelo impacta de manera 
negativa en la economía y en la democracia, lo cual ha concientizado a varios Estados a 
debatir sobre el asunto y a fortificar no solo la ayuda y cooperación mundial, sino endurecer 
la normatividad interna y por supuesto la internacional, así como continuar con los convenios 
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y convenciones multilaterales que plantearan medidas efectivas para aniquilar este mal. 
Apuntes que en palabras de (López, 2003, pág. 112) responden a: “La Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la Corrupción 
son los principales instrumentos jurídicos de carácter internacional referidos a la prevención 
y represión de actos irregulares cometidos por funcionarios públicos”. 
A parte de los compromisos mencionados, Colombia ha asumido a nivel 
internacional en la lucha contra la corrupción, otros diversos, es así como uno de los primeros 
acuerdos suscritos fue el de la Convención Interamericana contra la Corrupción y la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, luego se adhieren a otros acuerdos 
entendiendo que el crimen organizado hacía de la corrupción un crimen transnacional y los 
alcances de este mal habían que detenerlos, por eso surgen alianzas como la que permitió 
consolidar otros acuerdos, entre los que se pueden mencionar: la Alianza para el Gobierno 
Abierto (AGA), la Iniciativa de Transparencia en la Industria Extractiva (EITI) y la 
Convención de la OCDE contra el Soborno Transnacional.  
Estos acuerdos se ratifican, entre otros aspectos, como la posibilidad a un plan de 
colaboración y ayuda internacional en situaciones que pongan en riesgo la seguridad no solo 
de un país, sino de sus vecinos u otros que eventualmente puedan ser afectados, es así como 
por el temor de la expansión de los tentáculos de la corrupción se adoptan este tipo de 
medidas, en donde se obliga a los países firmantes a un compromiso total de las obligaciones 
que le competen. Aspectos que según (Ungar, 2014), responden a: 
Adherir a estos mecanismos conlleva obligaciones y responsabilidades que comprometen 
al Estado colombiano no solamente frente a la comunidad internacional, sino a nivel interno. 
Por esto, no pueden ser entendidas como simples manifestaciones de buena voluntad de un 
gobierno. Cada vez más, estos compromisos van acompañados de procesos de evaluación 
y monitoreo por parte de organismos internaciones y de actores nacionales que se traducen 
en recomendaciones, llamados de atención e incluso pueden llegar a sanciones. 
La lucha contra la corrupción es global y los países afectados por este flagelo deben 
estar comprometidos en ella, suscribir un acuerdo no simplemente firmarlo, va más allá y es 
el cumplimiento de todos los compromisos adquiridos. Aparte de los ya mencionados 
acuerdos, Colombia ha suscrito otros, algunos de ellos presentados por  (Secretaría de 
Transparencia, 2016), que en la siguiente ilustración reconoce la participación del gobierno 




Ilustración 2 Iniciativas Internacionales contra la corrupción 
Fuente: Presidencia de la República, Secretaría de Transparencia (2016) 
 
La corrupción, no es un mal exclusivo de Colombia, es un problema quizá de los 
más grandes que afronta una sociedad, es uno de los obstáculos para el desarrollo y progreso 
de cualquier país, de ahí que muchas naciones se hayan unido para combatirlo, por eso se 
han implementado políticas de alianza en pro de la transparencia y erradicación del flagelo. 
Es un mal “globalizado”.  
2.4.  La corrupción un flagelo globalizante (Derecho Comparado) 
En Colombia como en muchos otros países del mundo, se ha consolidado una 
cultura para evadir las normas y se buscan pretextos o destrezas inadecuadas para hacer 
efectivos los “amagues” a las obligaciones, que como personas en una sociedad, se deben 
cumplir, anteponen posiciones maquiavélicas para justificar sus bribonadas y estas prácticas 
se realizan en muchas actividades del diario vivir: colarse en las filas del transporte, hacer 
fraude en las elecciones, recibir dadivas al votar por uno u otro candidato, hacer fraude en 
los exámenes, falsificar documentos para acceder a un trabajo, falsificar incapacidades para 
no ir a trabajar, en fin, practicar hechos que desde todo punto de vista son ilícitos y muestran 
fácilmente que se asumen manifestaciones con trazas de corrupción y lo más grave, que por 
ser constantes y propios de todos los sectores de la sociedad, sin distingo alguno, pasan a 
constituirse como hechos cotidianos y naturales.  (Castilla, 2018), sostiene que: “desde la 
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época de la colonia se creó una cultura de acatar la norma, pero no cumplirla, es lo que se 
denomina ‘El incumplidor estratégico y arrogante”. 
Este mal ha dejado de ser local para internacionalizarse, está en otras latitudes, que 
inquieta a las sociedades donde yace, que los afecta considerablemente, desmoronando las 
economías e impidiendo el desarrollo económico, eso sí fraguando en muchos sectores 
vulnerables más problemas como el aumento de la pobreza.    
En el mundo difícilmente existirán países que no estén exentos de corrupción, este 
flagelo está en mayor o menor medida, pero está presente, habrá países que la combatan, 
otros no lo harán. Sin duda es un problema endémico, en unos países está más marcado que 
en otros. 
La Organización Trasparencia Internacional desde hace varios años viene 
publicando la lista de países más corruptos en el mundo. Según el índice de percepción de la 
corrupción para el año 2018, Dinamarca es el país menos corrupto del mundo, seguido por 
Nueva Zelanda y Finlandia, en ese orden siguen países como Singapur, Suecia, Noruega, 
Holanda, Canadá, Luxemburgo y Alemania. Este trabajo de percepción se hizo entre 180 
países. En este trabajo se señalan los países considerados como los más corruptos y es 
Somalia quien esta como el más corrupto, seguido de Siria, Sudan, Yemen, Corea del Norte, 
Sudan, Guinea Bissau, Guinea Ecuatorial, Afganistán, Libia, Burundi y Venezuela.   
En el caso colombiano, la percepción de esta ONG señala que el país no ha mejorado 
en este índice y señala que Colombia cayó seis posiciones, ubicándose en el puesto 96 entre 
las 180 Naciones que fueron sometidas a este conocimiento. Frente a estos datos, (La 
República, 2018), señala que:       
Colombia ha mantenido desde hace cuatro años una calificación de 37 sobre 100 puntos, lo 
que para Transparencia por Colombia demuestra que la percepción que los expertos tienen 
sobre el sector público local no se ha transformado. Para avanzar en el listado, según la 
organización, el país tiene que adelantar una reforma política que cambie un sistema 
“permeado por la trampa”; que el sistema judicial sea más efectivo en la lucha contra la 
impunidad y que se elimine el clientelismo en la contratación y en el empleo de las 
instituciones públicas. 
En la siguiente ilustración, Transparencia Internacional presenta los índices de 




Ilustración 3Aumenta la percepción de que Colombia es corrupta 
Fuente: Transparencia Internacional http://transparenciacolombia.org.co/2019/02/25/resultados-ipc-2018/ 
 
En la región Uruguay es considerado como el menos corrupto, está ubicado en la 
posición 23, seguido de Chile que se encuentra en la 26; Venezuela, por el contrario, se ubica 
como el más corrupto. Brasil, Panamá, Perú, según el informe están en el mismo nivel que 
Colombia. La percepción para el país no mejora, los datos suministrados por Transparencia 
Internacional así lo demuestran. (Transparencia Internacional, 2018) 
Un caso en esta percepción llama la atención y es el de Singapur, que en otrora no 
era siquiera un país independiente, por el contario fue una dependencia de China y luego 
Inglaterra lo sometió como Colonia. Solo hasta el año de 1965 alcanzó su soberanía. En este 
país la corrupción se hizo presente y llegó a ocupar según la medición un deshonroso puesto 
177 entre 200 naciones, sin embargo, de la mano de los gobernantes iniciaron la 
consolidación de una política anticorrupción para enfrentarla. (Transparencia Internacional, 
2018) 
Dentro de las estrategias empezaron por castigar con penas severas a los corruptos 
y las cárceles fueron el recinto donde fueron a parar muchos de estos individuos que gestaban 
este tipo de prácticas. Como es de conocimiento en este país tienen asiento muchas entidades 
bancarias no solo locales, sino internacionales, y es ahí donde el Estado interviene para exigir 
a los empleados oficiales el cumplimiento a cabalidad de un manual de funciones, en el que 
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se pusieron de presente prohibiciones como las que se les impidió recibir prestamos de 
personas a entidades con las que ellos o el Estado tuvieren contactos o algún vínculo 
comercial. Hoy Singapur fortaleció las normas contra la corrupción, haciéndolas eficaces, al 
punto de contemplar, por ejemplo, investigación en las cuentas de sus empleados cada año. 
Según la percepción de Trasparencia Internacional 2018, Singapur se ubica en un honroso 
quinto puesto. (Transparencia Internacional, 2018) 
En el continente africano se encuentran los países más corruptos, pero en otras 
regiones de América y el Medio Oriente, están otros donde este flagelo está presente, en el 
Medio Oriente, encontrando algo en común, son comunidades con sistemas legales, con 
gobiernos no muy sólidos por la polarización política que se registra al interior y con 
problemas sociales marcados hacia una población que en gran número es vulnerable.  
(Transparencia Internacional, 2018) 
Es pues pertinente reconocer el comportamiento de la corrupción en la región y que 
mejor que recurrir a estudios realizados por Transparencia Internacional, datos que presenta 
(Portafolio, 2018), al ubicar los 8 países de América Latina que se hayan entre los 31 países 
más corruptos en el mundo.  
Venezuela: país latinoamericano que vive una fuerte crisis socioeconómica 
adjudicada al presidente Nicolás Maduro, obtuvo un puntaje de 18, lo cual le da la posición 
número uno de corrupción en Latinoamérica. (Portafolio, 2018) 
Haití: según el índice esta nación es la segunda más corrupta de América Latina, 
con una puntuación de 22. Comparte este puntaje en el ranking general con Zimbabwe y 
Burundi. (Portafolio, 2018) 
Nicaragua: este país obtuvo un puntaje de 26 y en el ranking general comparte 
posición con Uganda. (Portafolio, 2018) 
Guatemala: este país alcanzó un puntaje de 28 y comparte este puntaje con 
Bangladesh, Mauritania, Líbano y Kenia. (Portafolio, 2018) 
Honduras: el quinto lugar lo ocupa este país, el cual obtuvo un puntaje de 29. 
(Portafolio, 2018) 
República Dominicana: según el índice este país centroamericano tuvo un puntaje 
de 29 sobre 100 y está a la par de países como Kirguistán y Laos. (Portafolio, 2018) 
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México: de acuerdo con los resultados del índice, México comparte puntaje con 
República Dominicana y Honduras como una de las naciones más corruptas en el continente. 
(Portafolio, 2018) 
Paraguay: este país suramericano también obtuvo una puntuación de 29 sobre 100 
en el índice. (Portafolio, 2018) 
Según Trasparencia Internacional Venezuela es el país más corrupto de la región, a 
esto se suma la crisis humanitaria producida por este mismo flagelo y en donde las 
instituciones del Estado, incluso entidades particulares han sido infiltradas por el gobierno 
de Nicolás Maduro. (Portafolio, 2018)   
               
Capítulo 3 
 
Administración Pública y Actos de Corrupción 
La corrupción es mucho más fácil encontrarla en la contratación estatal, afecta el 
cabal cumplimiento para los propósitos del Estado, actividades que se encuentran en el pago 
de dádivas especialmente del sector privado que busca hacerse a contratos para su 
ejecuciones, trayendo considerables irregularidades que encuadrarían en actividades 
delictivas , faltas disciplinarias, responsabilidades fiscales y violaciones a la norma 
contractual, por quienes intervienen en esta clase de actividad contractual. La aplicación 
correcta de los principios rectores de la contratación estatal libraría a este proceso de prácticas 
como la corrupción, que entorpece el correcto funcionamiento de esta actividad 
administrativa. 
3.1.  Responsabilidad 
El fenómeno de la corrupción se instaura como una consecuencia de las relaciones 
del Estado y de todos aquellos sujetos que anteponen intereses personales o a favor de 
terceros, dejando de lado el bienestar colectivo, este mal ha estado ligado con mayor 
afectación en el servicio público y es precisamente ahí donde se da el punto de quiebre a un 
contexto donde se desvían las funciones naturales del cargo público, aventajando intereses 
particulares para conseguir de manera ilícita dividendos no solo pecuniarios, sino también 
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para promover y obtener cargos públicos, adquirir una posición social y otros intereses bajo 
los cuales se camufla el flagelo, vulnerando diferentes órdenes como el legal, el económico 
y el político entre otros. En dicho sentido, (Martínez & Ramírez, La Corrupción en la 
Administración Pública: un perverso legado colonial con doscientos años de vida 
Republicana, 2010, pág. 55), manifiestan que: 
la corrupción expresa comportamientos sociales que se identifican con la alteración de un 
orden que puede ser entendido bajo tres formas: el orden del Estado de derecho, el orden 
del sistema económico y el orden del régimen político. Cuando se hace referencia al 
primero, la corrupción se expresa como una violación de las normas; si el orden es 
económico, la corrupción puede verse como alteración de la asignación de recursos y 
distorsionadora de los precios, o, en el lado opuesto, como una garantía para la eficacia de 
la acción económica; por último, si el orden es el sistema político, la corrupción se relaciona 
entonces con las formas de hacer política y los medios de su legitimación para mantenerse 
en el poder a través de la maximización de votos. 
En Colombia, el fenómeno de la corrupción se ha venido manifestando de diversas 
formas y los actos de este tipo se enmarcan en situaciones que se exteriorizan en diversos 
escenarios donde la sociedad se desenvuelve; por ejemplo, en los colegios y universidades, 
cuando los estudiantes acuden al fraude para responder una evaluación, en el trasporte masivo 
cuando muchos ciudadanos acceden a los articulados, en el caso de Bogotá, por sitios que no 
corresponden con el único fin de evitar el pago del pasaje, cuando funcionarios aceptan o 
exigen dinero u otra dádiva para ejecutar una labor propia del cargo o para omitir o hacer un 
acto contario a sus obligaciones y todo con el fin de favorecerse o beneficiar a terceros. De 
esta manera (Newman & Ángel, 2017, pág. 5), lo han concebido, al afirmar que: 
El contexto sociopolítico de Colombia ha generado una cultura del incumplimiento de 
reglas que favorece la corrupción. Colombia es un Estado débil o premoderno que, por lo 
tanto, no ha logrado instaurar una cultura ciudadana o de la legalidad. Por el contrario, a lo 
largo de la historia han imperado un conjunto de prácticas clientelistas y mafiosas que 
reproducen una cultura del desacato propicia para cultivar la corrupción.  
3.1.1. Responsabilidad Educativa-Preventiva 
Como se ha planteado en el desarrollo de la investigación, la corrupción es un mal 
pandémico, que ha afectado al Estado Colombiano y sus componentes, es así como toda una 
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comunidad junto a sus instituciones públicas y privadas se han visto afectadas por las 
secuelas tan nocivas de este mal. Todo un país convulsionado; razón para concretar lo que 
ha sido una necesidad clamada desde hace años, un enfoque integral que discurra lo 
relacionado con la efectividad de las herramientas jurídicas, contempladas en las penas 
efectivas para sancionar a los implicados en actos de corrupción, así mismo, enfocar en esta 
lucha a la educación como arma preponderante en la prevención de muchos males que azotan 
al país, que requieren estrategias e instrumentos prácticos, que se consoliden como aporte 
valioso para la prevención y reducción del fenómeno corrupción. Así lo estima conveniente 
la  (Cámara de Comercio de Bogotá, 2015, pág. 10): “la prevención de la corrupción, pese a 
ser una obligación que recae principalmente en el Estado, no convoca solamente a la 
institucionalidad pública sino a todos los integrantes de la sociedad”.  
Si bien es cierto la educación se consolida como un arma en la lucha contra este mal, 
es importante tener en cuenta que no es suficiente, más si se conoce que la corrupción es un 
fenómeno “interdisciplinario y multicultural”, por eso se hace necesario construir día a día 
iniciativas en pos de luchar contra él, abordando desde una perspectiva integral a toda la 
sociedad junto con las entidades estatales públicas y privadas, como lo manifiesta la (Cámara 
de Comercio de Bogotá, 2015, pág. 7):   
Es atribuible una determinada responsabilidad a cada uno de los actores sociales, que, para 
el caso del sector privado, corresponderá a fomentar la estabilidad económica respetando la 
libre competencia y desarrollando sus actividades económicas mediante prácticas de 
tolerancia cero respecto de la corrupción. 
Una comunidad tan vapuleada como la colombiana debe unirse para combatir a 
enemigos tan poderosos como la corrupción, edificando una sociedad fuerte con unas 
instituciones sólidas y trasparentes, abiertas, con el fin erigir una auténtica y sólida 
democracia. 
Si de educación se trata, las aulas deben ser los laboratorios no solo para impartir 
conocimientos en diferentes áreas del saber, sino también para enfocar a los educandos hacia 
una educación integral; desde esta perspectiva, es entonces prioritario que la educación sea 
vista como un bien público e inalienable, razón para que el Estado se comprometa en su 
sostenimiento haciendo que este derecho fortalezca un servicio educativo de calidad, con 
espacios atractivos, oportunos y dignos, además de cuidar que los recursos asignados a este 
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sector no sean el blanco de aquellos inescrupulosos que los desvían para favorecerse o 
beneficiar a terceros.   
Los estudiantes deben conocer a fondo el significado de la palabra corrupción, que 
los docentes estén en capacidad de tratar el tema e inducir a sus estudiantes a reflexionar y 
conocer qué es una práctica corrupta, las consecuencias que se derivan y que asuman un 
criterio común frente a este flagelo. Al referirse a la corrupción en la Educación, la 
(Universidad Externado de Colombia, 2018) sustenta que:  
Disponer de una primera aproximación sobre la corrupción en el sector educativo e 
identificar las percepciones y necesidades planteadas por diversos actores de la comunidad 
educativa colombiana sobre este fenómeno, que pudiesen arrojar información para diseñar 
programas curriculares más pertinentes que permitan contribuir a superar la situación 
existente.  
Pero de nada valdría la implementación en los planes y programas curriculares de 
las instituciones educativas información con temas que traten la corrupción como un flagelo 
si no se concientiza a los actores de un proceso educativo a tomar con responsabilidad este 
asunto y lograr trasmitir a los educandos lo delicado de este fenómeno.      
3.1.2. Responsabilidad Civil 
La historia relata la corrupción como el fenómeno que ha avanzado desde épocas 
remotas y que ha estado ligado a la sociedad organizada, donde la estructura jerárquica de 
esta organización avalada por el poder que ostenta no es exclusiva de alguna en particular, 
por el contrario, este flagelo ha irrumpido en todas las sociedades por siglos, quitándole la 
exclusividad a las sociedades modernas.  
La relación de los servidores públicos con este fenómeno tampoco es de esta época, 
esos intereses mezquinos, yacían desde épocas remotas, donde estas relaciones eran estrechas 
y los fines esenciales que debían cumplir estos funcionarios estaban encaminadas a 
distorsionarlos por anteponer sus intereses personales o de favorecimientos a terceros.  
De la misma manera cuando se habla de la responsabilidad civil de funcionarios 
públicos inmersos en actos de corrupción tampoco es nueva, en el Derecho Romano se 
registran figuras para luchar contra este tipo de conductas, como lo reseña (Müller, 2012), al 
referir a González Roldanillos: 
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Las expoliaciones magistratuales, por tanto, eran reprimidas en época de Sila a través de 
una doble vía procesal: por un lado, el iudicium publicium determinaba la responsabilidad 
penal del reo, recayendo la legitimación procesal activa, en consonancia con el carácter 
público del proceso, en los ciudadanos romanos; y, por otra parte, la formula 
Octaviana permitía a los damnificados recuperar sus bienes por medio de 
un iudicum privatum, teniendo ellos mismos, dada la naturaleza del juicio, la capacidad de 
dar inicio a la actividad procesal. Esta estructura procedimental, de hecho, no es extraña al 
mundo romano, pues la coexistencia de dos sistemas procesales distintos, uno público y 
otro privado, que penalizan la misma conducta se dio también en otros casos, como el de 
la lex Iulia de vi privata y la actio vi bono rumraptorum.  
El termino responsabilidad proviene del latín responderé y de ahí se colige que se 
está frente a la capacidad que posee un individuo de atender las secuelas de los hechos propios 
y, por ende, de reparar el daño producido; este compromiso está inmerso con principio en un 
Estado Social de Derecho como el colombiano y es precisamente en la carta política del 91 
donde se plasma que, la responsabilidad como principio del Estado de Derecho y de la 
actividad pública y privada es una conquista de los estados democráticos, especialmente, en 
cuanto al ejercicio de la función pública, de allí que el artículo 6 de la Constitución Política 
que “los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución 
y las leyes”. 
La responsabilidad como principio existe, así como existen los derechos, de ahí que 
concurra consonancia ya que en medio están las personas, precisamente portadoras de 
derechos que deben ser respetados, de ahí que, si se vulneran, estos deben ser reparados o 
reestablecidos; si coexiste esta relación, habrá un equilibrio, indispensable para que en la 
sociedad se viva en concordia y armonía. Así lo ha expresado (Isaza D. J., 2011, pág. 25) 
La responsabilidad civil puede ser considerado como el área del derecho privado, 
concretamente del derecho del derecho de las obligaciones y de los contratos, que estudia 
los hechos, acciones u omisiones que generan daño o perjuicio a las personas y contrarían 
o incumplen el orden jurídico, el que se compone de las normas jurídicas de carácter general, 
como la Constitución y la Ley y de las normas jurídicas de carácter particular, como son los 
actos o negocios jurídicos, entre esos el contrato o convención. En general, la 
responsabilidad civil se conoce en la doctrina como “el hecho ilícito”.  
Dentro del tema de responsabilidad es importante resaltar que este principio coexiste 
con los derechos que les son atinentes a las personas, de ahí que el respeto hacia éstos es 
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inminente y de estricto cumplimiento; sin embargo, el país atraviesa una crisis no solo social, 
política, económica, sino también de principios, los mismos que carecen, porque si bien es 
cierto están ahí, no se los pone en práctica o lo peor, que se los desconoce, de ahí que se esté 
afrontado una crisis en la historia colombiana sin precedentes, sobre todo en materia de 
corrupción no solo en el sector público sino también en el privado, lo que ha hecho que la 
credibilidad en las instituciones se pierda y la dificultad prevalezca ante la mirada atónita de 
los ciudadanos que ven como personajes que ostentan importantes cargos públicos o 
empresarios del sector privado de reconocida trayectoria sucumben ante este flagelo, 
inclusive como se ha puesto de presente, las ramas del poder público y el alto gobierno han 
sido salpicados por este mal, lo que conduce  a una afectación de la sociedad que padecerá 
una “luxación” de las políticas de Estado ya que las funciones que está llamado a cumplir se 
verán afectadas, trayendo sin duda consecuencia graves a la mayoría de la población.   
3.1.3. Responsabilidad Fiscal 
Los recursos fiscales del Estado colombiano siempre han estado en riesgo, no solo 
por la incapacidad latente en su distribución por parte de los encargados de esta gestión, sino 
también por la exigua eficacia en su utilización, asociado a esto el fuerte impacto generado 
por actos de corrupción sobre todo en la utilización de los recursos fiscales generando marca 
negativa en el funcionamiento del Estado y de sus asociados. En lo relacionado con el gasto 
público, en el país ha hecho carrera la inequitativa distribución, así como la ineficiencia e 
ineficacia en dicha asignación, de ahí que se hable de que en Colombia existe una mala 
calidad del gasto público, agravada por la intromisión de la corrupción.   
Al ser el gasto público el soporte para satisfacer necesidades básicas en un Estado 
Social de Derecho y emanado del sector público, para destinarlo a bienes de consumo público 
y bienes de capital e inversión, se ha empleado de manera irregular, desviándolo y dejando a 
sectores vulnerables de la población ausentes de estos recursos, necesarios no solo para 
satisfacer necesidades básicas amparadas en derechos fundamentales, sino que no cesa y la 
asignación correspondiente es desviada sin justificación alguna a arcas diferentes a las 
destinadas para que cumplan su fin. 
Es el Estado el botín apetecidos por los corruptos ya que con el trascurrir de los años 
ha sido representativo en porcentajes que dentro del PIB muestra que posee recursos que si 
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bien es cierto tienen un destino específico, por la cantidad de dinero que representa puede ser 
presa fácil para aprovecharse de porcentajes que irán a satisfacer intereses particulares, 
acabando con la esencia de estos y perjudicando por supuesto a los receptores. Con el pasar 
de los años el gasto púbico ha representado cifras elevadas evidenciando la riqueza del 
Estado, como lo afirma (Lindarte, 2017,pà. 2):   
Mientras que el gasto público en la primera mitad del siglo XX representó en promedio el 
cinco por ciento del Producto Interno Bruto (PIB), entre 1960 y 1990 fue del diez por ciento, 
para llegar más tarde a más del veinte por ciento. El enriquecimiento evidente del Estado lo 
convirtió en un botín o blanco potencial cada vez más atractivo para el enriquecimiento de 
individuos o de grupos con acceso preferencial al manejo de ese Estado. 
La historia reseña que ha sido casi imposible ejercer control eficiente sobre los 
recursos del Estado y los dineros correspondientes al gasto público han sido en muchas 
ocasiones dilapidados para satisfacer intereses particulares y la responsabilidad en vilo, 
concluyendo de esta manera la inexistencia de herramientas eficaces en la lucha 
anticorrupción. Todo indica que los organismos de control, específicamente la Contraloría 
no ha dado los resultados esperados, reflejando en una función que no agrega valor a la 
actividad del control y, posiblemente, contribuya a mal resultado de la misma. 
Personajes tanto del sector público como privado que se involucren en estas 
prácticas generalizadas y continuas de corrupción, se valen de todo tipo de argucias no solo 
para ejecutarlas sino también para consolidar entramados que les permita ocultar el producto 
de sus actos y que los mismos sean difíciles de ser percibidos por las autoridades, mucho 
menos de los que han sido perjudicados por estos actos  y que en un momento necesitaren de 
ser indemnizados, pero desafortunadamente por diversos factores, hallar responsables es una 
tarea muy titánica, puesto que desde los inicios de las investigaciones para acumular 
evidencias que conduzca a sancionar a los responsables, la labor se hace aún más complicada 
porque en numerosos casos las mismas autoridades, ya sea por acción o por omisión, actúan 
para directa o indirectamente “proteger” a los corruptos. (Ceballos, 2018, pág. 3), sostiene 
que, “no solo en Colombia sino en varios países se hallan dificultades para combatir la corrupción ya 
que en muchos casos funcionarios suelen estar involucrados lo que dificulta denunciarlos y lograr que 




(I)Los mecanismos habituales de contrapeso en el país probablemente no sean eficaces ni 
alcancen a la elite política; (II) es  probable que fiscales y jueces cedan a presiones de 
corrupción, lo cual frustra la posibilidad de que haya investigaciones y juicios objetivos;(III) 
quienes ocupan el poder podrían  haber “legalizado” sus prácticas corruptas, obstaculizando 
la obtención de evidencias de los actos ilícitos en los cuales participaron; (IV) es posible 
que funcionarios corruptos gocen de inmunidad debido a fueros, lo cual frena la posibilidad 
de procesamiento.  
Evidentemente se muestra no solo las dificultades en esta lucha sino también hechos 
que evidencian que en Colombia estas prácticas conllevan a “fortalecer” la corrupción debido 
a que si son las mismas autoridades las que coadyuvan directa o indirectamente estas pericias, 
la lucha no rendirá frutos, por el contrario, este flagelo se seguirá consolidando a gran escala 
como un mal endémico, ante la pasividad y debilidad de un Estado que no hace respetar las 
directrices propias de un Estado de Derecho, en donde la justicia es débil, las normas laxas y 
poca la voluntad de aquellos llamados a consolidar estrategias y mecanismos sólidos que 
permitan contrarrestar y erradicar el malestar.       
Pero este asunto no se puede quedar únicamente en la observación de la comisión 
de estos ilícitos, sino responder de manera efectiva a estos embates de la corrupción y no solo 
preparar el terreno para aplicar la ley en debida forma, de manera oportuna y eficaz sino 
también a atender las secuelas derivadas de este tipo de hechos ya que se debe responder ante 
el daño producido, este compromiso está inmerso como principio en un Estado Social de 
Derecho como el colombiano.    
Pareciera que la palabra responsabilidad para muchos es ignorada y más en muchos 
funcionarios que ocupan cargos públicos, si este vocablo persistiera en estos personajes y no 
saliera de las instituciones, sin lugar a equívocos los niveles de corrupción que oscilan en el 
país  no hubiesen alcanzado topes tan estrepitosos, otra sería la percepción que se tiene de 
los corruptos y de algunos fallos por parte de la administración de justicia, que ha actuado en 
diferentes casos, pero que, igual ha sido la impunidad, quien ha hecho presencia, permitiendo 
observar penas irrisorias, que conllevan a pensar que los corruptos siempre se “salen con la 
suya”, disfrutando de las ganancias ilícitas de sus actos y sin pagar una pena acorde al daño, 
mucho menos indemnizando o reparando a las víctimas. (Müller, 2012, pág. 168) al referirse 
sobre la impunidad, ha señalado:     
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Generalmente la impunidad es considerada un fenómeno directamente relacionado con las 
áreas criminológicas, así, se ha definido como: la falta de sanción o castigo en contra de una 
persona que ha perpetrado un delito, principalmente se origina por una crisis de 
institucionalidad en la cual se encuentran sumergidos los diferentes órganos que integran la 
administración de justicia penal”, o “La impunidad significa, sencillamente, que los delitos 
cometidos no son sancionados por una u otra causa. 
En Colombia se aprobó la Ley sobre responsabilidad de las personas jurídicas por 
actos de corrupción transnacional y se dictaron otra serie de disposiciones para luchar contra 
este flagelo, es así como en el año 2016 se promulgó la Ley 1778 en el gobierno de Juan 
Manuel Santos, en dicha Ley “se dictan normas sobre la responsabilidad de las personas 
jurídicas por actos de corrupción transnacional y se dictan otras disposiciones en materia de 
lucha contra la corrupción”. Esta Ley se expide con el fin de atacar la corrupción privada y 
el soborno de personas jurídicas a servidores públicos extranjeros, además de lograr la 
entrada de Colombia a la Organización en la Cooperación y el Desarrollo Económico OCDE. 
De esta manera, la(ley 1778 de 2016) establece que: 
La Superintendencia de Sociedades tiene facultades para investigar y sancionar 
administrativamente a aquellas personas jurídicas que, a través de uno o varios empleados, 
contratistas, administradores o asociados propios o de cualquier persona jurídica 
subordinada den, ofrezcan, o prometan a un servidor público extranjero, de forma directa o 
indirecta: sumas de dinero, cualquier objeto de valor pecuniario u otro beneficio o utilidad.  
En este caso la Superintendencia de Sociedades y tal como lo contempla la Ley es 
la encargada de investigar y sancionar a las personas jurídicas que estén inmersas en actos de 
corrupción, así mismo la norma contempla que la investigación se pude adelantar de oficio o 
a solicitud de la parte, de manera independiente a otras investigaciones que se puedan estar 
adelantando en contra de estas personas y el fallo que la Superintendencia profiera no 
constituirá prejudicialidad,  entendiendo este término como “una cuestión sustancial, diferente 
pero conexa, que sea indispensable resolver por sentencia en proceso separado, bien ante el mismo 
despacho judicial o en otro distinto, para que sea posible decidir sobre la que es materia del litigio o 
de la declaración voluntaria en el respectivo proceso, que debe ser suspendido hasta cuando aquella 
decisión se produzca”, tal y como lo manifiesta la (Corte Constitucional) en el auto 278 de 2009. 
Es importante destacar que esta Ley contempla un ítem estableciendo una obligación para 
los revisores fiscales en el sentido de poner en conocimiento de las autoridades competentes los actos 
de corrupción que ellos identifiquen cuando estén ejerciendo las funciones propias de su cargo.   
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En cuanto a la responsabilidad penal de las personas jurídicas, en el país existen aún 
vacíos normativos, manejados bajo circunstancias coyunturales dependiendo en muchas 
ocasiones del impacto social y económico, sin llegar a consolidar acuerdos que cierren las 
brechas existentes en este tópico, como lo afirma (Missas, 2016, pág. 73)  
Este ejercicio del poder del Estado sobre las organizaciones empresariales tiene el sentido 
de determinar las conductas que atentan contra la sociedad, con el fin de imponerles una 
consecuencia jurídica, puesto que el derecho penal, es un derecho violento que protege al 
ciudadano y a la comunidad. El derecho penal objetivo es, entonces, la materialización del 
Ius Puniendi o facultad configurativa del Estado como medio de control social a través del 
ejercicio de la violencia legítima. 
Ante el aumento de actos de corrupción, no solo en Colombia sino en muchos países 
del mundo, se hace necesario, como se ha planteado en el desarrollo de esta investigación, la 
implementación de políticas públicas para combatir el crimen en todas su modalidades, en 
especial del organizado, ya que el delito se incrementa producto de varios factores que se 
presentan en la sociedad en la cual las diferencias socioeconómicas y las desigualdades están 
bien marcadas, haciendo que se conformen grupos sociales antagónicos que desnudan la 
actualidad de Colombia y varios países que afrontan problemas emanados de fenómenos 
sociales, culturales, políticos y económicos que han conllevado finalmente al surgimiento de 
todo tipo de delincuentes.      
Hoy las empresas en Colombia, tanto del sector púbico como el privado han 
adquirido una inmensa responsabilidad en pos de evitar que este flagelo se incruste y se quede 
en el mundo de estas entidades, por eso es importante tener en cuenta factores fundamentales, 
como el comportamiento de los empleados que no debe circunscribirse únicamente a analizar 
si el comportamiento de este personal es bueno o malo, sino crear herramientas que susciten 
la probidad y el quehacer diario sustentado en buenas prácticas, y además estar dispuestos a 
denunciar estos actos de corrupción.    
Desde el sector privado se gestan actos de corrupción y es precisamente este sector 
el que tiene injerencia para que los niveles de corrupción se encumbren, surgiendo actos 
enmarcados por la ilicitud como el soborno y en las actividades económicas donde se mueven 
cifras de dinero exorbitantes, las triquiñuelas y las argucias están a la orden del día para 
acceder a un contrato, sin cumplir con el lleno de los requisitos, desconociendo de esta 
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manera la ley, es aquí donde debería primar el que las actividades de estas empresas estén 
sustentadas en la aplicación de las normas apropiadas, claras y comprensibles para todos.  
Hay que rechazar y denunciar cualquier práctica de corrupción en el sector público 
como en el privado; desde el sector público es sabido que cuando se atenta contra los bienes 
del Estado se lo hace a través de funcionarios deshonestos que van por el erario, sin embargo, 
estos tipos de personajes suelen actuar también a través de la confabulación, participación, o 
complicidad entre estos servidores del sector público con agentes del sector privado, esta 
connivencia, es la que ha fortalecido las prácticas corruptas que dejan enormes dividendos a 
quienes se dedican al ilícito, pero sumidos en problemas a varios sectores de la sociedad, por 
supuesto resquebrajadas las arcas del Estado a nivel nacional, regional o local; lo que 
preocupa es que se conoce y ha salido a la luz pública informes o comunicados por parte de 
empresarios en los que reconocen que se han visto involucrados en sobornos en el entorno 
de transacciones con el Estado; de esta manera lo ha señalado el portal (Actualicese APP 
Capacitación, 2018, pág. 1) 
La corrupción en el sector privado es una práctica que debilita la democracia e impacta en 
el desarrollo productivo de un país. La creencia en la existencia de sobornos en el sector 
privado afecta la legitimidad del sistema político y disminuye las tasas de crecimiento de 
las firmas en niveles mayores que un aumento en la tributación. 
El interés del sector privado es alcanzar a concretar los negocios con el Estado 
porque conocen la rentabilidad y las ganancias que representan, de ahí que esta corrupción 
generada desde el sector privado lo acompaña también otro cariz, el de ofrecer dádivas para 
conseguir sus objetivos, notándose en el pago que estos hacen en trámites pequeños, como 
por ejemplo, el obtener licencias para realizar exploraciones mineras, para adelantar obras 
civiles, gestionar trámites ante entidades y obtener documentos de uso común: la licencia de 
conducción, evitando así pasar por examen médicos, psicológicos psicotécnicos; si esto se 
hace en este tipo de gestiones, que será lo que pasa y todo lo que se mueve cuando de 
contratación con el Estado se refiere, las coimas que aquí se mueven traspasan los límites y 
muchas personas que se ven tentadas por estos incentivos solo piensan en su beneficio sin 
importar lo que se pueda derivar de este proceder, pasando por encima de las normas legales, 
éticas y el pundonor social. Todo esto pasa a un segundo plano.         
Las empresas privadas en Colombia, están sumidas en una enorme preocupación 
como consecuencia del fenómeno de la corrupción y varias de ellas trasegan por un camino 
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tortuoso que los puede conducir a un descalabro, por eso muchas de ellas deben poner en 
practica estrategias para afrontar este mal y tener la voluntad real de esforzarse de manera 
conjunta y audaz no sólo para sacar avante las empresas salpicadas con este flagelo, sino 
también, contribuir de forma eficiente a que el país haga frente a un enemigo muy poderoso 
que está sometiendo al sector público y al privado con empleados o funcionarios corruptos, 
que aceptan u ofrecen coimas para obtener dividendos, cuando se amañan licitaciones y 
propuestas en detrimento de las organizaciones.         
Desde el sector privado se puede trabajar en beneficio de las entidades que han sido 
perjudicadas por este flagelo, el cual deriva en una emergencia moral, social, política y económica 
donde la responsabilidad social por contribuir en esta ardua labor se debe hacer presente para 
consolidar una alianza trasparente que conduzca a esta serie de prácticas que atentan contra toda una 
sociedad, tal y como lo concibe (Navia, 2018, pág. 2), quien al respecto ha señalado:     
Existen compañías corruptas, o funcionarios, y hay que investigar el fondo de muchos de 
los grandes contratos y cómo lograron los responsables su éxito, seguramente caerán en 
algún momento. Por otro lado, si la mayoría de las empresas están comprometidas con un 
comportamiento ético, irán aislando a las que no lo son, y saldrán también a flote quienes 
no son empresarios, sino oportunistas que van detrás del dinero fácil, comprando 
conciencias de funcionarios venales. 
Se requiere, no sólo unir esfuerzos, sino también acudir a medidas que en el sector 
público como privado se adopten para prevenir, detectar y enfrentar de manera decidida actos 
como el soborno, impulsando maniobras que generen un cambio socio cultural y empresarial, 
estropeado por estos actos ilícitos, que como el soborno socavan a una administración 
eficiente, obstaculizando el desarrollo y la competencia leal, echando abajo la confianza en 
las instituciones.   
Conviene preguntarse entonces, ¿que preocupa de los empresarios en Colombia, en 
especial con aquellos que aspiran a contratar con el Estado? La respuesta es simple, tal como 
algunos de ellos lo han manifestado, que para llegar a contratar con uno de los mejores 
clientes como lo es el Estado hay que ofrecer dádivas; así lo concibe (Jauregui, 2018, pág. 
1), al afirmar, “para 80% de los empresarios la corrupción es habitual en los negocios”; se 
advierte con ello que la corrupción está en todos los niveles y aquellos que creían que la 
corrupción estaba incrustada en el sector oficial únicamente, están muy equivocados ya que 
este flagelo ha permeado hasta las esferas que se presumían estaban blindadas y que males 
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como este no podían accederlos. Es de anotar, tal y como lo trae a colación (Jauregui, 2018, 
pág. 2), que a este respecto, el procurador Fernando Carrillo (2018), en el marco de la Cumbre 
empresarial “Responsabilidad del sector privado en la lucha contra la corrupción”, ha dicho 
que: “necesitamos transformar la concepción de que la corrupción es solo un problema del 
sector público. El sector privado también puede protagonizar el daño y el abuso de poder”  
Al referirse al fenómeno de la corrupción, el prefacio de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción (2004), ha puesto de manifiesto que ésta: 
Es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de consecuencias corrosivas para la 
sociedad. Socava la democracia y el Estado de derecho, da pie a violaciones de los derechos 
humanos, distorsiona los mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el florecimiento 
de la delincuencia organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad humana. 
(Naciones Unidas, 2004) 
Contemplado este panorama, tan desalentador y teniendo en cuanta el análisis de los 
objetivos de esta investigación, sin duda, se puede deducir hasta el momento, que el flagelo 
de la corrupción es hoy por hoy uno de los fenómenos que ha traído los mayores estragos en 
el desarrollo socio económico, jurídico, político e institucional del Estado Colombiano; en 
esos términos, ratificar el concepto que ha puesto de manifiesto (Naciones Unidas, 2004) al 
aseverar que la “corrupción es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de 
consecuencias corrosivas para la sociedad”. 
3.1.4.  Responsabilidad Penal 
La responsabilidad penal como tal, según (Ortega R. J., 2018, pág. 4), tiene que ver 
con “un tipo de responsabilidad de linaje especial y se traduce en las sanciones penales que se aplican 
a los servidores públicos por comisión de delitos, específicamente delitos contra la administración 
pública”.      
Si bien es cierto en el país, se contemplan medidas para sancionar a los actores 
implicados en actos de corrupción, todas aquellas herramientas jurídicas requeridas para 
activar permanentemente el aparato judicial deben ser constantes, no solo para atacar este 
flagelo y sus protagonistas, sino también para lograr, que este tipo de actos no se repitan, 
cabe anotar que este mal no es exclusivo de las personas jurídicas y de las entidades del 
Estado, en el sector privado se presenta, registrándose que es desde allí donde se fraguan los 
más peligrosos actos de corrupción, de ahí que desde el Estado Colombiano y concretamente 
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en el legislativo se han forjado esfuerzos para combatir este mal, prueba de ello son las leyes 
y proyectos que están en sintonía en esta titánica labor de lucha.  
Dentro de la responsabilidad penal, es importante anotar que el objeto especifico lo 
constituye los numerosos aspectos en que se descomponen ese deber general, es así como 
(Ortega R. J., 2018, pág. 5), refiere que esos aspectos son:   
Dar a los caudales públicos la aplicación ordenada por la ley, no atentar contra el patrimonio 
del Estado, no exigir utilidades indebidas por la prestación de los servidores públicos, no 
corromper con promesas y dádivas a los funcionarios, ser imparciales, no atentar contra la 
libre determinación de los empleados públicos.      
No obstante, estos aspectos son los que enmarcan la corrupción ya que los recursos 
son desviados y no se les da la aplicación correcta, de esta y otras formas se atenta contra el 
patrimonio del Estado, para hacer un acto propio de sus funciones muchos servidores exigen 
directa o indirectamente dádivas, esto ocurre a diario y si no lo exigen a aquellos que 
requieren de sus servicios bien sea para agilizar un trámite o solicitar algo indebido soborna 
al funcionario para acceder a cualquier pretensión y lo relacionado con la autodeterminación 
de los empleados, es difícil en un sistema donde el mantenerse en un cargo está sujeto a 
cumplir con los caprichos de aquellos que ostentan el poder y con el dinero para desfigurar 
los principios y valores que deben caracterizar a una persona sin importar el cargo que 
ostente.    
Se han acogido instrumentos en la lucha contra la corrupción, ejemplo de ello, el 
proyecto de Ley del año 2018, “por la cual se adoptan medidas para promover la probidad 
administrativa, combatir la corrupción, establecer la responsabilidad penal de las personas jurídicas, 
fortalecer el Ministerio Público y se dictan otras disposiciones” , con este propósito se busca 
además reformar el Código Penal Colombiano e incrustar un capitulo relacionado con la 
responsabilidad penal para las personas jurídicas, proyecto que se presentó luego de la 
consulta anticorrupción; si bien es cierto, se contempla que el fin primordial es “establecer 
medidas para promover la probidad administrativa, establecer la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, combatir y sancionar las modalidades de corrupción y la impunidad; fortalecer el ejercicio 
de la acción disciplinaria y dictar disposiciones tendientes a lograr mayor articulación del Ministerio 
Público, para recuperar la confianza ciudadana y promover una cultura de probidad, transparencia y 
respeto por lo público”. (Proyecto de Ley 117 , 2018), es difícil alcanzar estos fines, más si se 
tiene en cuenta que en Colombia existe un marco normativo amplio, que cuenta con una serie 
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de reformas que a juzgar por los resultados, no han funcionado, de otra parte, muchas de ellas 
han sido impulsadas en momentos coyunturales en el país, sin orientarlas al objetivo 
primordial que es acabar con los nichos de perversidad que tienen sumido el Estado a 
mereced de este verdugo.  
Por ser Colombia un Estado Social de Derecho, situaciones a este nivel no se 
deberían presentar, aunque es bien sabido que la corrupción está incrustada en varios países 
del mundo, atacando principalmente a las entidades del Estado, inadmisible que existiendo 
leyes para sancionar y castigar eficientemente y en derecho, las penas irrisorias permitan que 
los implicados en actos de corrupción se salgan con la suya, como se afirma coloquialmente, 
sin responder en debida forma y con penas ejemplares, además con la oportunidad de reparar 
daños con sumas también irrisorias que en nada compensan los saqueos realizados con sus 
prácticas criminales, eso sí hay condena, ya que en la mayor parte de los casos, los procesos 
quedan impunes o en los anaqueles de los juzgados “durmiendo el sueño de los justos”, y los 
implicados o directamente responsables si purgan alguna pena intramural, será por poco 
tiempo para salir luego a disfrutar sin problema alguno de las  grandes sumas adquiridas a 
través de prácticas ilícitas.  
En el sector público, diferentes funcionarios de todos los niveles buscan, 
aprovechando su investidura, beneficiarse a título personal o favorecer a terceros y sacar un 
provecho económico o de otra índole de los recursos públicos, claro está que el fin que 
persiguen los corruptos es económico y lo hacen aprovechándose de un bien público 
representado en dinero o en especie o consiguiendo recursos a través de prestar servicio a 
particulares que solicitan gestionar  tramites en una u otra entidad de manera ilegal, además 
pueden conseguir dividendos “vendiendo” información privilegiada que tienen reserva. 
Todas estas prácticas y otras tantas que utilizan los corruptos buscan como se ha manifestado 
satisfacer intereses personales representados en dinero y de otra índole, es así como 
(Maldonado, 2011, pág. 3), señala que entre las pericias utilizadas por los corruptos están: 
Manipulación de los procesos electorales para ubicar en los cargos políticos y 
administrativos a funcionarios comprometidos con grupos y personas interesadas en 
beneficiarse directamente del aparato de Estado; manipulación de las decisiones normativas 
y fallos en todas las ramas del poder y de los órganos de control; apropiación directa de 
dinero o bienes muebles e inmuebles públicos por parte de gobernantes o funcionarios 
públicos; manipulación de los procesos contractuales con el fin de beneficiar a grupos o 
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personas específicas.; manipulación de las funciones ejecutivas y de prestación de servicios 
o realización de trámites; obtención de utilidades en negocios realizados con base en 
información conseguida en ejercicio de funciones públicas y la cual debería ser reservada.  
Si bien es cierto que desde la administración se han impulsado proyectos de ley 
como instrumentos en esta lucha, es importante resaltar que si se consolidan y pasan a ser 
leyes de le República, su aplicación debe ser acorde a las circunstancias y no como un simple 
bálsamo que apenas atenúe penas aplicables a delincuentes, por el contrario, que concluyan 
en sanciones efectivas a los responsables, sean empresas o persona naturales, que las 
condenas, si las hubiese, han de ser drásticas, castigando aun a aquellos que tuviesen 
participación dolosa en casos de corrupción y más si de afectación al patrimonio de la Nación 
se trata 
Esa es la radiografía que muestra la parte negativa de Colombia y que ha 
desestabilizado a muchas entidades públicas y privadas, trayendo consigo una problemática 
sin precedentes, donde muchos personajes que deambulan por el territorio colombiano 
tratando de calar en un puesto público o lograr un cargo de elección popular y es precisamente 
aquí donde aquellos sobre los cuales se ha depositado la confianza a través de la participación 
democrática marcada con algo sagrado como es el voto, se ve pisoteada porque esa confianza 
queda hecha trizas, debido a que esos voceros elegidos para sus intereses, debiendo cumplir 
con las promesas hechas a los electores, se desvían para tomar el camino del delito ya que 
las prácticas corruptas adelantadas por aquellos que finalmente alcanzan a ocupar un cargo 
de elección popular y fungen como gobernantes, o son funcionarios al servicio del Estado en 
todos los niveles, caen en esa maraña perjudicando a empresas públicas y privadas, a la 
comunidad en general y a toda una sociedad que ve cómo a través de actos, como el soborno 
o el cohecho, solo por mencionar algunas formas de corrupción , desestabilizan a toda una 
estructura estatal junto con sus componentes.  
La historia de Colombia muestra que la Administración Pública ha padecido los 
embates producto de actos de corrupción, desde la época en que los españoles impusieron un 
régimen para controlar las tierras descubiertas, conquistadas y colonizadas; el panorama 
socio político, económico y cultural estuvo marcado por los vicios de la corrupción y 
posiciones mezquinas de un sector de la sociedad buscaban defender a toda costa no solo un 
statu quo sino también el de sus allegados y serviles que debían mantener el poder político y 
por ende consolidar una hegemonía que los mantuviera dominando durante siglos, a ellos y 
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sus generaciones venideras. Esa herencia perversa aún se conserva y los que ostentan el poder 
quieren mantenerlo y los que no, buscan acceder a él a costa de lo que sea necesario, con tal 
de conseguir el botín para saciar sus aspiraciones, aun delinquiendo, el objetivo es pues llegar 
a ubicarse dentro la Administración del Estado, sitio que ofrece a los malhechores la 
oportunidad de saciar sus aspiraciones maléficas. 
3.2.  Código Penal y los delitos contra la Administración Pública 
Colombia, como Estado Social de Derecho, posee una estructura con poder 
administrativo vinculante, con toda una sociedad que se mantiene a través del cumplimiento 
de normas plasmadas en la Constitución Política y un compendio normativo que se debe 
acatar, de ahí que la Administración Pública adquiere relevancia cuando se constituye como 
el enlace para alcanzar los objetivos políticos de una Nación, manifiestos en una cadena de 
procesos y acuerdos que le brindan legitimidad y autoridad requeridas para actuar de manera 
legal, política y social, siempre buscando el equilibrio socioeconómico y la equidad entre los 
asociados para que prevalezca el interés general sobre el particular. Así lo concibe (Ortega 
R. J., 2018, pág. 24), “La administración pública es servicio al público, que desde luego 
cumple el estado por intermedio de todos sus servidores. NO importa la rama, no interesa su 
jerarquía. Sirven al público en representación del Estado”. 
Es la Administración Pública una gran organización, conformada por entidades 
debidamente organizadas, dirigida a adelantar diversas actividades en pro de resultados 
específicos que satisfagan las necesidades, no solo de la administración como tal sino de toda 
una sociedad. En ella convergen muchas personas que van a fungir como servidores públicos 
que se supone deben poseer un perfil determinado con características particulares tales como 
la honestidad, sinceridad, responsabilidad, lealtad, entre otros. Esos valores deben primar y 
ser la tarjeta de presentación constante, sin embargo, observar permanentemente estas 
cualidades pareciera ser una tarea muy difícil y esa persona íntegra que trabaje por los ideales 
de un Estado Social como el colombiano, se está perdiendo para consolidar un gran número 
de personas que solo buscan intereses personalísimos.   
Los servidores públicos son los llamados a desarrollar los fines del Estado y la labor 
que desempeñen ha de ser puesta a disposición en debida forma para que las necesidades de 
los gobernados sean satisfechas. La Constitución Política ha plasmado unos principios en los 
cuales se establece las condiciones para que estos funcionarios desempeñen de manera 
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eficiente sus labores, pero por diversas situaciones, estos mandatos no se respetan, mucho 
menos se cumplen.  
Si bien es cierto, a ocupar un cargo público convergen cientos de colombianos, los 
que llegan ahí conforman grupos heterogéneos, aparecen entonces los “nuevos”, que nunca 
han trabajado y se van a formar en una u otra entidad, confluyen también, los que tiene 
experiencia en entidades públicas, muchos tiene enormes expectativas, otros a los cuales no 
les es suficiente llegar sino mantenerse y crecer, contrario a los que aspiran a obtener el poder 
que jamás han tenido, es por eso que la administración es considerada como ese hibrido, ese 
mosaico en el que concurren aquellos que van a trabajar y cumplir a cabalidad con las labores 
encomendadas, creciendo a nivel profesional y los que aspiran a gestar desde el puesto que 
ocupan actividades ilícitas para encontrar el dinero fácil y satisfacer utilidades mezquinas.  
Ahora bien si de acatamiento de normas se trata, es en la Administración Pública 
donde se vulneran hasta las más mínimos deberes contemplados en un marco legal 
preexistente, generando circunstancias que perjudican el normal desarrollo de la función 
pública ya que la dispersión normativa aunada a la falta de concientización, generan intereses 
particulares que no son más que beneficios míseros que llevan a actuar algunos, de manera 
deshonesta y desleal con hechos que van en detrimento de un ecuánime proceder en la 
administración pública. Al respecto (Narváez & Potevin's, 2004, pág. 29) traen a 
consideración lo planteado por la Comisión Andina de Juristas, quienes sostienen que entre 
las circunstancias que perjudican el buen desempeño de la función pública están:  
La realización de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones públicas con el 
fin de obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero; el requerimiento o la 
aceptación, directa o indirectamente, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros 
beneficios tales como dádivas, favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra  
persona o entidad, a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de 
sus funciones públicas; el aprovechamiento doloso u ocultamiento de bienes provenientes 
de cualesquiera de los actos referidos.      
Todas esas conductas desplegadas terminan por constituirse en delitos como 
peculado, concusión, cohecho, tráfico de influencias, enriquecimiento ilícito, prevaricato, 
entre otros. Ahora bien, en materia penal, cabe anotar que en la administración pública 
laboran personas que son sujetos activos posibles de los delitos que se tipifican en la Ley. La 
carta política del 91en el artículo 123 señala expresamente que: 
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Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y 
trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. 
Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus 
funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. La ley determinará 
el régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas 
y regulará su ejercicio. 
Desde estas orientaciones y perspectiva, conviene mencionar algunas de las 
prácticas más utilizadas por la corrupción, siempre en busca de favorecimientos de tipo 
personal, que hoy envuelven la Administración Pública colombiana, empañando el buen 
funcionamiento del Estado y en sintonía con prácticas delictivas de orden mundial. 
 
3.2.1.  Peculado 
Esta actuación desplegada por un servidor público contra la Administración Pública 
es sin duda una conducta que atenta contra la administración eficiente que se le debe dar a 
los bienes del Estado y que han sido confiados a personas que ostentan el carácter de servidor 
público, debido a su cargo, si no ejecuta en debida forma las labres que le corresponden no 
solo incide en forma negativa contra la administración, sino que perjudica los servicios que 
él debe prestar a la comunidad. Así ha quedado proscrito en el Código Penal Colombiano en 
el artículo 397  
Artículo 397. Peculado por apropiación. Modificado por el art. 33, Ley 1474 de 2011. El 
servidor público que se apropie en provecho suyo o de un tercero de bienes del Estado o de 
empresas o instituciones en que éste tenga parte o de bienes o fondos parafiscales, o de 
bienes de particulares cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por 
razón o con ocasión de sus funciones, incurrirá en prisión de seis (6) a quince (15) años, 
multa equivalente al valor de lo apropiado sin que supere el equivalente a cincuenta mil 
(50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas por el mismo término. 
Si lo apropiado supera un valor de doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, dicha pena se aumentará hasta en la mitad. La pena de multa no superará los 
cincuenta mil salarios mínimos legales mensuales vigentes. Si lo apropiado no supera un 
valor de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes la pena será de cuatro 
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(4) a diez (10) años e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por 
el mismo término y multa equivalente al valor de lo apropiado. 
Este tipo de delitos esta conexo a la malversación de los bienes del Estado y se 
tipifica cuando se administran en forma indebida o se hace mal uso de ellos, en otras palabras, 
el Estado posee bienes propios o de los particulares que son confiados a éste y el servidor al 
que se le entregaron hace mal uso de ellos. Aspectos que son señalados por la Oficina de las 
Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito y la Fiscalía General de la Nación, (UNODC; 
FGN, 2018, pág. 3), quienes sostienen:  
El reproche se asienta en la ruptura de la confianza que las autoridades dan a un funcionario 
público para que administre, tenga o custodie bienes determinados; y de manera indirecta 
(solo en algunas modalidades) en la lesión del interés patrimonial de la administración 
oficial, debiendo recordar que el peculado no se caracteriza por la naturaleza de los bienes 
afectados. 
Existen elementos comunes a este delito que están compartidos por diferentes tipos 
penales, en términos generales se debe señalar en primer lugar que existe un sujeto activo 
cualificado, rasgo que se da porque éste debe ser un servidor público a quien se le ha dado la 
administración, tenencia o custodia de bienes; ahora bien, en segundo lugar, frente a la 
conducta relacionada con la administración, tenencia o custodia que refiere la norma se ha 
establecido que “la asignación funcional debe obrar y demostrarse en la actuación de manera 
específica y no en forma genérica, como un deber aplicable a todos los servidores públicos”; en tercer 
lugar, describe la relación especial de disponibilidad material o jurídica, esta última enfatizando que 
“la relación especial de disponibilidad jurídica no depende de una asignación de 
competencias sino del ejercicio de un deber funcional”. (UNODC; FGN, 2018, pág. 10), 
refieren al respecto que, la Corte Suprema de Justicia ha mencionado que se incurre en el delito de 
peculado “cuando el funcionario, por razón de sus funciones, interviene en la administración del bien 
y esa relación jurídica lo ubica en situación de ejercer un poder de disposición sobre el mismo. En 
cuarto lugar, en este delito el sujeto pasivo es el Estado que es el titular del bien jurídico y 
quien es el afectado por el despliegue de esta conducta. “El pasivo está representado por el 
Estado como titular del bien jurídico protegido, y puede concurrir como perjudicado un 
particular en los eventos en los cuales sea el titular de los bienes”  (UNODC; FGN, 
2018)Respecto a los bienes de los particulares son objeto material del delito, siempre y 
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cuando estos hayan sido confiados al empleado oficial en razón o con ocasión de sus 
funciones.  
El delito de peculado en el país es considerado uno de los más graves en contra de 
la administración pública, en el incurren servidores públicos como agentes activos; sin 
embargo, particulares que contratan con el Estado en calidad de intervinientes, pueden estar 
inmersos en este ilícito, ejemplo de ello el caso del carrusel de la contratación, que eleva a 
los Nule como uno de los más sonados, ya que en éste hubo apropiación ilegal de bienes del 
Estado, en provecho propio y a favor de un tercero. Otros casos sonados en los que están 
involucrados personajes de la política o del gobierno en este delito son: Juan Camilo Salazar 
exministro de agricultura condenado por el Tribunal Superior de Bogotá, por su 
responsabilidad por el caso de Agro Ingreso Seguro – AIS-. (Montero, 2012, pág. 3), al 
referirse al asunto, señaló que:  
El juez condenó a Salazar por los delitos de concurso homogéneo de contratos sin el 
cumplimiento de requisitos legales, cometidos en concurso heterogéneo, y peculado por 
apropiación a favor de terceros en concurso homogéneo. Los hechos por los que lo 
condenaron se relacionan con la suscripción de contratos el 11 de agosto del 2006 entre 
el Ministerio de Agricultura y el Instituto Interamericano de Cooperación para la 
Agricultura, IICA, por tres mil millones de pesos, con fines de cooperación técnica y 
científica para la puesta en marcha del programa Agro Ingreso Seguro. 
Así mismo, traer a colación otro hecho de corrupción en el que se involucra 
funcionario público, la exdirectora del IDU Liliana Pardo Gaona, a quien le dictaron 
sentencia por los delitos relacionados en actos de corrupción y es así como el Juez 10 Penal 
del Circuito Especializado de Bogotá condenó a la señora Pardo Gaona, a 22 años, 5 meses 
y 7 días de prisión, por delitos de peculado por apropiación agravado, interés indebido en la 
celebración de contratos y celebración de contratos sin cumplimiento de requisitos legales; 
sobre el tema la Fiscalía General de la Nación informa que: “Tal providencia igualmente afecta 
al ex contralor distrital Miguel Ángel  Morales Russi, quien deberá purgar 13 años de prisión y pagar 
una multa de 116,66 smmlv. 
 por el delito de concusión. El exfuncionario quedó inhabilitado por 8 años para ejercer 
derechos y funciones públicas”. (Fiscalía General de la Nación, 2018, pàg. 3) 
En este caso tan vergonzoso como es el del carrusel de la contratación, a los 
hermanos Nule junto con su primo, les fue imputado la presunta responsabilidad en delitos 
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como: peculado por apropiación, fraude procesal, falsedad en documento privado, cohecho 
y concierto para delinquir, lo triste del asunto es que después de semejantes delitos, los 
hermanos Nule le han hecho el quite a la cárcel y gozan de detención domiciliaria por 
quebrantos de salud.  
3.2.2.  Concusión  
Este delito contra la Administración se tipifica cuando el servidor público con su 
proceder inadecuado obliga, compele, fuerza, instiga, persuade, pretende, pide o procura que 
alguien le dé o le prometa dinero o cualquier otra utilidad indebida y es aquí donde la esencia 
básica del ser humano se desliga de los valores que son innatos al ser humano, principios y 
valores se deshacen para ser remplazados por la ambición desmedida. El código penal 
colombiano señala en el artículo 404:  
Artículo 404. Concusión. Modificado por el art. 33, Ley 1474 de 2011. El servidor público 
que abusando de su cargo o de sus funciones constriña o induzca a alguien a dar o prometer 
al mismo servidor o a un tercero, dinero o cualquier otra utilidad indebidos, o los solicite, 
incurrirá en prisión de seis (6) a diez (10) años, multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y 
funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años. 
En este sentido,  (Castellanos, 2017, pág. 5), al hacer mención al delito de 
concusión, refiere que éste puede ser definido como: 
Un comportamiento que el hombre despliega dentro de la sociedad que está 
 regida por leyes y normas, pero que no las cumple, de ahí que, en este espacio común a un 
grupo humano heterogéneo, la sociedad sea confusa, el sitio donde el comportamiento de 
los hombres no sea igual, afectándose de esa forma a las instituciones sociales y al hombre 
mismo, desde esta perspectiva refiere a Foucault, para sustentar que Reflexión 
encuentra significado al mencionar el pensamiento de Michel Foucault, quien, al 







Está basada en un sistema de vigilancia con un formato panóptico a través del cual la 
constancia y continuidad de vigilar aseguran el control comportamental, usando el castigo 
o la recompensa como condicionante conductual, lo que en términos de dogmática jurídico-
penal es definido como fines específicos de la pena a través de la cual se pretende formar 
y transformar individuos contraventores y delincuentes en individuos adaptados en función 
de las normas y leyes, es decir, individuos que adoptan conductas disciplinadas dentro de 
una sociedad. 
3.2.3. Cohecho 
Otro delito contra la administración pública en la que la conducta humana presa de 
la ambición se desborda con el fin de adquirir o satisfacer un beneficio o lucro particular. La 
historia registra que ha sido una constante el valerse de argucias para desfalcar a entidades 
públicas o privadas a través de la comisión de delitos que como el cohecho se constituyen en 
el camino expedito para delinquir pretendiendo no ser descubiertos.  El Código penal 
colombiano así lo ha contemplado en el artículo 405: 
Artículo 405. Cohecho propio El servidor público que reciba para sí o para otro, dinero u 
otra utilidad, o acepte promesa remuneratoria, directa o indirectamente, para retardar u 
omitir un acto propio de su cargo, o para ejecutar uno contrario a sus deberes oficiales, 
incurrirá en prisión de ochenta (80) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses, multa de sesenta 
y seis punto sesenta y seis (66.66) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de 
ochenta (80) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses. 
Dentro de los casos más sonados en Colombia está el del carrusel de la contratación 
donde el exalcalde de Bogotá Samuel Moreno y su hermano ex congresista Iván Moreno 
Rojas incurrieron en la comisión de varios delitos, entre ellos el de Cohecho; cuando se 
conoció la noticia, sin duda causo estupor, el saber que una persona en la que miles de 
bogotanos depositaron su confianza y lo eligieron como alcalde mayor, los decepcionara de 
esta manera, más grave aún, que se trata de un colombiano que procede de una familia que 
posee los recursos necesarios para vivir muy bien y que no necesitaba acudir a la comisión 
de delitos para aumentar de manera fraudulenta su capital, sin embargo la conducta 
desplegada por los hermanos Moreno Rojas, deja en claro que la ambición y la codicia no 
tiene estrato, mucho menos límites, que la tergiversación de valores se deslinda por el 
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camino que estos personajes los desbordan y poco o nada les importa que  toda una sociedad 
se sienta no solo decepcionada sino perjudicada por estas conductas delictivas, que sin duda, 
no solo generaron un escándalo mayúsculo sino vergüenza a nivel internacional. Así lo ha 
señalado (El Espectador, 2012, pág. 1), al comunicar que: 
Samuel Moreno Rojas habría cometido el delito de cohecho porque, a través del abogado 
Álvaro Dávila, hizo acuerdos con el excontralor de Bogotá Miguel Ángel Morales Russi y 
con Manuel, Miguel y Guido Nule para obtener, junto con su hermano Iván, un porcentaje 
de los dineros que los Nule recibían como contratistas del Estado. De esta manera, unos 15 
mil millones de pesos en obras públicas habrían ido a parar a bolsillos privados.  
El Código Penal contempla que el Cohecho propio, impropio y cohecho por dar u 
ofrecer, es considerado de doble vía ya que se sanciona al que recibe las prebendas y al que 
las ofrece, sean estas por dinero u otros beneficios. El caso más recordado es el conocido 
como la “yidispolitica” en donde la congresista Yidis Medina fue denunciada por un colega 
suyo, el representante German Navas Talero, quien consideró que la señora Medina estaba 
incurso en el delito de cohecho.          
Medina, se acogió a sentencia anticipada reconociendo la participación en este 
delito; La (Revista Semana, 2008), ha manifestado al referirse al fallo de la Corte Suprema 
de Justicia señalando que, 
En la diligencia de indagatoria, YIDIS MEDINA PADILLA aceptó los hechos de manera 
integral, y más aún, para fortalecer su credibilidad aportó prueba que inclusive la 
compromete en la comisión de otros ilícitos. Se trata entonces de una confesión simple, en 
la cual no se plantearon circunstancias de exclusión de responsabilidad u otra cualquiera 
que modificara su grado de participación en la realización de la conducta. 
Esos son solo algunos de los casos que han puesto al país en el ojo del huracán, 
contextos que son la vergüenza para una Colombia que se ha caracterizado por tener gente 
emprendedora, trabajadora y que ha padecido un largo periodo de violencia, que aún no 
termina, con gente en distintas regiones de la geografía nacional que han soportado 
estoicamente los embates de la violencia surgida en diferentes frentes: guerrilla, 
paramilitares, delincuencia organizada y desde el mismo Estado, sin embargo, con esperanza 
de vivir y salir adelante, son estos colombianos valientes los que dicen día a día que hay que 
sobrellevar las cargas duras que a diario se soportan, que el trabajo y la entereza van a ser 
los aliados para salir adelante como personas y como parte de un estado golpeado, por 
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situaciones generadas por un  grupo de personas que poco o nada les interesa la comunidad, 
mostrando una sociedad falta de principios, carente de cultura, con vicios como la pereza 
que los lleva a ser deshonestos y tratar de encontrar dinero fácil, adoptando una posición 
maquiavélica para justificar lo injustificable.    
La problemática experimentada desde el carrusel de la contratación, ha llevado a 
aumentar la desconfianza en las instituciones, aunque este descalabro que padeció Bogotá, 
es uno de otros similares o peores actos de corrupción que avergüenzan a los colombianos 
en el mundo entero; la incertidumbre permanece, porque casos iguales o más graves 
merodean al país surcándolo dentro de una atmósfera enrarecida por la maldad que circunda 
y hechos delincuenciales como el de Odebrecht,  Reficar, fidupetrol, Interbolsa, que son 
casos que han trascendido por la cantidad de dinero que se mueve alrededor, sin embargo el 
grado de corrupción es tan miserable que ha llevado a conformar seres humanos 
inescrupulosos, seres perversos capaces de quietarles el alimento a niños en regiones como 
la Guajira que por las condiciones en las que se encuentran necesitan no solo de su dieta 
alimenticia básica sino de otros servicios básicos que satisfagan mínimos vitales.     




 Una vez terminado el presente estudio que centró su objetivo en analizar los motivos 
por los cuales los mecanismos de prevención, investigación y sanción no son efectivos al 
momento de castigar actos de corrupción, se llega a las siguientes conclusiones: 
 La corrupción ha sido, es y será, un fenómeno enraizado en la realidad humana, que 
por muchos años ha venido generando estrategias que le permitan combatir y erradicar el 
malestar social producido por efecto de las prácticas en las que se ha dividido, con el fin de 
fortalecerse e impedir el normal desarrollo de las funciones del Estado, llamado a liderar 
asertivamente los procesos derivados de sus fines. No en vano Rousseau al plantear que “el 
hombre nace bueno y la sociedad se encarga de dañarlo”, conduce la reflexión hacia la 
necesidad de trabajar mancomunadamente, para que los tentáculos de esta enfermedad 
paquidérmica no trunquen e impidan a la sociedad un verdadero desarrollo integral de todos 
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sus individuos, a los cuales el llamado es a comprometer sus esfuerzos, de modo que con ello 
se pueda, en actitud Ética favorecer la dinámica y buena marcha del pueblo colombiano. 
Va a ser difícil recuperar la confianza en las instituciones debido entre otras razones 
al afianzamiento e incrustación en ellas, de ahí que se hace ineludible desmembrar la órbita 
donde circunda el mal, adecuando habilidades exhaustivas efectivas, así como la 
participación de la ciudadanía, las instituciones del Estado, la empresa privada, entre otras. 
La comunidad en general debe cambiar el concepto, es indispensable transformar el perfil de 
este flagelo y concientizarse acerca de los efectos negativos que produce; por esta razón, no 
debe existir indiferencia frente a situaciones de corrupción; la labor en esta lucha es la de una 
participación efectiva para atacar y mermar la corrupción, y de esta manera impedir la pérdida 
de recursos, tanto de la sociedad como de las instituciones. 
Este flagelo no es contemporáneo, data de siglos atrás, es un problema que ha sido 
incesante, pero no nuevo, no obstante, hasta hoy, por lo menos en Colombia, no se ha podido 
exponer de manera concluyente que sea mayor ahora que en el pasado. La periodicidad de la 
aparición del vocablo ‘corrupción’ en los informes publicados por diferentes medios de 
comunicación no ha variado y en las últimas décadas siempre se habla de este mal.  
 
 
No solo en Colombia sino en varios países del mundo existen hechos de corrupción 
en donde los sujetos activos de estas prácticas están en mayor número al interior de las 
entidades estatales, dejando en la sociedad ira, más, si se trata de actos al interior de entidades 
públicas donde se presume debe prevalecer la trasparencia. Sin embargo, es necesario 
reconocer y comprender que el fenómeno no es de exclusividad de los funcionarios públicos, 
dejando de lado el accionar del sector privado, quien, ostenta la calidad de autor y facilitador 
de muchas de las prácticas, con el ánimo de beneficios particulares y a costa del daño social 
que se logra producir. En consecuencia, el legislativo, está llamado, no sólo a perseguir y 
sancionar a los servidores públicos que incurran en este tipo de conductas, sino que, de igual 
manera, utilizando herramientas jurídico - penales, ha de enfrentar la realidad, para 
contrarrestar los efectos nefastos y reorientar el buen manejo y utilización de los recursos del 
Estado, en favor de todos los asociados.  
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Combatir la corrupción, es uno de los objetivos del Estado, las autoridades y la 
sociedad en general ya que este delito que ha traspasado fronteras, obligando a los Estados a 
apoyarse entre sí, ha traído como consecuencia la normatividad internacional vigente, 
suscrita y ratificada por los estados miembros a través de los principios y estrategias 
contenidas en documentos como la Convención de las Naciones Unidas contra este flagelo 
la misma que fue suscrita y ratificada por más de 100 países. Es y ha sido un trabajo, que 
dentro de los principios de la globalización, permite apreciar los efectos transnacionales de 
prácticas delictivas, que al romper fronteras, exigen y reclaman, esfuerzos constantes de 
cooperación internacional, con miras a erradicar las consecuencias de hechos de corrupción, 
que empañan y ensombrecen la armonía de los pueblos. 
Luchar contra este mal ha sido el objetivo primordial de muchos gobiernos que han 
pasado por la Casa de Nariño, debido entre otras razones, a que es la corrupción, el mal que 
ha impedido entre otras, que los recursos públicos sean utilizados de forma eficaz y se puedan 
suministrar los servicios básicos que un Estado debe garantizar a sus ciudadanos, que la 
economía avance paralela a obras de infraestructura necesarias para el progreso del país, que 
se vulneren derechos fundamentales, creando graves tensiones sociales que han 
desembocado en hechos de violencia e insatisfacción de necesidades básicas, hoy en el plano 
de la salud, educación e infraestructura, para los sectores menos favorecidos de la sociedad. 
La responsabilidad en la lucha contra la corrupción le corresponde no solo al Estado, 
sino también a la sociedad que es la perjudicada por estas prácticas, de ahí que el control 
social  como derecho y deber que les asiste lo deben hacer efectivo para  vigilar y fiscalizar 
la gestión pública con el fin de cortejar el cumplimiento de los fines del Estado, solo así se 
menguará este flagelo, tarea nada fácil, por el contrario, de gran responsabilidad,  ya que no 
solo se trata de combatir este mal, sino también consolidar junto al Estado los fines esenciales 
que le competen en pos de fortalecer la democracia y la gobernabilidad, además de  
apropiarse de las herramientas dadas por la Constitución y la Ley que brindan a los 
ciudadanos la posibilidad de ser partícipes en la toma de decisiones que beneficien a toda una 
sociedad que anhela no solo pertenecer, sino también empoderarse de los temas de Estado.  
De ahí que las propuestas encaminadas a esta lucha contra la corrupción deben 
cambiar y estructurarse de tal manera que no fallen, en especial por parte de la ciudadanía 
que siendo sujeto pasivo de estas conductas ilegales deben fortalecerse, partiendo por la 
117 
 
concientización de la ciudadanía y generando esa cultura para que con energía se rechace de 
manera vehemente a los corruptos. y se den cuenta que no pueden continuar mostrándose 
como personas “triunfantes” y no permitir las nefastas consecuencias que afectan a un Estado 
porque se atenta contra los recursos, el deterioro del sentido de equidad y justicia, así como 
el deterioro de la legitimidad política y del orden democrático y social que debe caracterizar 
a un verdadero Estado Social de Derecho. 
Desde esa perspectiva, para batallar contra este flagelo se hace indispensable trazar 
programas de formación en civismo, relaciones interpersonales, tolerancia, que directa o 
indirectamente provoquen la empatía y permitan combatir no solo el individualismo y 
egoísmo sino también la intolerancia y el escepticismo frente a este mal. 
  Esas labores que están llamadas a consolidarse como programas deben brotar del 
entendimiento para asimilar en debida forma que la solidaridad es la base para ir 
fortaleciendo una sociedad tolerante en la que se respeten las normas y desde la función 
pública se trabaje en pro del bienestar del colectivo, principio fundante de la misión del 
Estado, que debe involucrar abierta y directamente, sin excluir o privilegiar, a todos los 
sectores de la sociedad. 
Para ello, se debe tener en cuenta que este mal incrustado en la sociedad y las 
instituciones, no permite el progreso y desarrollo de éstos, ya que los beneficiarios de los 
bienes y servicios que debe prestar el Estado no llegan a su destino porque gran cantidad de 
recursos que van a satisfacer estas necesidades básicas se desvían a causa de hechos ilícitos 
arropados por la corrupción, los cuales, sin lugar a dudas, nacen de las intenciones perversas 
del beneficio particular, que para lograr su cometido, atrapa y enrolla el concurso de ciertos 
funcionarios, que apartándose de los principios de su labor y en busca de beneficios 
individuales, colocan a riesgo el erario, generando malestar social e incredulidad en las 
instituciones y el Estado. 
Estos ilícitos cometidos por funcionarios públicos, en ocasiones, en confabulación 
con quienes no lo son, junto a los patrimonios públicos que son despojados por la corrupción, 
representan menor calidad y cantidad de servicios básicos para la comunidad, de ahí que el 
acceso a salud, educación, servicios públicos y otros sea restringido. 
El control social en ultimas busca contribuir al provecho de los objetivos propuestos 
en las políticas públicas, con eficiencia y transparencia con una prestación ecuánime de los 
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servicios que redundan en la comunidad, se necesita consolidar que la comunicación entre la 
ciudadanía y las instituciones sea inquebrantable, activa y que permita que el control social 
sea visto como el proceso fundamental de compañía, garantía y transparencia en la lucha 
contra el flagelo de la corrupción. 
Consagra la Constitución Política que el Estado tiene la obligación de servir a la 
ciudadanía garantizando su bienestar y el cumplimiento de cada uno de sus deberes y 
derechos, que es su deber precisar, incidir y modificar, de manera coherente y segura, la 
medida eficaz en un espacio social particular con el fin de asegurar la prosperidad de la 
Nación, certificando su bienestar.  
Los organismos de control, si bien es cierto se han propuesto combatir este mal 
creando inclusive estrategias para este fin, los resultados no son los esperados, por ejemplo 
la Contraloría General de la República no ha sido efectiva en la disminución del flagelo, 
aunque la lucha contra este mal se ha incrementado desde esta entidad, los resultados no son 
los esperados y los procesos  de responsabilidad fiscal que se han aumentado, muestran que 
en las entidades públicas no ha sido posible reducir la corrupción. 
La batalla contra la corrupción exige órganos de control no solo con capacidad 
sancionatoria, sino con plena independencia, que garantice imparcialidad para actuar en 
contra de los abusos de funcionarios estatales, que actúan fuera del marco legal sin una ética 
pública que esté en armonía con los derechos de los ciudadanos y los controles sociales. 
La cultura de la ilegalidad y la impunidad en Colombia prevalece y se mantiene tan 
rampante que entristece conocer la existencia de un compendio normativo amplio a nivel 
interno e internacional que no brinda los frutos deseados en esta lucha, teniendo que hablar 
de una “cultura de la corrupción”, y es válido, hablar de este asunto hoy de índole cultural, 
alojado en una sociedad en la que particulares y funcionarios públicos que actúan en contra 
de la Ley para favorecer a terceros o favorecerse a sí mismo y las conductas desplegadas 
fluctúan en una zona que no permite establecer si es una práctica normal o un acto de 
corrupción, en ambos casos dicha cultura presenta una postura maquiavélica que trae o hace 
daño a toda una sociedad y sostiene a un flagelo que se está combatiendo pero con 
dificultades para derrotarlo porque se nutre de estos procederes.  
La Ley 1474 de 2011, conocida como El Estatuto Anticorrupción determinó el 
marco legal para luchar contra el flagelo de la corrupción, buscando vigorizar los 
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mecanismos de prevención, investigación y sanción de hechos de corrupción, mejorando la 
eficacia del control público de los bienes y recursos de la Nación. No obstante, los actos de 
corrupción se muestran cada día más, en forma creciente, sin que por ello se logren sanciones 
ejemplarizantes que brinden a los que intelectual o materialmente, incurran en prácticas de 
favorecimiento del fenómeno; así mismo, y ante la ausencia de medidas jurídicas efectivas 
para castigar el ilícito, queda rampante la invitación a muchos, que en busca de mejores 
condiciones particulares, deciden optar por la corrupción, como estrategia de favorecimiento 
de sus intereses, sin que con ello se piense en las consecuencias que se desprenden para el 
colectivo social.  
Las opiniones respecto al marco legal proferido para combatir la corrupción son 
varias y contradictorias, sin embargo, algo claro es que por pate del Estado Colombiano y en 
particular desde el Legislativo se continua con esa práctica de presentar proyectos de ley y 
llevarlos a constituirse como leyes de la Republica cuando median actos de corrupción de 
alto impacto y los escándalos están a la orden del día en los medios de comunicación, de ahí 
que lo que se sanciona y pasa a ser parte de la legislación, son leyes que no han sido 
estructuradas y tramitadas dentro de la cordura requerida, dónde medien más que el interés 
común y no de un sector de la sociedad, por el contrario, hay la prevalencia de un sector 
político al interior del legislador que legisla para tener reconocimiento personal o de una 
bancada y la esencia de la norma queda ambigua en muchas partes. 
Ha sido una constante que los candidatos que buscan una curul en el Congreso o 
llegar a la Casa de Nariño ofrezcan a sus lectores luchar contra la corrupción y gestionar ante 
el Congreso Leyes para acabar supuestamente con este flagelo, sin embargo, la realidad  
muestra que no han podido en esta lucha a pesar que han creado un vigoroso marco normativo 
para esta batalla, pero pasan y pasan los gobiernos y en su turno de gobernar van modificando 
leyes anteriores con el fin de mejorar las estrategias por la ineficacia de leyes proferidas en 
gobiernos de sus antecesores, leyes y más leyes pero de una política coherente no hablan, 
mucho menos la consolidan cuando pueden hacerlo ya que ostentan el poder, esto ha hecho 
que la corrupción crezca y se ramifique par incrustarse en lo más íntimo de las instituciones 
del Estado.   
No es con la promulgación de leyes y más leyes como se combate este flagelo, ya 
que está demostrado que no es bajo esta estrategia como se alcanzan mejores resultados; la 
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verdad es que se requiere algo más, ya que mientras no exista una política criminal seria y 
sólida que se encarrile a fundar causas y proporcionar respuestas a las mismas, fortaleciendo 
las instituciones que contribuyen en este objetivo, como al sistema penal, no se poseerá un 
control a este fenómeno. 
El detrimento que la corrupción causa en un país democrático como el colombiano 
conlleva a deteriorar la imagen de lo que es Colombia: Un Estado Social de Derecho, a nivel 
interno como internacional. Una verdadera democracia se erige en el respeto a los electores, 
fortaleciendo un “fair play” electoral, alejando las prácticas corruptas en las contiendas 
electorales; desafortunadamente la realidad muestra que se vive con prácticas 
antidemocráticas impulsadas no solo por los candidatos a cargos de elección popular, sino 
también con la complacencia de los partidos que los respaldan, por eso es fácil evidenciar 
que pericias como el clientelismo y el patronazgo se nutren de la presencia de sectores 
marginados y vulnerables que carecen de los mínimos vitales y por ende de educación, de 
ahí que poco o nada les interesa los temas de índole pública toda vez que se preocupan más 
por buscar, por diferentes medios, recursos para poder subsistir. En estas condiciones 
fácilmente se convierten en grupos proclives a responder a incitaciones o estímulos directos 
e inmediatos como la compra de votos, resulta entonces, necesario, evitar que sean engañados 
de esta forma tan deplorable. 
En el país coexisten elementos de orden cultural e institucional que inciden en la 
toma de decisiones de las personas y es ahí en donde los valores que poseen las personas se 
ven bambolear y el concepto de ética sale a relucir en el sentido que se olvidan en ocasiones 
de diferenciar entre lo bueno y lo malo; si bien es cierto la mayoría de los colombianos son 
personas de bien, cohabita entre estos un bloque de compatriotas que inician a asimilar una 
“naturaleza corrupta” , porque lo fácil y mal habido va a circular entre sus deseos a diferencia 
de la mayoría de colombianos  que no incurre en este tipo de comportamientos. 
La lucha contra la corrupción debe ser frontal y consolidando la unidad entre todos 
los miembros de la sociedad, de ahí que una herramienta fundamental en la prevención debe 
ser la educación, arma no solo para combatir este mal, sino también formar ciudadanos 
íntegros capaces de convivir en una sociedad convulsionada,  
En esta ardua labor el Estado tiene un papel preponderante y es a él al que le incumbe 
tomar medidas en esta lucha, fortaleciendo los instrumentos y dispositivos no solo para 
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prevenir, sino también para investigar y sancionar prácticas corruptas, además de acoger el 
acopio normativo que garantice el cumplimiento a cabalidad de éstas y así acatar el mandato 
constitucional y lograr con ello el pleno de los fines del Estado. 
La corrupción trae consigo secuelas de toda índole, por ejemplo, en el campo 
económico estanca el desarrollo y la eficiencia de la economía; en el ámbito social, la 
comunidad en general y en especial grupos de población que afrontan crisis económicas 
producto de la pobreza, se ven por cuanto no reciben del Estado los bienes y servicios que 
están destinados a satisfacer necesidades básicas toda vez que el Estado está ausente en 
cuanto a la responsabilidad de prestar atención con servicios como salud, educación, 
infraestructura, entre otros, además de marcar a una sociedad de manera desigual, ya que la 
equidad no existe, así mismo desde una perspectiva política, son también muy graves por 
ejemplo, la legitimidad del Estado y la democracia se resquebrajan disminuyendo la 
confianza en las instituciones. 
El Estado y la sociedad en general deben poner en práctica todas y cada una de las 
estrategias tendientes a mitigar el flagelo de corrupción, si bien es cierto es el Estado el 
garante de adelantar las tareas en contra de este mal, el apoyo ciudadano es importante y 
frente a la responsabilidad estatal de luchar contra un mal sistémico hay que crear y fortalecer 
mecanismos institucionales para administrar de manera eficiente y hacer frente a 
indisposiciones como este flagelo. La lucha es fuerte y difícil ya que se está frente a un mal 
que es endémico, que ha perdurado durante siglos y lo más delicado es que cada día pareciera 
que se fortalece.     
Una radiografía al interior de las instituciones públicas y privadas que se vinculan 
con el Estado, muestran un panorama desalentador en lo relacionado con el flagelo de la 
corrupción ya que este mal se ha alojado desde hace varios años y aún continúa creciendo y 
fortaleciéndose, sin que el Estado formule una política integral, diferente a las que existen, 
que sea eficiente en esta cruzada para que articule de manera eficaz  la acción desencadenada  
por diferentes entidades que están comprometidas en combatir este flagelo.  
La Administración Pública ha sido afectada en mayor medida por estas prácticas 
corruptas ya que este mal se puede tipificar como delito contra el patrimonio de la Nación, 
de hecho la afectación es enorme, no solo a la Nación sino también a toda una sociedad que 
se ve seriamente disminuida en todos los órdenes, agravándose la situación cuando se conoce 
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que son servidores públicos en ejercicio de sus funciones, los que están perpetrando estos 
ilícitos, aunque muchos particulares lo hacen, incluso hacia ellos mismos. Por tal razón, es 
necesario, buscar medidas que permitan enfrentar la problemática desde otra perspectiva, de 
manera que con ello se puedan garantizar acciones penales en contra de las personas jurídicas 
que incurran en la determinación de actos de corrupción; llevar a los representantes legales a 
asumir con criterio, su responsabilidad; de tal manera que no basta solo con la detención de 
los individuos, sino que se pueda igualmente cancelar y sancionar la personería jurídica, para 
impedir que continúe ejerciéndose una labor incoherente e inoportuna para los intereses 
sociales.   
Es vergonzoso que servidores públicos incurran en estos hechos para satisfacer 
intereses netamente particulares realizando u omitiendo actos contarios a la Ley. 
Esta lucha contra la corrupción ha sido una cruel y dura cruzada, ante esta situación 
lo importante es apoyar al Estado y sus instituciones en esta batalla, de ahí que lo significativo 
es priorizar lo sustancial sobre lo urgente, llevar a cabo los planes y estrategias existentes  
asumiendo programas de acción que permitan reconocer que hay crisis por efecto de este 
flagelo, identificando y denunciando a los presuntos responsables, a través de un compromiso 
real,  que lleve a concretar tareas esenciales para conseguir este fin, eso incluye en vigilar y 
controlar al Estado, por intermedio del derecho a ejercer el control social, denunciando la 
corrupción e implementando estándares de ética e integridad.      
Los organismos de control como la Contraloría General de la Nación, ejerce su labor 
respaldada por mandato constitucional, cumpliendo la función de control fiscal siendo esta 
entidad la única delegada para vigilar y controlar la tarea fiscal de las empresas públicas, 
desplegando control posterior y selectivo, labor ardua por lo complicado del asunto, más si 
ese accionar esta direccionado a proteger los recursos públicos. 
Sobre la labor que cumple, aunque ha mejorado en su accionar, lo cual se evidencia 
en el aumento de los procesos de responsabilidad fiscal adelantados, no es suficiente, porque 
los problemas relacionados con corrupción crecen y para frenar este mal que aqueja a las 
entidades públicas en Colombia, que han impactado negativamente en la credibilidad, 
imagen y legitimidad del Estado, la tarea  debe ser más ardua y el trabajo en equipo con otras 
entidades de control y de la mano con la sociedad civil. 
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Razón que lleva a inferir que sería indispensable para mayor eficiencia, acoger o 
implementar un sistema de control fiscal análogo y preventivo para sancionar los hechos 
ilícitos en menor tiempo, ojalá en un lapso real para evitar que el patrimonio estatal ingrese 
en detrimento, otra necesidad para fortalecer la labor de esta entidad estaría encaminada a 
vigorizar las contralorías territoriales, pero limitando la competencia en asuntos delicados 
debiendo asumirlos desde la Contraloría General.  
La Procuraduría General de la Nación, ha desarrollado también un rol protagónico 
en la batalla contra el flagelo, actuando en diferentes labores con el fin de proteger el 
patrimonio público, el respeto porque se cumpla el ordenamiento jurídico y garantizar los 
derechos de las personas. 
La lucha contra este mal se circunscribe a identificar, prevenir, intervenir y 
sancionar a los corruptos que yacen en la administración pública, con acciones decisivas en 
algunos casos, frente a hechos impregnados con este mal y en donde los recursos públicos se 
han visto comprometidos y afectando los derechos de la comunidad, en especial de los más 
vulnerables, que han sido alejados de las condiciones requeridas para una vida digna como 
lo es la salud, la vivienda, los servicios públicos básicos entre otros, que por el actuar de 
algunos funcionarios, que han desviado dichos recursos, se ven menguados de estos mínimos 
vitales.    
Sin embargo, es de anotar que hay deficiencias al interior del Ministerio Púbico para 
enfrentar a este flagelo, entre esas falencias se cuenta que la entidad no posee una definición 
interna sobre este flagelo, mucho menos una base con las faltas disciplinarias que se asimilen 
al actos de corrupción, trayendo implicaciones negativas en los procesos que se adelantan, 
de ahí la necesidad inminente de consolidar una caracterización indispensable para unificar 
pericias de priorización de las faltas disciplinarias.            
Así mismo se hace ineludible reforzar o acoger un plan para intervenir en las 
regiones, en particular en sitios donde la corrupción se ha incrustado con prácticas que han 
conllevado al desangre, por eso el refuerzo en su labor como órgano garante debe extenderse 
a apoyar la labor plasmada en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, máxime 
en los zonas priorizadas y focalizadas, toda vez que es de obligatorio cumplimiento acatar la 
normatividad, en especial sobre el tema de corrupción, ya que las entidades territoriales y las 
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dependencias regionales de las entidades públicas evidencian dificultades serias en control 
lo que hace que por carencia de este ítem que aún es precario se abra una brecha a este flagelo.  
La Fiscalía General de la Nación, desarrolla una serie de estrategias, las mismas que 
ha implementado en la lucha contra la corrupción, de ahí que para la labor que despliega, esta 
entidad debe fortalecer desde el ámbito de la investigación y acusación una labor decisiva en 
la revitalización de la ley contra el crimen, con el fin de disuadir a aquellos sujetos que se 
guarnecen con la corrupción; de la misma manera persuadir a la ciudadanía para que 
reflexionen acerca de la necesidad de denunciar todo acto de corrupción y a los inmersos en 
estas actividades ilícitas. De donde surge, igualmente, la necesidad de incrementar las 
sanciones penales en contra de quienes individualmente y amparados en personerías 
jurídicas, con sus actos permitan el avance de actividades ilícitas en detrimento del Estado, 
las instituciones y la sociedad en general. El desmantelamiento y sanción de quienes 
favorecen la corrupción, no puede constituirse en la posibilidad de castigo, para aquellos que 
incautamente son utilizados por sujetos y organizaciones dedicadas a prácticas delictivas; es 
menester de quienes tienen el sagrado deber de legislar y regular el comportamiento 
ciudadano, crear mecanismos de combate, investigación y sanción, de los directamente 
responsables del ilícito, propiciando para ellos penas acordes con la dimensión del daño 
ocasionado.   
La Fiscalía General  de la Nación debe contemplar la corrupción como uno de los 
fenómenos criminales priorizados y que trae secuelas funestas, por este motivo el concepto 
de corrupción no debe circunscribirse a delitos relacionados contra administración pública, 
ya que esto dejaría de lado otras conductas punibles que están concertadas o se fijan dentro 
de la concepción de corrupción, es así como este mal está también en el sector privado tal 
como se lo ha exteriorizado en el desarrollo de esta investigación, además se requiere que la 
Fiscalía, asuma, adopte una noción menos limitada ya que esto permitiría valorar y evaluar  
en cada caso concreto si se está frente a un acto de corrupción.  
Este trabajo se hará posible siempre y cuando la Fiscalía General de la Nación, 
continúe de manera frontal esta batalla, acrecentando sus labores a nivel regional con 
personal idóneo y que la presencia de funcionarios probos, especializados para asumir este 
tipo de delitos; lo transcendental será que miembros de la administración de justicia 
legalmente facultados y técnicamente calificados para investigar y juzgar delitos de 
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corrupción, sean una realidad, toda vez que en la actualidad no sucede en muchos municipios 
del país; se requiere efectuar una orientación hacia las regiones que permita desde la 
dirección general emplazar la investigación en asuntos de relevancia pública y que mejor 
desconcentrando la Fiscalía General y facilitar de esta manera convocar y focalizar la acción 
penal en los territorios. 
Por último, pensar no sólo en la sanción a la cual se hacen acreedores los individuos 
y las personas jurídicas que incurren en actos de corrupción; también dedicarle espacios al 
favorecimiento de quienes, de manera decidida, prestan su concurso en favor de una auténtica 
dinámica social, en la que los recursos destinados al goce y disfrute del colectivo ciudadano, 
sean utilizados racionalmente para la satisfacción de las necesidades del conglomerado. En 
una sociedad en la que el silencio reina frente a conductas ilícitas, cabe la posibilidad de 
promover incentivos para aquellos que colaboren con las autoridades en la persecución y 
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